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ÉTICA HÍDRICA: UNA NUEVA ORIENTACIÓN PARA LAS DECISIONES RELATIVAS AL AGUA

PRÓLOGO

El libro que ahora tienes en tus manos es resultado de la inquie-
tud constante que el Instituto Mexicano de Tecnología del Agua 
ha tenido para descubrir otras formas de gobernar que permi-
tan garantizar el acceso al agua para todas y todos los mexica-
nos de manera segura, suficiente y sostenible, a través de un 
ámbito poco explorado en el quehacer público y de enorme 
trascendencia ambiental: la ética hídrica.

Esta obra hace un llamado a la reflexión y nos invita a buscar 
posibles respuestas a preguntas incómodas, como: ¿qué hay 
detrás de las decisiones gubernamentales respecto al uso, ma-
nejo y acceso al agua? ¿qué principios rigen a la gestión hí-
drica? ¿quiénes participan en el diseño e implementación de 
proyectos hídricos?

Encontrar una respuesta a estas interrogantes no es fácil, por 
ello, el libro nos guía a partir de la contextualización de la pro-
blemática del agua a nivel mundial, los principales conflictos hí-
dricos y las causas que los originaron, poniendo especial interés 
en la sobreexplotación y la degradación del entorno.

Con esta base, a fin de impulsar la necesidad de establecer nue-
vos paradigmas para la gestión del agua, se introduce al lector 
al concepto de ética, y de manera particular a la ética hídrica, 
así como a sus principios y dimensiones en el uso agrícola, in-
dustrial, doméstico y, por supuesto, como base para el estable-
cimiento de una política pública hídrica nacional.

Sin embargo, toda esta reflexión académica no es más que el 
punto de partida de un análisis más profundo que aterriza en 
cinco casos de estudio en México, los cuales nos brindan evi-
dencia de que es posible orientar la política ambiental hacia el 
cuidado de la vida y las personas.

En cada uno de estos casos se reflexiona sobre cómo la ética 
ha ayudado a procesar diferentes valores e intereses en torno 
al agua, especialmente cuando los responsables de la formula-
ción de las políticas actúan con evidencia, identificando los orí-
genes de las desigualdades sociales y económicas en un con-
texto local, reconociendo injusticas estructurales e históricas.
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El libro proporciona ejemplos importantes de cómo diseñar una 
nueva forma de gobernar el elemento más importante de la 
vida y de cómo las decisiones gubernamentales, tomadas con 
una base ética, reducen las asimetrías sociales y económicas.

En este estilo de gobernanza la participación de la gente es 
esencial, ya que son las familias y sus comunidades las que más 
frecuentemente se ven afectadas por las decisiones tomadas 
por los actores públicos en torno al agua, siendo estas las cono-
cedoras expertas de los ecosistemas que habitan y de las for-
mas de actuar de manera respetuosa con la vida.

En el Gobierno de México partimos del reconocimiento y res-
peto de esta visión para fundamentar toda propuesta en esta 
transformación: para nosotros poner al centro a las personas y 
el uso sustentable de los recursos es algo innegociable. 

Históricamente son los pueblos originarios y campesinos quie-
nes han levantado la voz para denunciar el despojo, la contami-
nación, la expropiación y el daño a sus territorios. En una visión 
de construcción y de toma de decisiones con base en una ética 
pública, el Estado mexicano pasa de estar al frente e imponien-
do, a estar al lado, escuchando, aprendiendo y construyendo 
con las comunidades las soluciones y alternativas más justas, 
equitativas y sostenibles.

Esta forma diferente de hacer las cosas no ha sido fácil, implica, 
por un lado, una reflexión profunda al interior de nuestras for-
mas de gobernar, y por el otro, un proceso complejo de recons-
trucción de confianza que exige grandes esfuerzos por parte 
de todos.

Este libro, pionero en su género, muestra la importancia de to-
mar decisiones que prioricen el cuidado de nuestros semejantes, 
del territorio que habitamos y del fortalecimiento de nuestra re-
lación con la naturaleza y nos enseña que las decisiones guber-
namentales no pueden ser tomadas detrás de un escritorio, sino 
desde el territorio y de la mano de todas y todos los mexicanos.

María Luisa Albores González
Secretaria de Medio Ambiente y Recursos Naturales







El   agua plantea cuestiones urgentes  
 en un futuro próximo. Un gran nú-

mero de personas no tiene agua potable 
ni servicios de saneamiento y un porcen-
taje elevado de personas muere a causa de 
enfermedades transmitidas por el agua. 
Asimismo, cada vez aumenta la población 
mundial y con ello la escasez y precarie-
dad hídrica de personas y ambiente. Des-
de el nivel local al global, los valores son 
centrales para la gestión del agua. Los va-
lores son personales o estándares cultura-
les que dan valor intrínseco o extrínseco a 
sujetos, objetos, o comportamientos, y que 
delimitan la esfera de consideración moral. 
Sin valores, ni la gobernabilidad ni la go-
bernanza tienen referente para adjudicar 
demandas concurrentes o para evaluar di-
ferentes caminos institucionales.

A partir del reconocimiento de este con-
texto, el libro argumenta que la ética debe 
ser una parte integral de las decisiones en 
torno al agua a fin de abordar estos pro-
blemas urgentes y consta de dos partes. 
En la primera parte, en el primer capítulo 
denominado "Los nuevos paradigmas para 
pensar al agua y los conflictos hídricos", 
Adrián Pedrozo presenta el contexto glo-
bal de la problemática del agua y plantea 
los nuevos paradigmas para hacer frente 
a sus retos. Entre estos paradigmas se en-
cuentra la sociohidrología, la cual tiene el 
propósito de estudiar las interacciones y 
la retroalimentación que se dan entre los 
seres humanos y el ciclo natural del agua, 
reconociendo que en los procesos socia-
les emergen relaciones asimétricas de po-
der y que influyen en la forma en que las 
personas alteran, adaptan y modifican los 
regímenes hidrológicos natures.

INTRODUCCIÓN
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Otra mirada la ofrece la ecología política, desde aquí, 
el metabolismo social brinda una discusión prolija en 
las relaciones de poder que emergen en contextos 
inequitativos, poniendo un especial acento en estu-
diar, a partir del sistema de producción capitalista, 
cuáles son las interconexiones entre los seres huma-
nos y la naturaleza; de modo que analiza y explica las 
entradas de energía, los flujos internos y las salidas 
de agua a un sistema por medio de cinco etapas: la 
apropiación, la transformación, la circulación, el con-
sumo y la excreción. Asimismo, en esta sección, el au-
tor recoge los principales problemas y las principa-
les actividades que generan los mayores conflictos 
relacionados con el agua, los cuales son: trasvases, 
sobreexplotación y degradación. 

En el segundo capítulo "¿Por qué necesitamos de la 
ética en las decisiones relativas al agua?", Pedrozo pre-
senta el lente analítico desde el cual parte este libro. 
La ética ‒como brújula moral que indica lo correcto y 
lo incorrecto‒ es un medio que ofrece la oportunidad 
para mejorar la toma de decisiones relativas al agua y 
es una ruta para asumir nuestra responsabilidad con 
la naturaleza, las personas y las generaciones futuras. 
Escribe el autor: “Una aproximación a las decisiones 
del agua orientada por la ética nos ayuda a aclarar 
qué es lo que está verdaderamente en juego en los 
proyectos que se proponen en un territorio dado; por 
ejemplo, la autorización de pozos para el fractura-
miento hidráulico o de la construcción de bordos o 
canales y la definición de las medidas que se deben 
tomar para aliviar sus impactos”.

Posteriormente presenta una mirada de cómo apli-
car la ética a los distintos usos del agua: en el uso 
agrícola, uso industrial y uso para consumo huma-
no. Cada uno de estos usos tiene sus peculiaridades; 
pero, en general, se puede decir que para aplicar la 
ética se requiere la identificación de valores comu-
nes, una interlocución con los diferentes actores in-
volucrados y una perspectiva interdisciplinaria para 
construir conjuntamente el conocimiento necesario 
para distribuir el agua de forma más equitativa.

En la segunda parte del libro se presentan casos de 
estudio del país, los cuales nos dan la evidencia de 
que, al orientar la política ambiental hacia el cuidado 
de la vida y las personas, se reconocen inherente-
mente la inequidad en el acceso al agua y la des-
igualdad social. De esta forma, se retoman casos de 
conflictos hídricos atendidos durante la actual admi-

nistración, y se reflexiona sobre cómo la ética nos 
ayuda a procesar diferentes valores e intereses en 
torno al agua, especialmente cuando los responsa-
bles de la formulación de política pública actúan con 
transparencia y ética, para ubicar los orígenes de las 
desigualdades sociales y económicas en un contex-
to local, reconociendo injusticas estructurales e his-
tóricas que nos hacen atenderlas.

En el primer caso de estudio: "Constellation Brands 
en Mexicali", Julio Soriano retoma la problemática en 
el valle de Mexicali originada por la instalación, en 
una región árida, de la empresa transnacional Cons-
tellation Brands, comercializadora de cerveza, vino 
y otras bebidas alcohólicas. El autor presenta infor-
mación sobre la presión de los recursos hídricos en 
el Valle de Mexicali, la cual se encuentra caracteriza-
da por una sobreasignación de aguas subterráneas 
y competencia por el acceso a aguas superficiales 
del río Colorado entre los diferentes usuarios, y ofrece 
un análisis sobre la huella hídrica tanto de la cerve-
za como de los principales usuarios del agua sub-
terránea en esa región, el Distrito de Riego 014. Y 
destaca dos asuntos: 1) escuchar y tomar en cuenta 
a la población en conflictos originados en regiones 
de alta escasez hídrica y 2) la urgente necesidad de 
que las grandes empresas trasnacionales justifiquen 
sus inversiones, utilizando un lente de sostenibilidad 
hídrica, a través del empleo de criterios que garan-
ticen el uso justo y eficiente del agua, a partir de la 
equidad social, estableciendo la distribución equita-
tiva de la huella hídrica por comunidad.

En el capítulo "Plan de Justicia del Pueblo Yaqui", Ca-
rolina Escobar aborda el caso del Pueblo Yaqui, un 
pueblo originario que se ubica al norte de México y 
que ha tenido una larga historia de lucha por su agua 
y su territorio. En el capítulo se presentan dos formas 
en las que se puede mirar la ética hídrica: 1) el recono-
cimiento del trato inequitativo del que ha sido objeto 
este pueblo y las acciones realizadas para resarcir el 
daño por parte del gobierno federal, y 2) la construc-
ción de nuevas formas de relación y de administra-
ción de los bienes gestadas desde abajo “fundamen-
tadas en una ética hídrica culturalmente construida y 
con profundo arraigo territorial, promoviendo trans-
formaciones a escala nacional” y, en este sentido, la 
autora comparte el proceso social y comunitario en 
el que se construyó el sistema de potabilizadores.
En el capítulo "Ley Modelo de Sistemas Comunita-
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rios de Agua y Saneamiento: positivización de la éti-
ca hídrica", Alberto Rojas escribe sobre los derechos 
humanos y su relación con la dignidad humana, para 
enmarcar la necesidad de reconocer a las organiza-
ciones sociales del agua que autogestionan el agua 
en las comunidades o en las rancherías dispersas 
que experimentan varios países de la región. Desde 
este enfoque, plantea la Ley Modelo de Sistemas Co-
munitarios de Agua y Saneamiento, la cual fue pre-
sentada en el Parlatino, y nos invita a mirar esta ley 
como un medio más que como un fin para lograr 
el fortalecimiento institucional de estos sistemas, 
mediante el reconocimiento de las normas, formas 
de organización e instituciones indígenas relaciona-
das con la gestión del agua en sus territorios, lo que 
puede abonar a la construcción de la justicia hídrica. 

El caso "Valles Centrales de Oaxaca. Formas de ges-
tión que modifican las relaciones sociedad-Estado", 
es un segundo caso de estudio en el cual Carolina 
Escobar pone de manifiesto cómo, desde los espa-
cios locales, se están generando transformaciones 
respecto al manejo del agua. Desde un concepto 
que la autora denomina ética hídrica en acción 
construye un capítulo en el que nos muestra dos 
asuntos que: 1) desde el entendimiento del territorio 
y del agua, comprendidos como bienes comunes, se 
encuentra una ética hídrica que conecta aspectos 
comunitarios y que orienta el curso de acción de las 
decisiones colectivas; y 2) cómo el gobierno federal, 
en una búsqueda de escuchar y reconocer las injus-
ticias hídricas que han vivido las comunidades de los 
valles centrales de Oaxaca, publica un decreto para 
reconocer su autonomía para administrar, controlar 
y recuperar el agua de sus territorios.

En el capítulo "La presa el Zapotillo, una mirada des-
de la justicia", se parte de un análisis de justicia, des-
plazamientos forzados y conflictos sociales en torno a 
la construcción de presas para hacer notar que ante 
conflictos “intratables”, las negociaciones y los acuer-
dos sobre valores éticos, así como la apertura al diá-
logo, promovido por el gobierno, ayudan a desten-
sar los conflictos y posibilitan el cambio. Desde esta 
perspectiva, se argumenta que la toma de decisio-
nes debe partir de una ética integradora, reconocien-
do los diversos conjuntos de interés, entre ellos, de 
los más afectados, lo cual implica también reconocer 
la historia de los problemas y entenderlos como una 
resonancia o un reflejo de los marcos de gestión que 

han llevado a injusticias estructurales.

En el capítulo “La calidad del agua: un eje clave de 
la política ambiental por la vida”, Adrián Pedrozo nos 
muestra la necesidad de incorporar la ética en las 
decisiones relacionadas con la salud y el agua, sobre 
todo, en lo relacionado a la calidad del agua en ríos y 
acuíferos, por lo que acciones como la actualización 
de la norma mexicana NOM001-SEMARNAT-2021, 
que regula los límites máximos permisibles en des-
cargas de aguas residuales a los cuerpos de agua, se 
basan en el bienestar general de la población en la 
salud y en la protección del agua.

Esperamos que el libro proporcione ejemplos de 
cómo la ética puede coadyuvar a una nueva forma 
de gobernar al elemento más importante de la vida y 
cómo nos permite también reducir las asimetrías so-
ciales y económicas para la construcción de un mejor 
país. Esperamos, asimismo, detonar una reflexión crí-
tica sobre las decisiones relacionadas al agua y plan-
tear la necesidad de la ética en todos los ámbitos de 
la vida, pues no hacerlo no nos exime de responsabi-
lidad ante las injusticias, ya que “la responsabilidad 
llega hasta donde llega nuestro poder”.

Adrián Pedrozo Acuña 
y Juana Amalia Salgado López
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 Los nuevos paradigmas para pensar al agua y los conflictos hídricos 

 
LOS NUEVOS PARADIGMAS PARA PENSAR 
AL AGUA Y LOS CONFLICTOS HÍDRICOS 

La crisis ambiental que enfrentamos como humanidad se ha hecho evi-
dente con la presencia de la pandemia COVID-19. Si esto no fuera sufi-
ciente, el 29 de julio de 2021, quedó registrado como el día en el que ago-
tamos los recursos naturales que el planeta provee para un año de forma 
natural, lo que significa que el resto del año viviremos a expensas de la 
sobreexplotación del planeta y de las generaciones futuras.

Por esta razón, se requiere de nuevos enfoques más holísticos, que permitan 
hacer un uso sustentable del agua y considerar las necesidades del planeta. Es 
posible guiar esta evolución y utilizar al agua como elemento clave para cerrar 
brechas de desigualdad social y permitir un desarrollo económico equitativo. A 
pesar de estas evidencias, la vasta mayoría de la gestión del agua en el planeta 
continúa siendo dominada por marcos de trabajo tecnocráticos que recaen prin-
cipalmente en las disciplinas asociadas con la ingeniería hidráulica y la economía. 
Si bien estas aproximaciones funcionan dentro de una visión de corto plazo, está 
demostrado que por lo general producen consecuencias no previstas en el largo 
plazo (Di Baldassarre et al., 2015). 

Por esta razón, en los últimos años, la comunidad científica ha impulsado cada 
vez más la idea de trabajar de manera multidisciplinaria para una mejor toma 
de decisiones en el sector hídrico. Por ejemplo, los aspectos físicos del ciclo hidro-
lógico dominaron la mayor parte de la investigación en hidrología en la última 
mitad del siglo XX. Posteriormente, a principios de este siglo, la investigación de 
frontera se enfocó hacia el estudio de los aspectos biofísicos y biogeoquímicos 
del ciclo hidrológico. Probablemente este fue el primer ejemplo de colaboración 
multidisciplinaria, en el que dos ciencias tradicionalmente separadas —la hidro-
logía y la ecología— dieron luz a lo que se conoce actualmente como ecohidrolo-
gía (Rodríguez-Iturbe, 2000).

Si bien el involucramiento de nuevas ciencias y disciplinas en el estudio del ciclo 
hidrológico ha sido notable en las últimas dos décadas, en este mismo lapso de 
tiempo los problemas hídricos se han vuelto más complejos, debido a la veloci-
dad a la que el ser humano está modificando las diferentes interfaces del ciclo 
hidrológico (Wagener et al., 2010), y sus consecuencias van desde la escala global 
hasta el ámbito local.

Esta nueva complejidad se sincroniza con un cambio gradual en los valores y 
preferencias de la sociedad, y se ha visto reflejada en grandes proyectos de in-
fraestructura hídrica o en concesiones a grandes usuarios de agua. Por ejem-
plo, durante el siglo pasado, los grandes proyectos, como los hidroeléctricos o los 
agroindustriales, tenían un solo objetivo: asegurar el abastecimiento de agua con 
la suficiente cantidad y calidad para garantizar la operación del proyecto. Sin em-
bargo, a nivel global, otros objetivos, como los ecológicos y sociales, se fueron 
incorporando poco a poco (Gleick, 2000) y surgió la necesidad de extender los 
horizontes en la planeación y gestión de dichos proyectos hacia el largo plazo 
(Loucks, 2000). Más recientemente, ejemplos reales sobre la descentralización de 
las políticas hídricas y la respectiva toma de decisiones que otorgan mayor peso 

1



4 
ÉTICA HÍDRICA: UNA NUEVA ORIENTACIÓN PARA LAS DECISIONES RELATIVAS AL AGUA

a la participación comunitaria han dado lugar a nue-
vos modelos de gobernanza hídrica (Carr et al., 2012).

Las interacciones entre la sociedad y el agua han 
existido desde la antigüedad (Dunning et al., 2012); 
no obstante, estas han evolucionado a lo largo de los 
siglos y han ocasionado fenómenos emergentes de 
tipo sociohidrológico, los cuales han sido clasificados 
de acuerdo con las preferencias y objetivos que la so-
ciedad valora más. 

En este sentido, especialistas agrupados en la 
Asociación Internacional de Ciencias Hidrológicas 
(IAHS, por sus siglas en inglés) han generado un nue-
vo marco de trabajo denominado Sociohidrología, 
cuyo propósito es entender las interacciones y retro-
alimentación que se dan entre los seres humanos y el 
ciclo natural del agua, considerando los procesos so-
ciales, naturales y las intervenciones técnicas para su 
manejo (Sivapalan et al., 2014). Esto necesariamente 
incluye el involucramiento de las ciencias sociales, 
para dar lugar a la heterogeneidad social, las rela-
ciones asimétricas de poder, la confianza, la cultura 
y los sesgos cognitivos, que influyen fuertemente 
en la forma en que las personas alteran, adaptan y 
modifican los regímenes hidrológicos naturales (Di 
Baldassarre et al., 2015, Pande y Savenije, 2016). Por 
esta razón, se requiere el desarrollo de métodos que 
permitan explicar los fenómenos emergentes que se 
producen por la interacción entre agua y sociedad. 

Una encuesta reciente de la IAHS, identificó que los 
puntos críticos del agua a nivel planetario, resultan 
de omisiones o falta de entendimiento por parte de 
los especialistas, al no incorporar en las decisiones en 
torno al agua perspectivas más amplias como son la 
socio-cultural, la cual está directamente relacionada 
la equidad y la justicia. Lo anterior señala de mane-
ra evidente que la crisis global del agua es una crisis 
de gobernanza y por lo tanto de naturaleza política, 
económica y cultural (Castro, 2007). Esta nueva disci-
plina, la Sociohidrología, surge como una alternativa 
para extender el paradigma de la gestión integra-
da de los recursos hídricos, a fin de que sea posible 
comprender fenómenos emergentes que dan lugar 
a consecuencias no anticipadas de decisiones hídri-
cas (Pande y Sivapalan, 2017).
 
Por otro lado, desde el campo de conocimiento de 
la ecología política surge también la necesidad de 
reconocer que la presencia del hombre modifica el 
ciclo hidrológico natural, en particular, la calidad y 

cantidad del agua, lo que repercute sobre la salud de 
la biodiversidad y los sistemas acuáticos. Esta idea 
denominada metabolismo sociohídrico, parte de la 
conexión metabólica que existe entre seres huma-
nos y naturaleza, hoy día evidente por la presencia de 
la pandemia COVID-19. Este enfoque utiliza al siste-
ma de producción como eje de la interacción entre 
los seres humanos y la naturaleza (Leff, 2003; Toledo, 
2013; Martínez Alier, 2015), analiza y explica las en-
tradas de energía, los flujos internos y las salidas de 
agua de un sistema por medio de cinco etapas: la 
apropiación, la transformación, la circulación, el con-
sumo y la excreción, para ello se vale de dos dimen-
siones: 1) una dimensión material y visible y 2) otra 
inmaterial o invisible (Toledo, 2013).
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En temas de agua, la dimensión invisible de la apropiación se observa en la re-
lación que los seres humanos y sus actividades económicas guardan con este 
elemento, al considerarlo un recurso material para ser dominado y controlado 
técnicamente, soslayando su valor cultural. Esta visión que resulta de un mode-
lo económico que solo considera el beneficio en dinero generado, sin tomar en 
cuenta los límites planetarios naturales. Igualmente, el nivel de consumo actual 
de la sociedad, dominado por el despilfarro y el desecho hace evidente esta fal-
ta de conexión con el mundo natural que nos sostiene. En esta lógica, hay una 
degradación de la calidad del agua por nuestras actividades, que además incre-
menta la sobreexplotación de ríos y acuíferos. Es importante reconocer que esta 
afectación en la calidad del agua por nuestras actividades económicas tiene un 
efecto directo sobre nuestra salud y la de nuestros hijos. El metabolismo socio-
hídrico invita a establecer una nueva forma de relacionarnos con el agua, pues 
un sistema sano reconoce el límite del caudal ecológico y conlleva un sistema de 
tratamiento de aguas residuales que permita la reutilización del agua. De esta 
manera, se reconocen los límites o fronteras planetarias relacionadas con el agua 
y su transformación. 

Las urgencias provocadas por los extremos climáticos y el creciente clamor so-
cial por decisiones más incluyentes y democráticas han dado lugar a estos nue-
vos paradigmas para pensar las decisiones en torno al agua, desde disciplinas 
como la hidrología y la ciencia política. Todas convergen hacia la evolución de 
un marco de trabajo que permita cumplir con los objetivos y metas de desarro-
llo sostenible, definidas por Naciones Unidas. Estos nuevos paradigmas se dan 
como resultado de las problemáticas más apremiantes que la humanidad en-
frenta en términos de sustentabilidad: conflictos por el agua entre usuarios (y a 
veces entre naciones); dependencia alimentaria (pero también estrés hídrico en 
ciertas zonas agrícolas); apropiación hídrica por parte de las élites (a costa de la 
inseguridad hídrica para el resto de los usuarios, incluyendo a los ecosistemas); 
trasvases hídricos a gran escala, y expansión de la frontera agrícola provocada 
(paradoja de eficiencia).

El origen de los conflictos por el agua

En todo el mundo, el acceso al agua superficial y subterránea se ha convertido 
en una posible fuente de conflictos sociales. Esto se debe al incremento en la 
escasez del fluido, que se da por cambios en la disponibilidad, o por un deterioro 
de su calidad, resultado de actividades humanas que la vuelven inutilizable. De 
igual manera, existen ejemplos que evidencian una visión parcial o incompleta 
en la forma en la que se diseñan soluciones de infraestructura bajo una óptica 
técnica y unidisciplinaria. Tal es el caso de los cientos de presas construidas en 
la cuenca del mar de Aral, en la frontera entre Uzbekistán y Kazajstán, a fin de 
regar zonas agrícolas para la producción de algodón y que han redundado en el 
desecamiento de uno de los mares interiores más grandes del mundo, afectando 
la calidad y disponibilidad del agua en el ámbito local. Por otro lado, las inunda-
ciones causadas por los grandes embalses construidos en el siglo pasado han 
generado en todo el planeta conflictos sociales documentados por el desplaza-
miento de las comunidades fuera de sus hogares o de las tierras que utilizaban 
para su sustento (Jongerden et al., 2010). Es evidente que estos conflictos afec-
tan de manera negativa a las personas en lo local, en sus propósitos culturales y  
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también en los objetivos económicos que acompañan la aparente justificación 
de la construcción de este tipo de infraestructuras (Hommes et al., 2016).

La utilización, movimiento y contaminación del agua resultan en disputas seve-
ras que a menudo involucran el uso del poder (de manera asimétrica) e implican 
varios procesos de resolución de conflictos que emplean la ley, la regulación, los 
acuerdos colaborativos voluntarios o los litigios legales entre las partes, y que tie-
nen como objetivo el deseo de los protagonistas por acceder a soluciones que 
resuelvan los intereses divergentes entre ellos. Las disputas por el agua tienen 
diversas causas; sin embargo, existen documentadas tres actividades distintas 
que generan los mayores conflictos:

1.	 	Trasvases- transferencias de agua de una cuenca a otra.

2.	 	Sobreexplotación- utilización de un volumen de agua mayor al que se 
	 recarga de manera natural.

3.	 	Degradación- disminución de la calidad del agua por medio de la con- 
	 taminación, canalización de los ríos, su represamiento y otras alteracio- 
	 nes, reduciendo su salud ambiental.

Paradójicamente, estas prácticas se han presentado en todo el mundo, porque 
los marcos jurídicos que definen la manera en que se toman las decisiones rela-
tivas al agua promueven su sobreexplotación y degradación. Tal como sucedió 
hace cien años en el río Colorado, EUA, donde a través del ejercicio de una de-
cisión política se ignoró la evidencia científica que indicaba un menor volumen 
de agua al que se había repartido en papel entre los involucrados. Esto abrió de 
forma inmediata la puerta del sobreconcesionamiento de las aguas superficiales 
del río. Hoy, con los impactos del cambio climático y el incremento en la deman-
da de agua en la zona por el crecimiento poblacional, está en riesgo la seguridad 
hídrica de la zona, al mismo tiempo que se recrudece la competencia por el agua 
en la región (Summit, 2012). De esta manera, decisiones incompletas o sin tomar 
en cuenta el mejor conocimiento disponible al momento, trascienden tempo-
ralmente, y su legado persiste en la forma de impactos irreversibles en el medio 
ambiente y el bienestar social y económico de regiones enteras.

Lo mismo ocurre con los almacenamientos de agua subterráneos o acuíferos, 
los cuales una vez agotados no es fácil recuperarlos. Así sucede con los sistemas 
acuíferos del Medio Oriente, de los que la industria agrícola intensiva ha extraído 
grandes volúmenes de agua a un ritmo mucho mayor del que naturalmente se 
regenera, dejando sin posibilidad de recuperarse a estos sistemas (Joodaki et al., 
2014). Por si esto fuera poco, hemos recurrido a las tres prácticas antes señala-
das, que por lo general imponen otro tipo de daños para compensar los efectos 
de las actividades poco sostenibles ambientalmente.

Trasvases

Mover agua a lo largo de grandes distancias para complementar un suministro 
insuficiente es una medida que se utiliza en diversas regiones del planeta, inclu-
so entre países. Dentro de los proyectos más grandes y recientes que existen se 
encuentra el del acueducto Sur-Norte de China, el cual se produjo como resulta-
do del agotamiento de los acuíferos en el norte del país. El progreso y crecimiento 
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de Beijing dio lugar a un incremento acelerado en la 
demanda de agua para diversos usos, lo que ocasio-
nó una tasa de abatimiento de 5 m por año en el ni-
vel freático. Estimaciones del Banco Mundial indican 
que para el año 2045, los acuíferos habrán sido to-
talmente agotados. En virtud de que estos sistemas 
proveen el 60 % del abasto de agua para 200 millo-
nes de personas en la región —en las provincias de 
Hebei, Henan y Shandong, y las ciudades de Tianjin 
y Beijing— su importancia estratégica para el futuro 
de China es evidente (Wong, 2007). Bajo esta lógica 
se impulsó desde la época de Mao el proyecto Sur-
Norte, con un costo de 62 mil millones de dólares, 
diseñado para transferir agua (50,000 millones de 
m³) por medio de tres canales del río Yangtzé en el 
sur, hacia la cuenca del río Amarillo en el norte, usan-
do para ello infraestructura hidráulica como canales 
y acueductos en beneficio de las ciudades y la in-
dustria. Los promotores del proyecto argumentaron 
como ventajas claras del mismo la mitigación de los 
conflictos de competencia por el agua entre usua-
rios, la reducción de la sobreexplotación de acuíferos 
y la posibilidad de cumplir con las demandas agríco-
las, minimizando sus riesgos.

Conforme se han completado diversas etapas del 
proyecto, el gobierno ha tenido que reconocer que 
la calidad del agua en la zona del proyecto está em-
peorando debido a la contaminación del escurri-
miento por actividades industriales y agrícolas inten-
sivas. Además, se han registrado también conflictos 
sociales, pues se estima que 180,000 personas fue-
ron desplazadas dentro de la provincia de Hubei y 
150,000 en la de Henan, lo que ha dado como resul-
tado un cuestionamiento claro sobre los beneficios 
diferenciados que produjo este proyecto entre los 
diversos actores (Chen, 2015). Este caso demuestra 
claramente tres lecciones que merecen ser rescata-
das. Primero, las presiones de desarrollo económico 
ejercen una gran influencia sobre la generación de 
propuestas para transferir agua entre cuencas, apro-
vechando un sentimiento de crisis y urgencia que 
facilitan su ejecución. Estos intereses económicos, 
junto con la visión ingenieril de que las grandes 
obras de infraestructura todo lo pueden, fomenta-
ron el uso —y quizá abuso— de estas aproximacio-
nes. Segundo, los procesos que definen la forma en 
que se conciben estos proyectos son jerárquicos, y 
no incorporan la participación ciudadana. Lo ante-
rior es evidente, ya que por lo general fallan en incluir 
una visión sobre los problemas de equidad social y 
justicia ambiental relacionados con estos proyectos. 

Tercero, cuando las consecuencias potencialmente 
adversas son aparentes, surgen demandas para in-
cluir alternativas en la toma de decisiones.

Sobreexplotación

En este caso, una vez más, bajo el amparo del desa-
rrollo económico, se registra globalmente un exceso 
en la extracción de agua a una tasa mucho más rápi-
da de la que ésta se repone de forma natural en los 
acuíferos.  En parte, esto se debe a la incertidumbre 
del cálculo de los volúmenes disponibles bajo tierra 
y a la insuficiente información por falta de redes de 
monitoreo adecuadas. Así, la falta de rigor técnico en 
el cálculo de los balances hídricos y la poca vigilancia 
de las extracciones fomentan un uso no sostenible 
y poco transparente del agua, generando conflictos 
en todo el mundo. Esto deja a las economías depen-
dientes del agua subterránea ampliamente expues-
tas a la generación de problemas, tal y como se vivió 
en la India durante el año 2003, cuando en el estado 
de Kerala y en las comunidades rurales de Pudussery 
y Perumatty se revocaron las concesiones de agua 
de empresas refresqueras trasnacionales, como re-
sultado de las quejas ciudadanas respecto al agota-
miento de sus acuíferos (Rai, 2003). En estos casos, 
las lecciones aprendidas indican que la preocupa-
ción organizada de los ciudadanos no es tomada en 
cuenta por la falta de capacidad de los estados para 
estimar volúmenes disponibles, y medir y restringir 
las extracciones de agua que resultan de las activida-
des económicas. Existe además una documentada 
falta de consenso entre los diferentes niveles de go-
bierno que obstaculiza los esfuerzos para evitar la so-
breexplotación. Finalmente, es necesario reconocer 
que las grandes empresas trasnacionales pueden te-
ner efectos positivos o negativos en estos conflictos, 
por lo que es vital establecer una ética común sobre 
el agua entre ciudadanos, la industria y el gobierno 
que se apoye en la evidencia científica y en la trans-
parencia de la información. Esto permitirá construir 
lazos de confianza para fomentar la economía, sin 
descuidar a los ciudadanos en el ámbito local.

Degradación

Este fenómeno se presenta cuando se reduce la ca-
pacidad de los cuerpos de agua (lagos, embalses, 
ríos, corrientes o acuíferos) para mantener las fun-
ciones proveedoras de vida dentro de ellos mismos. 
Esta condición puede darse por la introducción de 
sustancias químicas, calor o radiación. También se 
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puede generar por la infestación de plantas invasoras que afectan la biodiversi-
dad, o como resultado de la construcción de presas o bordos que impiden, alte-
ran u obstruyen el flujo natural de los ríos. En muchos países en vías de desarrollo, 
la construcción de presas ha sido apreciada como un detonador de desarrollo 
económico, lo que limitó en el pasado su valoración como posibles fuentes de 
degradación de la calidad del agua, como ocurrió en el caso citado del mar de 
Aral durante los años sesenta, cuando una decisión política para alcanzar la au-
tosuficiencia alimentaria ignoró el posible daño ecológico irreversible de dese-
camiento del cuerpo de agua.

Los conflictos por el agua comparten muchas características en común. Por lo 
general surgen de un ejercicio centralizado del poder, que de una u otra forma da 
lugar a resultados ambientales y sociales que afectan a los ciudadanos de alguna 
región, imponiendo compromisos de tiempo, dinero y otros recursos, lo que oca-
siona lugar a disputas severas.

La irreversibilidad puede tomar la forma de comunidades desplazadas, agota-
miento de los acuíferos o degradación de los cuerpos de agua que afectan de 
forma directa a la salud de los habitantes. Lo paradójico es que estas consecuen-
cias surgen de un razonamiento que utiliza como argumento teórico la mejora 
de la economía de comunidades y naciones enteras. Irónicamente, solo quedan 
los impactos adversos para la sociedad y el medio ambiente, que son muy difíci-
les de corregir.

Actualmente existen en el mundo innovaciones tecnológicas que permiten ata-
car estos problemas, como la reutilización de aguas residuales, los tratamientos 
con membranas o el riego por goteo acompañado de un uso inteligente y am-
bientalmente responsable de fertilizantes y nutrientes. Sin embargo, es impor-
tante mencionar que el éxito de su implementación será posible únicamente 
si se utiliza el mejor conocimiento disponible en el mundo acompañado de un 
ejercicio ético y honesto de las autoridades, la sociedad y la industria.
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¿POR QUÉ NECESITAMOS 
DE LA ÉTICA EN LAS 
DECISIONES RELATIVAS 
AL AGUA?

El concepto de ética en asuntos ambientales 
surge en 1949 de la pluma del conservacionista 
Aldo Leopold en su ensayo "La ética de la Tie-
rra", en el que hizo un llamado a la responsabi-
lidad moral que, como especie, tenemos con el 
mundo natural.

El corazón de esta idea es muy simple: se trata del 
cuidado de nuestros semejantes, del territorio que 
habitamos y del fortalecimiento de nuestra relación 
con la naturaleza. La ética, entonces, está cimentada 
en nuestros valores, y es una brújula que indica lo co-
rrecto y lo incorrecto. Esta se demuestra por la mane-
ra en que vivimos. Por ejemplo, cuando una persona 
cuida de otra, sus acciones transmiten esa atención 
y cuidado y, a través de ese ejemplo, motivan la reci-
procidad en beneficio de toda la comunidad.

Aldo Leopold pensaba que la ética refleja nuestra ca-
pacidad para adoptar diferentes valores, y que sur-
ge en función de la relación que tenemos con algo 
cuando lo vemos, lo entendemos, lo sentimos y lo 
apreciamos. A partir de este razonamiento, observó 
la necesidad de crear una relación ética con la na-
turaleza, argumentando que tenemos la capacidad 
de establecer una relación sostenible con el mundo 
natural. Esta alternativa es apreciada hoy en el mun-
do como una posible ruta para el desarrollo de un 
discurso ético sobre nuestra responsabilidad con la 
naturaleza, las personas y las generaciones futuras.

Al dar énfasis a la ética (el arte y ciencia de decidir 
qué acción tomar a la luz de nuestros valores) pode-
mos utilizar una aproximación sistematizada para 
administrar el agua en formas que maximicen los be-
neficios para todos: sociedad, industria, agricultores, 
grupos vulnerables, comunidades indígenas y natu-
raleza. Una aproximación a las decisiones del agua 
orientada por la ética nos ayuda a aclarar qué es lo 
que está verdaderamente en juego en los proyectos 
que se proponen en un territorio dado; por ejemplo, 
la autorización de pozos para el fracturamiento hi-
dráulico o de la construcción de bordos o canales y la 
definición de las medidas que se deben tomar para 
aliviar sus impactos.

2
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Los expertos en agua dieron un paso significativo 
hacia la integración de las normas sociales en las 
políticas hídricas globales al formular el Acuerdo de 
Dublín sobre Agua y Desarrollo Sostenible en prepa-
ración para la Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre Desarrollo Sostenible que tuvo lugar en Río de 
Janeiro, Brasil, en 1992. Entre los cuatro principios 
fundamentales que se plantearon estaban las reco-
mendaciones sobre la inclusión de la participación 
de la sociedad en las decisiones. Los principios de 
Dublín incluían también un compromiso de género 
para el empoderamiento de la mujer, que se debía de 
atender a través de la promoción de la participación 
de mujeres en todos los niveles de los programas de 
recursos hídricos. En 2010, esta evolución siguió su 
camino cuando, durante la Asamblea General de las 
Naciones Unidas, se reconocieron como fundamen-
tales los derechos humanos al agua y al saneamiento.

Otro principio importante, que emergió del discurso 
de la sostenibilidad, fue el concepto de flujo ambien-
tal o caudal ecológico, necesario para mantener la sa-
lud ambiental de los ríos. Diversos países adoptaron 
políticas públicas para promover estos flujos, pero su 
implementación ha resultado ser complicada y la sa-
lud de los ríos en todo el mundo continúa en declive.

Tanto en el Acuerdo de Dublín como en la Conferencia 
de las Naciones Unidas sobre Desarrollo Sostenible 
se dio entrada al concepto de Gestión Integrada de 
los Recursos Hídricos (GIRH), que surgió de las confe-
rencias técnicas en los setentas y ochentas. Este con-
cepto integra la planeación y la toma de decisiones 
considerando todos los usos en competencia desde 
una perspectiva hidrológica. Por ejemplo, la decisión 
sobre cuánta agua se debe otorgar a un proyecto 
nuevo de irrigación debería considerar los otros usos 
en competencia por este volumen de agua, como 
son los de la industria, las personas y la naturaleza. 
Esta aproximación resultó ser muy atractiva en vir-
tud de su lógica intuitiva y su capacidad para añadir 
detalles relacionados con los contextos locales.

Los creadores de la GIRH reconocieron la competen-
cia que existe territorialmente entre los diferentes 
usuarios por un volumen de agua limitado. Lo ante-
rior les permitió encontrar sinergias y soluciones por 
medio de la integración de demandas en competen-
cia. Los administradores del agua podían ahorrar vo-
lúmenes a través del reciclado o la reutilización del 
agua. Por ejemplo, podían tratar las aguas residuales 
de las ciudades y utilizarlas para usos no consuntivos, 

como el enfriamiento de plantas de energía, antes de 
regresarla a los ríos para dar soporte al medio am-
biente y utilizar aguas abajo para la agricultura de rie-
go u otras industrias.

Sin lugar a dudas, este marco de trabajo permitió 
avanzar en el crecimiento económico global. Sin em-
bargo, es necesario reflexionar sobre su agotamiento 
y revisarlo para dar paso a su transformación. Pensar 
dentro de este marco fijo e inflexible, diseñado bajo 
una óptica exclusivamente técnica (GIRH), es lo que 
nos tiene atrapados en un gran número de conflictos 
hídricos en todo el mundo, muy relacionados con la 
sobreexplotación y el deterioro de la calidad del agua.

Hasta hace unos meses vivíamos en una economía 
global que utiliza el agua como un elemento esen-
cial, pero visto como un recurso más que podía ser 
extraído a velocidades mucho mayores a las que se 
renueva de forma natural. La pandemia que vivimos 
hoy pone de manifiesto la necesidad de transformar 
este paradigma. Como el planeta, nuestro pensa-
miento requiere evolucionar de una visión extracti-
vista hacia una que considere nuestro vínculo con el 
agua y la naturaleza. Justamente, el uso de la ética 
en la gestación de esta nueva forma de pensamiento 
nos ofrece un ancla sobre la cual es posible esbozar 
una nueva forma de crear bienestar para todos: so-
ciedad, industria y gobierno.

El beneficio más importante de incorporar la ética 
en las decisiones relacionadas con el agua es que de-
tona nuestra imaginación. Quizá parezca poco rea-
lista querer incorporar la imaginación en la gestión 
de los recursos hídricos, pero tal vez sea eso lo que se 
requiera en todas las disciplinas relacionadas con el 
agua. El uso de la imaginación y el ingenio, motiva-
do por la ética, es lo que nos puede abrir la puerta a 
las soluciones creativas de los retos globales que hoy 
enfrentamos.

La ética nos permite revisar lo construido concep-
tual e institucionalmente en el pasado para recono-
cer lo correcto, donde exista, y aprovecharlo, e iden-
tificar lo que no funcionó y corregirlo en beneficio 
de todos. Podemos tener las mejores disciplinas y 
herramientas para nuestro quehacer, pero requeri-
mos de la ética para guiar nuestras decisiones hacia 
el beneficio de todos, con particular atención en los 
más vulnerables. La ética es una llave para construir 
acuerdos a pesar de las diferencias; para conducir la 
evolución que, de cualquier manera, se está dando. 
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Es el momento de percatarnos de que todos vamos en el mismo barco y, para 
bien del planeta y del agua, más nos vale construir acuerdos que nos lleven a 
buen puerto.

La ética en el uso agrícola del agua 

Difícilmente podemos cuestionar desde un punto de vista ético el uso del agua 
para la agricultura, dado que este sector produce los alimentos que nos sirven 
para vivir. Un dato comúnmente referenciado es que se utiliza la mayor cantidad 
de agua en el planeta en la producción de alimentos. Ahora bien, de acuerdo con 
la Organización de Alimentos y Agricultura de las Naciones Unidas (FAO, por sus 
siglas en inglés), el 20 % de las tierras agrícolas que están bajo sistemas de irri-
gación producen de manera global el 40 % de los alimentos que consumimos, 
mientras que el restante 60 % de producción se genera por medio de la agricul-
tura de temporal (FAO, 2021). 

Ahora bien, revisando con mayor detalle los consumos de agua en el sector agrí-
cola, encontramos que los sistemas de riego concentran cerca del 70 % del agua 
global. Esto indica que utilizamos 70 % del agua para producir 40 % de los ali-
mentos. O lo que es lo mismo, la agricultura que depende de las condiciones 
climáticas dadas por la naturaleza (ej. agricultura de temporal) se encarga de 
producir la mayor parte de los alimentos de los que todos dependemos. Esta 
comparación deja a la luz una lección muy importante, en lugar de fomentar 
prácticas de producción de alimentos en zonas naturalmente áridas, es proba-
ble que como sociedad estaríamos mejor si destináramos nuestros esfuerzos de 
producción agrícola a aquellas zonas donde hay condiciones de lluvia adecuadas 
(Davis et al., 2017).

Sin embargo, durante los últimos años la discusión sobre el agua en la agricultu-
ra ha estado ampliamente dominada por la eficiencia de los sistemas de riego. 
Las cifras de uso de agua y producción dentro del sector agrícola, nos señalan un 
claro cuestionamiento sobre la conveniencia de este debate. Enmarcar la discu-
sión exclusivamente desde este ángulo, puede resultar en que algo equivocado 
se haga de una manera más eficiente. Existen muchos ejemplos en el mundo 
que respaldan esta afirmación: la producción a gran escala de almendras y alfalfa 
en el valle central de California, de aguacates en Chile, de espárragos en Perú, de 
ejotes en Egipto o de alfalfa en zonas áridas de México. A pesar de su gran de-
manda de agua, todos estos cultivos crecen en zonas del planeta con altos niveles 
de escasez hídrica y su destino final es la exportación. La documentada sobreex-
plotación de acuíferos en estas regiones nos indica la necesidad de cuestionar la 
bondad de estas prácticas.

Desde hace décadas, la eficiencia en el uso del agua se ha reconocido como 
uno de los más importantes retos a escala global. Sin embargo, diversos inves-
tigadores señalan que el discurso de la eficiencia es producto de una menta-
lidad neoliberal que fija sus objetivos en una mayor producción, descuidando 
objetivos relativos a la conservación ambiental y a la sustentabilidad del planeta 
(Boelens et al., 2010).

Antes de entrar en esta discusión, quizá valga la pena revisar lo que ha ocurrido 
en todo el mundo y reconocer que existen limitaciones prácticas asociadas al 
mejoramiento de la eficiencia en el uso de cualquier elemento natural. En el caso 
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de la agricultura existen limitaciones inherentes rela-
cionadas con la transpiración de las plantas y cultivos 
para su crecimiento. En el último siglo se tiene regis-
trado un incremento continuo en el consumo global 
de agua, y se proyecta que siga en aumento en las 
próximas décadas (FAO, 2011; Molden, 2007).

El énfasis global sobre la eficiencia en el uso del agua 
nos ha hecho abrir la conversación sobre la utiliza-
ción de menos agua por unidad de producción. De 
ahí que se haya generado la frase “mayor cosecha 
por gota de agua”. Si bien esta frase suena atractiva, 
nos hace olvidar que, al final de cuentas, es el total 
del consumo de agua lo que determina el impacto 
sobre el ambiente. Existen muchos lugares en el pla-
neta donde el agua se usa de una manera muy eficien-
te, con muy buenos resultados respecto a lo cose-
chado por gota de agua utilizada, pero que al mismo 
tiempo se encuentran en zonas donde los acuíferos 
y ríos están siendo sobreexplotados. El impacto total 
de la producción sobre el agua depende de dos fac-
tores: el uso de agua por unidad de producción y la 
producción total.

En todos lados vemos compañías que son capa-
ces de reducir el volumen de consumo de agua por 
unidad de producción, pero el volumen total de la 
producción crece mucho más rápido, de tal manera 
que la huella hídrica total de la cuenca resulta más 
grande. Por lo tanto, es tan importante considerar 
la producción total de bienes y cultivos altamente 
demandantes de agua, así como evaluar el uso del 
agua por unidad de producción.

El propósito de incrementar la eficiencia (huella hí-
drica por unidad de producción) no es suficiente, de-
bemos aspirar también a reducir la huella hídrica to-
tal. El incremento en la eficiencia en el uso del agua 
es un medio para conseguir esta reducción, pero se 
requiere acoplar estas medidas con otras que limi-
ten el continuo crecimiento de la demanda. Algunas 
áreas a las que debemos poner particular atención 
son la demanda de carne, lácteos y bioenergía, que 
son multiplicadores de la demanda de agua en todo 
el mundo. 

Existen tres perspectivas para examinar el uso efi-
ciente del agua: 1) la producción, que atiende a la pre-
gunta de cómo producir un cierto bien o cultivo con 
menos agua; 2) la geográfica, que analiza en qué 
lugar es mejor producir ciertos cultivos desde un  

punto de vista hídrico para ahorrar agua, y 3) la del 
consumo, que se enfoca en el problema de la de-
manda y cuestiona qué es lo que se produce real-
mente y cómo algunas necesidades de los consumi-
dores se pueden satisfacer con menos agua.

La eficiencia y el efecto rebote 

Otro aspecto importante por el que hablar exclusi-
vamente de eficiencia es ineficaz es por el llamado 
efecto rebote. A partir de los estudios disponibles 
para el sector energético (Biswanger, 2001; Terry et 
al., 2009), se sabe la respuesta típica del mercado 
después de la adopción de nuevas técnicas que in-
crementan la eficiencia en el uso de cualquier ele-
mento (ej. el agua): ese ahorro es visto por los pro-
ductores como automáticamente disponible para 
generar más producción. De esta manera, la ganan-
cia ambiental obtenida por el ahorro de un elemen-
to se pierde en parte o completamente por una vi-
sión de generar más bienes o unidades de producto. 
Algunas veces, el consumo incluso aumenta como 
resultado del incremento en la eficiencia. Este caso 
específico del efecto rebote se conoce como parado-
ja de Jevons (Polimeni et al., 2008).

De hecho, existe suficiente evidencia de que el efec-
to rebote ocurre en el uso del agua a nivel mundial, 
particularmente en el caso de la agricultura (Ward 
y Pulido-Velázquez, 2008; Crase y O´Keefe, 2009; 
Scott et al., 2014; Berbel et al., 2015; Sears et al., 2018). 
Imaginemos esas vastas áreas del planeta en las que la 
tierra está lista para la producción, pero en las que no 
se tiene disponibilidad de agua. Si un agricultor que 
utiliza agua subterránea para el riego de sus tierras 
sabe que puede obtener el mismo rendimiento con 
menos agua, es muy probable que decida incremen-
tar la superficie de riego, incrementando, por lo tan-
to, su producción total a través del uso de técnicas 
de irrigación más eficientes con el mismo volumen 
de agua que ya utilizaba en un principio. Como sa-
bemos, y lo hemos visto en diversas zonas del país 
(ej. Guanajuato), lo anterior es más que probable; su-
cede, y se le denomina la paradoja del riego eficiente 
(Grafton et al., 2018). Por esta razón, en la discusión 
de la eficiencia en el uso de agua es necesario incor-
porar variables relacionadas con la sustentabilidad, 
la equidad y la justicia hídricas. Esta nueva perspec-
tiva social aunada a la eficiencia en el uso del agua 
permitirá evolucionar de un marco de trabajo pura-
mente tecnocrático a otro que tome en cuenta a la 
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sociedad como elemento fundamental para las decisiones, colocando la vida y 
las personas en el centro.

De esta forma podremos construir las avenidas que harán posible dirigir los be-
neficios de los ahorros de agua a todos los habitantes de una cuenca, al mismo 
tiempo que se evitarán impactos no deseados, como el acaparamiento de agua 
y la desigualdad económica. Por el bien de la vida y las generaciones futuras, es 
imperioso que hacia allá dirijamos nuestros esfuerzos.

La agricultura del siglo XXI

Por esta razón es necesario que las estrategias de reducción de uso de agua en 
la agricultura se encaminen, además de reducir el volumen de agua utilizado, a 
la implementación de mejores prácticas agrícolas para incrementar los rendi-
mientos de los cultivos por unidad de evapotranspiración, por ejemplo, mediante 
el uso de formas específicas de arado y abono de tierras (Jalota y Prohar, 1998; 
Nouri et al., 2019). Especialmente para pequeños productores, con quienes los 
rendimientos de los cultivos suelen ser muy bajos, no como resultado del clima o 
del suelo, sino más bien por el uso de prácticas agrícolas rudimentarias (Molden, 
2007).

Existe un sinnúmero de medidas que un agricultor puede implementar para me-
jorar sus rendimientos, desde la estructura del suelo y su fertilidad, hasta la selec-
ción de variedades de cultivos y patrones de siembra apropiados, lo cual requiere 
conocimiento detallado de la gestión agrícola y del contexto local. Por lo general 
no hay una solución única definitoria, sino que lo adecuado es la selección de una 
combinación de medidas para cada caso.

La estrategia, que como sociedad hemos seguido, para incrementar los rendi-
mientos agrícolas, reside en el uso de sistemas de riego predominantemente. 
Sin embargo, está visto que, si éstos no se diseñan y usan de forma adecuada, 
la evapotranspiración en los campos regados resulta mucho mayor que los ren-
dimientos, lo que se traduce en una menor productividad hídrica. En el caso del 
trigo, por ejemplo, el rendimiento promedio global para zonas de riego es un 
tercio más grande que el de las zonas de temporal (que dependen del agua de 
lluvia). Sin embargo, la huella hídrica por tonelada de trigo en zonas de riego es 
ligeramente mayor que en zonas de temporal. Aparentemente, el riego puede 
dar lugar a una menor productividad hídrica, algo que suena totalmente con-
traintuitivo. Normalmente, la lluvia es irregular, mientras que el riego se aplica 
a propósito cuando se considera necesario. ¿Cómo es posible, entonces, que la 
productividad hídrica sea mayor en zonas de temporal que en zonas de riego? La 
razón de esto es que, con gran frecuencia, el riego no se realiza de forma óptima 
desde el punto de vista del consumo de agua.

La eficiencia en el riego versus la eficiencia en el uso de agua

Con frecuencia existe confusión entre los términos de eficiencia en el riego y 
la eficiencia en el uso del agua. Esto lleva a pensar que la eficiencia en el uso 
del agua aumenta si mejora la eficiencia en el riego. Sin embargo, este no es 
necesariamente el caso. El término de ‘eficiencia en el riego’ se refiere al por-
centaje de agua extraída de un acuífero, río o lago que finalmente beneficiará 
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a un cultivo (transpirado por la planta) (Perry, 2007). 
Este se define como el cociente de la transpiración 
del agua azul entre la cantidad total de agua utiliza-
da en el riego (Zhuo y Hoekstra, 2017). Los ingenie-
ros enfocan sus esfuerzos en aumentar la eficiencia 
del riego mediante la reducción de las pérdidas de 
agua en los canales de riego. Las pérdidas ocurren 
durante el almacenamiento, transporte, distribución 
y aplicación de la lámina de riego. La eficiencia pro-
medio del sistema se define generalmente como la 
multiplicación de la eficiencia de conducción por la 
eficiencia de la aplicación de la lámina de riego. El 
primer término considera las pérdidas en todos los 
canales y conducciones hasta su aplicación en el 
campo, y el segundo, toma en cuenta la pérdida de 
agua posterior a la aplicación de la lámina de riego. 
En este sentido, la pérdida por conducción depende 
directamente de la longitud de los canales. Si los ca-
nales no están impermeabilizados, afecta el tipo de 
suelo y la permeabilidad de las márgenes, así como 
el estado físico de los canales y la temperatura de 
la región, que influye directamente en la evapora-
ción. Típicamente, la eficiencia de conducción varía 
de 60 a 95 %, si los canales se encuentran en muy 
buenas condiciones (Brouwer et al., 1989). Es nece-
sario mencionar que la falta de mantenimiento en 
esta infraestructura es capaz de reducir la eficiencia 
a la mitad. La eficiencia de aplicación en campo va-
ría desde el 60 % (riego por surcos) o 75 % (riego por 
aspersión), hasta el 90 % (riego por goteo). El prome-
dio de las eficiencias en los sistemas de riego varía 
entre el 20 y el 85 %, y en algunos casos puede ser 
hasta del 95 % si el agua es bombeada y distribuida 
a través de tuberías con un sistema optimizado de 
riego por goteo. De forma notable, el promedio glo-
bal de la eficiencia en el riego se estima en el orden 
del 35 % (Wallace y Gregory, 2002). Las pérdidas de 
agua entre la conducción y el aprovechamiento del 
agua por la planta o cultivo se refieren a la evapora-
ción no benéfica (que se presenta en los embalses, 
canales o en el campo mismo), la filtración (en cual-
quier etapa) y el escurrimiento en el extremo final de 
los campos de cultivo.

Es importante aclarar que no es lo mismo reducir las 
pérdidas en el riego que reducir la huella hídrica azul 
de la agricultura de riego (cantidad de agua utiliza-
da por unidad de cultivo). Dado que el concepto de 
huella hídrica azul se refiere a la evapotranspiración, 
la reducción de la pérdida en el sistema de riego es 
equivalente a la reducción de la huella hídrica azul 
solo si se refiere a la reducción de las pérdidas por 

evaporación. Los flujos de filtración y escurrimiento 
permanecen activos dentro de la cuenca y pueden 
ser reutilizados. Desde una perspectiva de cuen-
ca, estos flujos no son considerados como pérdida. 
La definición de 'pérdida’ que utilizan los ingenie-
ros que diseñan los sistemas de riego es diferente 
a la que utilizan los administradores de una cuenca, 
quienes están más preocupados por el uso consunti-
vo del agua (huella hídrica azul) dentro de la misma. 
El término ‘eficiencia en el uso de agua’ (o produc-
tividad hídrica) se refiere a la relación entre el ren-
dimiento de un cultivo y el consumo total de agua. 
En general, incrementar la eficiencia de un sistema 
de riego por medio de la reducción de las pérdidas 
no benéficas por evaporación ayuda a incrementar 
la eficiencia en el uso de agua. Sin embargo, incre-
mentar la eficiencia del riego a través de la reduc-
ción de las pérdidas de infiltración no tendrá el mis-
mo efecto.

A pesar de la importante diferencia entre eficiencia 
de riego y eficiencia en el uso del agua, las técnicas 
más eficientes de riego y las estrategias de aplica-
ción podrán también reducir considerablemente la 
huella hídrica azul. El uso de sistemas de riego por 
goteo, en lugar de sistemas de riego por aspersión 
o surcos, y el uso de agricultura de precisión para la 
aplicación de la lámina de riego tienen el potencial 
de reducir la evaporación sustancialmente, al mismo 
tiempo que se incrementan los rendimientos en los 
diferentes cultivos. Lo anterior, siempre y cuando 
los agricultores que logren una mejor eficiencia no 
quieran extender su superficie de cultivo.

Conclusiones

El uso del agua para producir los alimentos que como 
sociedad necesitamos es una necesidad básica que 
constituye un imperativo ético. El dilema estriba en 
definir cuánta agua debemos destinar para este pro-
pósito y qué tipo de producción favorecemos (riego o 
temporal). A lo largo de este capítulo ha sido evidente 
que hablar de producción de alimentos implica to-
mar decisiones relativas al agua. 

¿Cómo podemos determinar si estamos haciendo el 
mejor uso del agua destinada a una cuenca? Para 
ello tenemos que seleccionar el marco de referencia 
para evaluar todos los beneficios de la agricultura, 
incorporando un lente económico, social, cultural y 
ambiental. Es evidente que durante los últimos 30 
años la visión predominante se dejó en manos del 
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mercado, que refleja un limitado marco de trabajo dominado por las variables 
económicas y las presiones políticas. Esta visión nos ha dejado un sinnúmero 
de problemas transversales, por ejemplo, un acuífero contaminado con nitratos 
provenientes de la engorda de animales es un problema hídrico generado por la 
actividad pecuaria (Martin et al. 2018). No representa directamente un problema 
asociado a la agricultura, sino a los impactos de esta actividad económica. Su 
atención requiere la generación de políticas públicas y normatividad que regule 
el comportamiento de esta industria. Así es como las buenas prácticas agrícolas 
se vinculan con la gestión sustentable del agua. De esta forma, también, la ética 
hídrica se conecta con la ética en la actividad pecuaria. 

Si como sociedad damos un valor predominante al hecho de contar con agua 
limpia (superficial y subterránea), se prioriza al agua sobre las fuentes de conta-
minación. La ética en este caso funciona para la exploración de nuevas posibilida-
des para la construcción de acuerdos entre intereses divergentes. Lo importante 
consiste en identificar los valores comunes que son de interés para todos, por 
ejemplo, la protección de la calidad del agua de los acuíferos o el fortalecimiento 
de la identidad cultural local.

El resultado deseado, desde una perspectiva hídrica, es que el agua utilizada en 
la agricultura sea motor de desarrollo económico y bienestar social dentro de un 
territorio, sirviendo a más de un propósito económico. Lo más complicado es 
justamente incorporar nuevas dimensiones en el análisis, que representen los 
intereses de todos y que sean resultado de un proceso de negociación, diálogo 
y construcción de consensos. Incluso las decisiones definidas de forma vertical, 
requieren un consenso para su implementación. 

La exploración de la ética como motor de ese diálogo entre visiones contrastan-
tes y en competencia ofrece un ancla moral para identificar valores y construir 
acuerdos. Para países como el nuestro, esto es fundamental dada la gran des-
igualdad económica y disparidad social que existe entre los pequeños y grandes 
agricultores. Esto además incide en su capacidad para acceder a la tecnología 
que puede permitir ahorros de agua. 

Lo anterior requiere evolucionar a nuevos paradigmas de investigación en te-
mas de agua, que involucren además de una perspectiva interdisciplinaria en su  
acción, una interlocución directa con diversos actores en el territorio (ej. pueblos 
originarios, agricultores pequeños, industria), de tal suerte que todas las realida-
des sean visibles y consideradas en las decisiones. Esto permitirá co-construir el 
conocimiento necesario para distribuir de forma más equitativa, en lo local, los 
recursos naturales que todos tenemos derecho a disfrutar, con particular énfasis 
en la atención prioritaria de los olvidados y los más vulnerables.
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LA ÉTICA EN EL USO 
INDUSTRIAL DEL AGUA

Al menos en alguna etapa del proceso de produc-
ción, la generación de cualquier bien requiere 
agua, sea durante la extracción de los materiales 
crudos (ej. minería), el procesamiento de pro-
ductos derivados (ej. acero, teflón), su manufac-
tura, transporte, utilización o mantenimiento y 
finalmente su disposición final o reutilización.  
La importancia del agua para estas actividades 
industriales, ya nos da cuenta de la necesidad de 
implementar un marco de trabajo encuadrado 
por la ética, también dentro de aquellos usuarios 
industriales del agua.

Groenfeldt (2019) identifica tres niveles en los que se 
puede evaluar la ética hídrica de las diferentes indus-
trias que utilizan intensivamente al agua, sean tex-
tiles, acereras, o de manufactura de componentes 
electrónicos, estos son:

1.	 	El uso responsable del agua dentro del pro-
ceso de producción. Este nivel evalúa el uso del 
agua dentro de las premisas de la empresa, en 
su proceso de producción y en su cadena de va-
lor, con el propósito de identificar las oportuni-
dades para reducir el uso directo de agua en las 
fábricas.

2.	 	El impacto (costos y beneficios) sobre las per-
sonas y el ambiente que comparten una misma 
cuenca o acuífero. En este sentido, la pregunta 
clave es: ¿Qué hace la compañía en ese territo-
rio compartido, por y para sus vecinos?

3.	 	El rol de la compañía en la promoción de po-
líticas y normas hídricas en su cadena de valor 
que permitan establecer diálogo circular con 
las personas, el gobierno estatal y federal, las 
asociaciones gremiales, etcétera.

Estos niveles propuestos desde principios de siglo, 
han sido identificados por diversas compañías en las 
que el agua juega un papel preponderante para su 
subsistencia. De forma notable, el expresidente de la 
Coca-Cola, Isdell (2009) propuso tres diferentes for-
mas en las que una empresa impacta al sector hídrico.  
La primera es a través de la tecnología que utiliza para 
hacer un uso eficiente del agua, de tal suerte que en 
toda la cadena de suministro se encuentren solucio-
nes hídricamente menos intensas. La segunda es la 
relación que la empresa construye con las comuni-
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dades, para generar un ecosistema que favorezca la 
sustentabilidad de las fuentes de abastecimiento en 
contraposición a  su sobreexplotación. La tercera, es 
la capacidad de la compañía para empujar políticas 
hídricas más allá de sus premisas, trascendiendo de la 
escala local a la global. 

Para casi cualquier empresa en el mundo, el interés 
en la política hídrica nacional no es una opción sino 
una necesidad. Adicionalmente, los impactos hídri-
cos que la actividad industrial genera no se limitan 
a los muros de la industria, especialmente con las 
descargas de agua residual. Una compañía compar-
te territorio y agua con las comunidades que allí ha-
bitan, por lo que sus políticas hídricas y procesos de 
producción tienen un impacto sobre el territorio y el 
agua como bien común. 

Precisamente por esta razón es que las empresas no 
pueden ser consideradas neutrales en su posición re-
lativa al agua. Una empresa grande con necesidad de 
agua, puede influir en la política hídrica nacional al 
no comprometerse con el cumplimiento de la nor-
matividad. Por ejemplo, violando las regulaciones y 
promoviendo una anarquía hídrica que no beneficia 
a nadie, menos a una actividad económica pujante.  
Por esta razón es importante que las empresas ma-
nifiesten su responsabilidad hídrica corporativa, en 
virtud de que es inherente y detectable en su com-
portamiento dentro del territorio. El mundo requiere 
de empresas que posean una responsabilidad cívica 
con el territorio y las comunidades, adaptables a las 
condiciones de cambio, para avanzar entre todos en 
la solución del reto de la sustentabilidad hídrica. 

Para la mayor parte de las empresas, encontrar solu-
ciones hídricas a los problemas de sobreexplotación 
y contaminación del agua, que vemos en todo el te-
rritorio, no es un fin sino un medio para garantizar su 
seguridad hídrica y minimizar el riesgo económico.

La huella hídrica indicador del uso responsable 
del agua

Un concepto de gran valor para evaluar el uso del 
agua por parte de las compañías es el de huella hí-
drica (cantidad de agua necesaria para producir un 
bien). Así una empresa puede reportar el uso neto del 
agua para producir una unidad, luego de restar al vo-
lumen concesionado el agua reutilizada o reciclada, 
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en su proceso de manufactura (Hoekstra, 2013, 2015). Este concepto puede ser 
utilizado también a lo largo de toda la cadena de valor definiendo así una huella 
hídrica directa (en las premisas de la empresa) y otra indirecta (fuera de ella).

En todo caso, siempre es deseable reducir la huella hídrica dado que esto implica 
una mayor productividad (menos agua para producir más), lo que implica que se 
extrae menos agua del ambiente para producir lo mismo. Esto involucra dos di-
mensiones éticas muy importantes que hay que reconocer en todas las empre-
sas, por un lado, la ética hídrica económica y por otro, la ética hídrica ambiental. 

De acuerdo con el Consejo Mundial de Negocios para el Desarrollo Sostenible 
(WBCSD, 2018), los riesgos hídricos afectan las utilidades de las empresas, por lo 
tanto, éstas enfrentan riesgos físicos e intangibles relativos a la competencia por 
el agua, su contaminación, su regulación y el cambio climático. El reconocimien-
to de esto por parte de la industria global, nos permite avanzar como sociedad. 
Por su propia seguridad, las empresas tienen la necesidad de actuar de forma 
responsable y ética, moviendo su dinero hacia la generación de formas y proce-
sos para utilizar menos agua para producir lo mismo, así como generar menos 
contaminación (Sarni, 2011). 

Por otro lado, existen cada vez más empresas preocupadas por el riesgo que im-
pone la escasez o falta de agua, dado que esto coloca en riesgo sus operaciones.  
En estos casos, es ampliamente reconocido que el primer sitio para buscar so-
luciones de menor costo para la conservación de agua es dentro de la empresa 
misma. Así lo demostró la Iniciativa Textil Sueca que agrupa a 35 empresas tex-
tiles de origen sueco con operaciones en la India, que recomienda 85 medidas 
para reducir el uso de agua por esta industria en una región estresada hídrica-
mente (SIWI, 2014). Se reconocen tres lecciones evidentes de esta acción, uno, 
muchas fábricas pueden reducir su riesgo hídrico a través de la implementa-
ción de medidas de ahorro sencillas; dos, este esfuerzo se paga relativamente 
rápido  para que sea financieramente atractivo; y tres, existen beneficios cola-
terales en el ahorro de energía y disminución de contaminantes si se reduce el 
agua en los procesos de producción. En otras palabras, existe para las empresas 
un argumento sólido desde una perspectiva económica para invertir en la con-
servación del agua. 

Sin embargo, debemos reconocer que incluso en el sector privado hay resisten-
cia al cambio de mentalidad, los usuarios que en papel tienen garantizado un 
volumen a expensas de generaciones futuras no quieren perderlo. Al actuar de 
esta manera pierden de vista que lo que está en juego no es solamente su viabi-
lidad financiera y de operaciones sino el bienestar de las personas y el ambiente 
que cohabitan. En estos casos la ética juega un papel preponderante. Así como 
los beneficios financieros constituyen un factor motivante de acciones corpo-
rativas, el prospecto de ahorrar agua y asegurar el futuro de todos, provee una 
motivación que orbita alrededor de un comportamiento ético empresarial. Para 
fomentar su creación, requerimos de la dirección del gobierno y de la generación 
de un ecosistema de cooperación y construcción conjunta que esté cimentado 
en salvaguardar la vida y las personas.
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Impactos hídricos de la actividad industrial sobre las personas 
y al ambiente

Cada vez más, somos testigos de diversas historias de empresas manufactureras 
de bienes que antagonizan con grupos locales, lo cual limita o anula su capaci-
dad de operación (generando grandes pérdidas económicas). Desde luego, bajo 
ninguna perspectiva esto es una acción deseable para las empresas y, por ello, 
es importante generar una política hídrica industrial que conserve el agua y que 
fomente actividades de co-construcción con las comunidades vecinas. Bajo una 
perspectiva de negocios esto permite minimizar riesgos que limiten el acceso 
seguro al agua. Esta actividad requiere algo más que cumplir con la reglamen-
tación y normatividad hídrica vigente, implica la necesidad de inversiones priva-
das en la conservación del agua, su uso eficiente y la disminución de la deman-
da, además de mantener buenas relaciones con las comunidades locales de tal 
suerte que la presencia de la compañía sea garantía de la conservación de las 
fuentes de agua que comparten en un territorio dado. Lo que implica mantener 
canales de comunicación no solo con las autoridades, sino con las personas (ej. 
AWS, 2017).

La motivación empresarial para esta transformación relativa al cuidado del agua, 
y su relación con la sociedad, surge por el alto nivel de riesgos hídricos que se 
incrementan con el cambio climático.  

El rol de la industria en la promoción de mejores normas 
y política hídricas

La magnitud de los retos hídricos que enfrentamos requiere de cambios en la 
manera de relacionarnos entre sociedad, empresas y gobierno. Nos toca trabajar 
juntos y de forma individual desde nuestra trinchera para contribuir a un mejor 
futuro hídrico para todas y todos. Las empresas tienen la obligación moral de pre-
guntarse cómo pueden hacer un mejor uso del agua y cómo pueden adoptar las 
mejores prácticas para la conservación del agua. Sin embargo, como lo vimos en 
la crisis financiera global de 2008, el mercado difícilmente se autorregula. En vir-
tud de que siempre hay un lente que explora el tamaño de la utilidad económica 
de una decisión. Por eso, mantener un diálogo circular entre sociedad, empresas 
y gobierno es de suma importancia. Así los ciudadanos pueden presionar al go-
bierno para establecer y asegurar políticas hídricas éticas, que fomenten en los 
empresarios un buen comportamiento hídrico por medio de incentivos financie-
ros, al mismo tiempo que se establece el castigo efectivo de aquellas empresas 
que no actúan responsablemente. 

La industria tiene un rol importante que jugar, a través de la adopción y co-cons-
trucción de estándares que permitan movernos hacia la justicia social y la sus-
tentabilidad ambiental. Los empresarios pueden pugnar por mejores normas y 
regulaciones junto con el gobierno, y no solo oponerse a ellas de manera au-
tomática. La ética hídrica nos ofrece justamente la brújula moral para identifi-
car necesidades, derechos y responsabilidades (ej. derecho humano al agua, el 
derecho de las comunidades indígenas a administrar sus territorios, etc.). Ideas 
innovadoras desde una perspectiva tecnológica y social pueden ser generadas 
también en el sector privado, en la sociedad civil y los gobiernos. 
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Nuestro planeta está en crisis. La generación de rique-
za y bienestar a costa de nuestro territorio, su biósfera 
y sus pueblos originarios ha traído costos ambientales 
y sociales de gran envergadura. Desequilibrios hídri-
cos, pérdidas irreversibles en la biodiversidad, degra-
dación de ecosistemas terrestres y acuáticos, así como 
impactos negativos en la salud de las poblaciones lo-
cales son algunas de las consecuencias provocadas 
por las industrias extractivas a lo largo de los siglos.

Requerimos avanzar en la promoción de mejores 
prácticas referentes a la planeación y gestión hídri-
ca para diferentes proyectos industriales, a fin de que 
éstos provean bienestar social y económico a las co-
munidades locales, y también garanticen la sosteni-
bilidad ambiental de cuencas y acuíferos. Es así como 
en México desde la Secretaría del Medio Ambiente 
y Recursos Naturales, se está invitando a diferen-
tes industrias a acelerar la adopción de las mejores 
prácticas en materia hídrica y en responsabilidad so-
cio-ambiental (ej. granjas porcícolas y minería). 

En todo el mundo, el sector industrial juega un rol pre-
ponderante en la exacerbación o atenuación de la cri-
sis hídrica. Algunas empresas contaminan de forma 
deliberada arroyos y acuíferos, a sabiendas del grave 
daño ambiental que generan y de las afectaciones a 
la salud humana. Sin embargo, el comportamiento 
más común es más bien pasivo-agresivo, a través de 
las omisiones que implica el no tomar las decisiones 
necesarias para contaminar menos los ríos y acuífe-
ros, o rehabilitar sus procesos para ahorrar agua. Un 
comportamiento empresarial ético insiste en la defi-
nición de nuevos estándares (adecuados a las condi-
ciones actuales) y los esfuerzos para alcanzarlos. Los 
empresarios participan de la esperanza para alcanzar 
la sustentabilidad hídrica global, las decisiones cor-
porativas están basadas también en principios éticos 
además de parámetros financieros. 

Aun sin considerar el cambio climático, las tensio-
nes sobre la distribución del agua y su control están 
creciendo en todo el planeta (Pedrozo-Acuña, 2021). 
Urge un cambio fundamental en la manera en la que 
pensamos al agua. Debemos ver al agua como un 
elemento que puede ser motor de desarrollo econó-
mico y bienestar social, mas para ello necesitamos 
realinear las prioridades de nuestra estrategia. Ante 
los extremos climáticos, la prioridad deberá ser pro-
teger a los más vulnerables, incluyendo seres huma-

nos y ecosistemas. Las inequidades en el acceso al 
agua y los diversos beneficios que su acceso seguro 
produce son retos añejos que, ante una sequía, son 
evidentes, y su atención es un imperativo ético. Esto 
significa que además de producir más con menos, 
necesitamos tratar y reutilizar más agua, además de 
diseñar soluciones hídricas que trabajen de forma 
armónica con los procesos hidrológicos de las cuen-
cas. Necesitamos adaptar la forma en que tomamos 
decisiones para que éstas reflejen las nuevas reali-
dades climáticas de todos los usuarios de agua: agri-
cultores, ciudades, zonas rurales e industria.
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LA ÉTICA EN EL USO DEL AGUA  
PARA EL CONSUMO HUMANO

Quizá no haya necesidad para justificar desde una perspectiva ética el 
uso del agua para consumo humano. Sin embargo, datos globales nos in-
dican que no toda la población mundial tiene acceso continuo a agua se-
gura, precisamente por esta razón, es necesario mantener este objetivo 
dentro de nuestra hoja de ruta como civilización.

La Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, adoptada por la Organización de 
las Naciones Unidas (ONU), representa justamente estas aspiraciones mundiales, 
y en su objetivo de desarrollo sostenible número 6 (ODS6) hace referencia a que, 
para el año 2030, se logre el acceso al agua y a los servicios de saneamiento para 
toda la población. Superando de esta forma las metas que se definieron en la 
predecesora meta de desarrollo del milenio número 7 (MDM7), cuyo propósito 
era reducir a la mitad el porcentaje de la población sin acceso al agua y al sanea-
miento básico para el año 2015. Con los ODS, el acceso universal al agua y al sa-
neamiento se ha vuelto una meta en sí misma. En esta actualización, algunas de 
las críticas contra la MDM7 fueron incluidas a través de indicadores sobre el agua: 
calidad, disponibilidad, asequibilidad y accesibilidad. De hecho, la ONU recono-
ció que es necesario un cambio transformativo para alcanzar las metas fijadas en 
la Agenda 2030. Además, reconoce la necesidad de cambios estructurales en la 
economía global, y hace un llamado a establecer nuevos modelos de desarrollo 
(Naciones Unidas, 2013). El ODS6 en sí mismo representa una clara manifestación 
de la ética en la gobernanza a una escala global, así como el saneamiento es un 
aspecto esencial para el agua segura, y los arreglos institucionales y de gober-
nanza son fundamentales para desarrollar una ética hídrica. A pesar de ello, el 
ODS6, con sus ambiciosas metas, permanece completamente mudo respecto a 
las estrategias o rutas que se deben seguir para alcanzarlas y hacerlas realidad. 
En otras palabras, el ODS6 define metas (lo que se debe alcanzar) e indicadores 
(lo que se debe monitorear), pero no menciona la manera en que debe darse la 
transformación del sector hídrico para hacer de este objetivo una realidad; es 
decir, para que exista un acceso sostenible y universal al agua y al saneamiento. 

Aunque el reconocimiento de la importancia del acceso al agua es parte de la 
agenda global, conviene preguntarnos por qué seguimos viendo en diversas re-
giones del mundo a niños muriendo por enfermedades diarreicas directamente 
ligadas a la falta de acceso al agua segura. Evidentemente, existe una falta de 
atención al cómo hacer de este objetivo una realidad. Una posible causa de este 
problema es que las decisiones relativas al agua han sido ejecutadas sin conside-
rar la diversidad de paisajes sociales en el territorio, además de que solo toman 
en cuenta aspectos técnicos y económicos para dar luz verde al desarrollo de pro-
yectos. Por si esto fuera poco, existen diferencias económicas muy amplias entre 
regiones del mundo, naciones, e incluso se manifiestan a nivel subnacional entre 
los ámbitos rural y urbano de un mismo país. En todo el mundo, el ámbito rural 
vive una realidad hídrica completamente distinta, la falta de servicios de agua 
potable para estas regiones reside en que no es financieramente viable proveer 
el servicio a personas con poca capacidad de pago. De hecho, esta inequidad en 
la calidad de los servicios es también manifiesta al interior de las grandes ciuda-
des de muchos países, y por esta razón, vale la pena reflexionar sobre su origen. 
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ODS6 hoja de ruta o aspiración inalcanzable 

La falta de atención al cómo hacer posible un ac-
ceso seguro a agua para todos ha restringido nues-
tra capacidad para hacerlo una realidad. El modelo 
que utilizan los organismos operadores de agua 
para suministrar el servicio y así alcanzar la cober-
tura universal no ha sido suficiente. Esto se debe al 
contradictorio mandato de administrar sus propias 
finanzas (ej. recuperar de los usuarios todos los cos-
tos del servicio de abasto), mientras que a la par se 
les pide asegurar la provisión universal de este ser-
vicio básico. Por un lado, estos organismos se ven 
obligados a operar bajo la lógica de los principios co-
merciales, que incluyen la recuperación del costo de 
inversión, pero por otro, estos mismos organismos 
constituyen el principal instrumento de los gobier-
nos nacionales, bajo una visión de ciudades, para al-
canzar la cobertura universal estipulada en el ODS6 
(esto, sin considerar las desigualdades económicas y 
sociales que existen entre ciudades y zonas rurales). 
Este doble mandato ha sido referido en la literatura 
como la esquizofrenia de los organismos operadores 
de servicios de agua potable.

Esta tensión es particularmente evidente cuando se 
habla del financiamiento para la ampliación de la co-
bertura del servicio. Alcanzar el ODS6 bajo una lógica 
única de organismos operadores es altamente costo-
sa. El Banco Mundial (2017) estimó que se requieren 
150 mil millones de dólares al año para este propósito. 
Cómo se puede financiar esto y quién debe hacerlo 
es un debate que se encuentra abierto. Existe una 
tendencia en todo el mundo a incluir a la iniciativa 
privada, pero el sector hídrico es reconocido como 
de alto riesgo para los inversionistas, con retornos de 
inversión limitados y lentos; es decir, es poco atrac-
tivo. Más aun, la contribución a través de préstamos 
de las agencias de desarrollo sigue siendo pequeña. 
Además de la dificultad para encontrar fondos para 
inversiones futuras dedicadas a la infraestructura hi-
dráulica, muchos organismos operadores también 
batallan para pagar las deudas contraídas en el pa-
sado. Furlong (2020) sugiere que estas deudas de los 
sistemas y empresas forman una gran parte de su 
costo operativo.

Una de las grandes contradicciones deriva de que el 
agua es un servicio y un derecho al mismo tiempo. 
Inherentemente, la visión de los organismos opera-
dores es desde una lógica empresarial, y desde el 
gobierno debería ser desde una lógica de bienestar 

social. Evidentemente, la concesión del servicio tiene 
como premisa fundamental la ganancia económica. 
Bajo esta lógica, una empresa permanece abierta 
mientras no pierda dinero y, a pesar de que existe 
una narrativa de falta de recursos por parte de los 
organismos operadores, quizá valga la pena pregun-
tarnos por qué siguen en el negocio. Además, exis-
ten situaciones menos visibles, pero presentes, que 
ejercen presión sobre el agua, y que es necesario in-
corporar; por ejemplo, el agua de uso público en ciu-
dades que es utilizada por empresas como hoteles, 
plazas comerciales y fábricas para generar ganancias.

La receta política de la comercialización del agua y 
sus servicios es evidente: las empresas de agua po-
table y saneamiento están obligadas a buscar la efi-
ciencia para reducir costos y a aumentar tarifas para 
cubrir costos restantes. Por lo general, los subsidios 
se limitan a la transición de la empresa para que fun-
cione como una empresa pública comercial. Sin em-
bargo, es necesario reconocer que la práctica de la 
comercialización es mucho más compleja. La mayo-
ría de las empresas de agua no tienen control sobre 
sus tarifas, las cuales se establecen externamente. El 
argumento que se esgrime de manera general en 
el sector es que las tarifas a menudo no reflejan los 
costos reales de operación del organismo operador. 
Sin control sobre los ingresos, la única manera de 
recuperar dinero es a través de la reducción de los 
mismos costos de operación.

En este sentido, los administradores de servicios de 
agua están obligados a abordar pragmáticamente 
los objetivos en conflicto, y optan por soluciones muy 
poco óptimas. Por ejemplo, buscan ganancias de efi-
ciencia mucho más allá de lo deseable, reduciendo 
o renunciando al mantenimiento y reduciendo los 
procesos de tratamiento. Ambas medidas conducen 
inevitablemente al deterioro de los activos y al des-
censo en los niveles de servicio.

Una segunda consecuencia que resulta de esta pre-
sión es que los organismos operadores de agua basan 
la decisión de extender sus servicios en la capacidad 
de pago de aquellas áreas sin servicio (consumidores 
potenciales). Como se ha dicho, esto deja a las zonas 
periurbanas y rurales en una categoría de alto riesgo 
comercial (no hay capacidad de pago), por lo que fre-
cuentemente son excluidas de los planes de exten-
sión y cobertura. Adicionalmente, esto redunda en 
que todos los costos incurridos por el organismo ope-
rador son transferidos a los consumidores, e incluye 
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las deudas contraídas en el pasado, lo que infla los costos por encima de los costos 
reales de operación.

El dar preferencia de servicio a las zonas de altos ingresos o con capacidad de pago 
ha redundado en una clara desigualdad y diferenciación entre servicios y costos. 
Así lo concluyen diversas investigaciones internacionales, que sugieren que los 
usuarios de bajos ingresos pagan más por los servicios de agua y ésta es de peor 
calidad (Hadzovich et al., 2019; Rusca y Schwartz, 2018; Schwartz et al., 2017). Por 
otro lado, el modelo de empresas intermediarias para dar servicio a estos grupos 
vulnerables ha demostrado que la visión tecnocrática enfocada en recuperar cos-
tos de inversión lo más rápido posible redunda en tarifas altas para estos consu-
midores en condiciones de alta vulnerabilidad, lo que incrementa la desigualdad 
económica. De hecho, las operaciones de estos intermediarios no están regula-
das, dejando abierta la posibilidad de abuso de poder de mercado y de explo-
tación de consumidores. Esto es especialmente preocupante, ya que las áreas 
pobladas por personas en condiciones de vulnerabilidad y pobreza representan 
el grueso poblacional que debemos atender para cumplir con el ODS6.

El enfoque tecnocrático que imperó en el mundo empujó a los gobiernos a trans-
ferir responsabilidades financieras para garantizar la prestación del servicio uni-
versal a las empresas de agua. Esta transferencia del servicio indica efectivamen-
te un retiro del gobierno de su obligación de garantizar la prestación del servicio 
universal. Es urgente reconocer que, en estas circunstancias, la aspiración global 
de acceso universal al agua no se cumplirá. Alcanzar este objetivo requiere, en 
primer lugar, reconocer que los gobiernos que se han comprometido con los 
ODS son, en última instancia, responsables de su implementación. A los provee-
dores de agua se les puede delegar o concesionar el servicio, pero los Estados 
deben desarrollar políticas hídricas para resolver los conflictos creados por estos 
objetivos contradictorios (ganancia financiera contra acceso universal). Esto in-
cluye recuperar la rectoría del Estado sobre un elemento tan importante como el 
agua, de tal suerte que los esfuerzos de los gobiernos no solo se circunscriban a 
garantizar recursos adicionales, sino también a regular y renovar el marco jurídi-
co e institucional para la provisión de servicios de agua potable en áreas de bajos 
ingresos (ej. reconociendo los sistemas comunitarios) para lograr el bienestar so-
cial. La comercialización por sí sola no ha podido cumplir el ODS6 y, como hemos 
visto en esta reflexión, es poco probable que en el futuro pueda hacerlo.
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CONSTELLATION BRANDS EN MEXICALI  

Constellation Brands, Inc., La empresa trasnacional estadounidense pro-
ductora y comercializadora de cerveza, vino y otras bebidas alcohólicas, 
considerada la tercera cervecera más grande de Estados Unidos y dueña 
de las marcas de Grupo Modelo en México, en enero de 2016 hizo pública 
su intención de construir una nueva planta cervecera en Mexicali B.C., 
ciudad considerada estratégica por su cercanía al estado de California en 
los Estados Unidos, el cual constituye el principal mercado de la marca.

Inicialmente, la empresa indicó que la planta se construiría para proporcionar 10 
millones de hectolitros de capacidad de producción con meta al 2020 y escalar 
su producción a 20 millones de hectolitros en el futuro. Esta nueva planta ten-
dría una inversión aproximada de $1.5 mil millones de dólares con una inversión 
adicional de $500 millones para la adquisición de terrenos, derechos de agua, 
infraestructura y otros requisitos para su adaptación a una producción de 20 
millones de hectolitros. Asimismo, la planta sería completada en el plazo de cua-
tro a cinco años (Sands, 2016). Para lo anterior, la empresa cervecera indicó que 
inicialmente se requerirían de 20 hm3 al año de agua para el proyecto, de los 
cuales 8 hm3 al año serían utilizados en los primeros cinco años de operación. 
Posteriormente, la empresa manifestó que únicamente se requeriría de un vo-
lumen anual de 5.8 hm3; sin embargo, este último volumen representa el 5.75% 
de la asignación total de agua en Mexicali a través de la Comisión Estatal de 
Servicios Públicos de Mexicali (CESPM); la cual es de 124.53 hm3/año, de acuerdo 
con la Manifestación de Impacto Ambiental (MIA) del proyecto. 

Constellation Brands con el objeto de mantener su crecimiento y cubrir su de-
manda de productos a futuro, y mantener o mejorar su posición en el mercado 
estadounidense, adicionalmente expresó su interés en expandir su planta ubica-
da en Nava, Coahuila; la cual es su mayor y más importante instalación industrial 
en México, a efecto de aumentar su producción de 25 a 27.5 millones de hecto-
litros (Sands, 2016). Por otra parte, la empresa es propietaria de una fábrica cer-
vecera en Ciudad Obregón, Sonora, adquirida de Grupo Modelo en diciembre de 
2016 y de una planta productora de vidrio adyacente a la fábrica de Nava (Industrial 
Vidriera de Coahuila) para la producción de botellas (Martínez, 2018).

Los sitios antes mencionados se encuentran ubicados en el norte de México cer-
ca de la frontera con Estados Unidos, la cual es una región caracterizada por el rá-
pido crecimiento industrial y poblacional de las últimas décadas, propiciada por 
la cercanía con los Estados Unidos. Sin embargo, la región también se caracteriza 
históricamente por presentar condiciones áridas, una reconocida escasez hídrica 
donde se presentan largas temporadas de sequía, consecuencia de su ubicación 
geográfica, como se verá más adelante en el presente capítulo. En parte debido 
a estas condiciones, la zona norte, a diferencia de otras zonas del país, no tiene 
registro de importantes avances sociales, culturales o tecnológicos; no obstante, 
ha tenido un desarrollo particular, impulsado por el establecimiento de acuerdos 
comerciales, derivado de los cuales, grandes empresas han buscado expandir 
sus horizontes visualizando los sitios estratégicos, con el fin de abaratar costos en 
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sus cadenas de producción y distribución de productos. Asimismo, en la práctica, 
es común que no se consideren las condiciones locales que dan certidumbre 
y respaldo al desarrollo de estas industrias, lo que causa conflictos sociales, 
la vulnerabilidad de derechos humanos y la conservación de los ecosistemas 
naturales.

En el caso específico de Constellation Brands en Mexicali, diversos aspectos ge-
neraron la inconformidad entre la población. Entre ellos se destaca que el valle 
de Mexicali constituye una zona de reconocida escasez de agua, y la actividad es 
altamente consumidora de agua. A lo anterior, se sumó la falta de información 
del proyecto y el desarrollo de procesos poco transparentes tanto por parte de la 
empresa trasnacional, como de los representantes de los tres niveles de gobierno: 
federal, estatal y municipal que se encontraban en aquel momento. El estable-
cimiento de la nueva planta de la empresa trasnacional requería de infraestruc-
tura hidráulica, en específico la construcción de un acueducto (Acueducto Ejido 
Villahermosa-Mexicali) para obtener agua del acuífero, el cual sería financiado 
con recursos públicos por parte del gobierno del Estado, a través de la Comisión 
Estatal del Agua (CEA) y construido principalmente para el abastecimiento de 
agua a la nueva planta de la empresa trasnacional (ver figura 1), lo que represen-
tó una incongruencia teniendo en consideración las necesidades actuales de la 
región, y por lo cual, se desarrollaron diversas movilizaciones sociales.

FIGURA 1: Fuentes de abastecimiento de agua para la planta de Constellation 
Brands en Mexicali
Fuente: Martínez, 2018

El Gobierno Estatal tuvo que cancelar el proyecto del acueducto después de las 
protestas masivas de enero de 2017, la oposición y las acciones legales que inter-
pusieron agricultores del Valle de Mexicali (Martínez, 2018). La construcción de la 
planta continuó a pesar de la movilización y la resistencia de las organizaciones so-
ciales en el territorio. La problemática se extendió dos años más, intensificándose 
durante la transición del Gobierno Federal hacia finales de 2018.



37 
Constellation Brands en Mexicali  

FIGURA 2: Movilizaciones sociales en contra de la 
construcción de la planta cervecera en Mexicali.

FIGURA 3: Formato utilizado en la consulta popular.

Fuente: https://desinformemonos.org/mas-de-70-por-ciento-en-
mexicali-dice-no-a-la-cervecera-constellation-brands/

https://www.ivpressonline.com/adelantevalle/exige-mexicali-resiste-
liberaci-n-de-presos/article_fc0b3d66-e040-11eb-8ff0-93e82ea7647b.
html

https://ejatlas.org/conflict/cervecera-constellation-brands-mexicali-baja-
california-mexico

https://desinformemonos.org/admite-tribunal-federal-amparo-
cervecera-mexicali/

Fuente: https://www.rompeviento.tv/el-primer-dia-de-consulta-en-
mexicali-el-68-3-dice-no-a-constellation-brands/

Ya en el gobierno del presidente López Obrador, bajo 
una visión antineoliberal que implementa políticas 
distintas a las efectuadas en los seis sexenios ante-
cedentes, se buscó la opinión de expertos en mate-
ria, y se llevó a cabo la realización de una consulta 
pública en marzo de 2020, con el fin de determinar 
la continuación o no de la construcción de la planta 
en Mexicali.

En el marco de la consulta pública el Instituto 
Mexicano de Tecnología del Agua (IMTA) como parte 
de la inteligencia hídrica de México, bajo el lideraz-
go de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos 
Naturales (Semarnat), participó en la elaboración 
de un documento en que se mostraba a todos los 
interesados la evidencia científica necesaria para 
comprender la situación hídrica actual del valle de 
Mexicali, en un ejercicio de transparencia de datos. 
Con el que se pretendió  construir una sociedad in-
formada, capaz de ejercer sus derechos para la cons-
trucción de acuerdos que beneficien a todos y que 
preserve las condiciones del ecosistema presente en 
el territorio.

Derivado de lo anterior, en la consulta popular par-
ticiparon cerca de 36, 781 personas de las cuales 27, 
973 (76.1 %) voto en contra de la continuación de la 
construcción de la planta, por lo cual el Gobierno 
Federal detuvo la construcción marcando un hito sin 
antecedente en la historia democrática de México, 
así como en la forma de ejecutar políticas públi-
cas en el país. Ante estos resultados, la trasnacional  
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notificó que no continuaría con su intención de construir la planta en Mexicali, asi-
mismo comenzaron negociaciones entre ella y el Gobierno Federal, a efecto de bus-
car mejores condiciones para el establecimiento de una nueva planta en el país.

Situación de los recursos hídricos en el valle de Mexicali

Para comprender la problemática derivada de la implementación de la planta 
cervecera en dicha región, es necesario conocer la situación de los recursos hídri-
cos en el valle de Mexicali y su contexto en el marco de su ubicación geográfica.

El valle de Mexicali se ubica en el extremo noroeste de México, situado al sur de 
la frontera entre México y Estados Unidos, en la porción final de la cuenca del río 
Colorado, figura 4. Se trata de una de las regiones más desérticas del país, en co-
rrespondencia con las condiciones climáticas extremas que prevalecen, más de 
50 ° C en verano y menos de 40 l/m2 de lluvia al año (CEABC, 2016).
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Fuente: elaboración propia
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La cuenca del río Colorado es uno de los sistemas hí-
dricos más importantes de América del Norte, tiene 
un área total de 637, 137.1 km2 de los cuales casi el 
98 % se encuentra en los Estados Unidos. El caudal 
del río tiene una gran variación temporal de entre 
2.800 m3 / s durante la temporada de deshielo (en-
tre los meses de mayo y julio) y de 140 m3/s durante 
el otoño e invierno (Adler, 2007). Los recursos de la 
cuenca están altamente administrados, consecuen-
cia de las grandes obras de infraestructura hidráulica 
que los regulan. El río Colorado tiene una escorren-
tía promedio de 19, 735 hm3 año y una asignación de 
agua estimada entre los diferentes usos consuntivos 
de más de 21, 586 hm3/año, de este, un volumen ga-
rantizado de 1, 850.2 hm3/año corresponde a México 
de acuerdo con el Tratado Internacional de Aguas, 
celebrado entre México y Estados Unidos en 1944, 
este volumen equivale al 9.4 % del caudal promedio 
del río (Kuhn y Fleck, 2019).

Diversos estudios reportan a la cuenca del río Colorado 
como una de las más sobreexplotadas del mundo 
(Castle et al., 2014). En este sentido, la sobreasignación 
de agua en la región ha sido identificada reciente-
mente por una de las misiones satelitales de la NASA 
llamada Gravity Recovery and Climate Experiment o 
GRACE que ha medido variaciones temporales en el 
campo gravitacional de la Tierra desde 2002 (Tapley et 
al., 2004). Estas observaciones se aplican de forma ru-
tinaria para estimar los cambios mensuales en el alma-
cenamiento de agua, es decir, toda la nieve, el agua su-
perficial, la humedad del suelo y el agua subterránea. 
Diversos estudios recientes han demostrado que las 
observaciones de GRACE, cuando son combinadas 
con conjuntos de datos de almacenamiento de agua 
superficial y de humedad del suelo en un balance de 
hídrico, pueden cuantificar los cambios en el almace-
namiento de agua con suficiente precisión (Niu et al., 
2007; Wang et al., 2011; Castle et al., 2014; Katpatal et 
al.,  2018; Abou Zaki et al., 2019).

Se realizó un análisis de 18 años (2002-2020) de las 
observaciones de GRACE, para cuantificar los cam-
bios en el almacenamiento de agua dulce y probar 
el uso conjunto de aguas superficiales y subterrá-
neas en relación a la disponibilidad de agua en la 
cuenca del Colorado. Los resultados muestran que 
durante el período de estudio toda la cuenca perdió 
un total promedio de 23.3 km3 de agua dulce con 
una tasa de pérdida anual de 1.3 km3 y una tasa de 
pérdida más severa desde 2011 (línea en rojo) con 
un promedio de pérdida de 11.3 km3 de agua anual.  

Fuente: https://www.milenio.com/politica/consulta-en-
mexicali-planta-de-constellation-brands-no-va

Fuente: http://tiempo.com.mx/noticia/semarnat_constellation_
brands_cervecera_mexicali_inicio_retiro_marzo_2021/

Fuente: https://www.rompeviento.tv/pregunta-a-modo-
compra-de-votos-informacion-sesgada-asi-sera-la-consulta-
sobre-constellation-brands/

Fuente: https://www.jornada.com.mx/2020/03/23/
estados/029n1est
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FIGURA 5: Anomalías de almacenamiento de agua mensual (TSWa), anomalías 
de humedad del suelo (SMa) y variación de agua accesible (ΔAW) (A) 
y anomalías de precipitación mensual (B) para la cuenca del río Colorado.

Fuente: elaboración propia

El suministro de agua en el Valle de Mexicali corresponde a fuentes de agua super-
ficiales y subterráneas, la primera proveniente del escurrimiento del río Colorado, 
mientras que la segunda del acuífero del Valle de Mexicali. Evidentemente, el 
balance y la disponibilidad de la cuenca del delta del río Colorado, localizada en 
territorio mexicano, depende directamente de la salud hidrológica de la cuenca 
alta localizada en territorio estadounidense.

Según el Tratado Internacional de Aguas de 1944, el volumen anual de asigna-
ción a México de agua superficial del río Colorado es de 1, 850.23 hm3, mientras 
que la porción mexicana de la cuenca genera un volumen promedio anual de 
escorrentía natural de 19.99 hm3, que en conjunto suman un volumen anual total 
de 1, 870.22 hm3. Asimismo hay una dotación de 1, 729.06 hm3/año, que se asigna 
aproximadamente con la siguiente distribución: 95.14 % en el uso agrícola para 
riego de cultivos en el Distrito de Riego 014; 3.80 % para uso industrial; 0.94 % 
para abastecimiento de los principales núcleos de población; y 0.12 % para otros 
usos diversos, ver figura 6. A pesar de que existe un volumen del caudal promedio 
anual del río, en la porción mexicana del río Colorado se tiene una disponibilidad 
anual de agua superficial de 0.325 hm3/año el cual corresponde a un volumen 
que se encuentra vedado, teniendo en consideración el “ACUERDO por el que 
se actualiza la disponibilidad media anual de las aguas nacionales superficiales 
de las 757 cuencas hidrológicas que comprenden las 37 Regiones Hidrológicas 
en que se encuentra dividido los Estados Unidos Mexicanos.” Publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el pasado 21 de septiembre de 2020 (DOF, 2020a). 

Sin embargo, en las anomalías de precipitación del mismo periodo puede ob-
servase que no existe una tendencia negativa significativa en la cual pueda sus-
tentarse el balance negativo de la variación del agua accesible mensual que se 
ha intensificado en la última década, figura 5.



41 
Constellation Brands en Mexicali  

1.870,22 hm3 de agua superficial 

LIN: 1,677.54 hm3

LIS: 172.69 hm3

CP: 19.99 hm3

RETORNOS
AGRÍCOLAS

DISPONIBILIDAD CON 
VEDA VIGENTE

0.33 hm3

1.25 hm3

AGRICULTURA
OTROS USOS

2.07 hm3
1645.03 hm3

EXPORTACIONES
490.30 hm3

65.70 hm3

RÍO COLORADO

INDUSTRIAL

MEXICALI

USO 
PÚBLICO
URBANO

TOTAL
16.25 hm3

OTROS
POBLADOS

7.86 hm3

MEXICALI
8.39 hm3

LIN LIS
Lindero
internacional
norte

Lindero
internacional
sur

12.52 hm31850 hm3

Cuenca propia
CP

FIGURA 6: Distribución del agua superficial en el Valle de Mexicali (IMTA, 2020).
Fuente: elaboración propia

Empero, existe evidencia de que el caudal del río Colorado ya no transita hasta su 
desembocadura en el Golfo de California como ha sido documentado (Daesslé, 
2016; Glenn et al., 1996; Medellín-Azuara et al., 2007; Mexicano et al., 2013), figura 6.

Actualmente, no existen datos precisos en la literatura sobre la cantidad total de 
agua subterránea almacenada en el acuífero “Valle de Mexicali”; para mantener el 
acuífero en equilibrio es necesario limitar las extracciones de agua subterránea por 
debajo del valor de su recarga total media anual, que se estima en 520.5 hm3, te-
niendo en consideración el “ACUERDO por el que se actualiza la disponibilidad me-
dia anual de agua subterránea de los 653 acuíferos de los Estados Unidos Mexicanos, 
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mismos que forman parte de las regiones hidrológico-administrativas que se indican”, 
publicado en el Diario Oficial de la federación el 17 de septiembre de 2020 (DOF, 2020b). 

En correspondencia con la actualización de los estudios de disponibilidad para 2020, 
las salidas naturales del acuífero del Valle de Mexicali se estiman en 2.5 hm3/año, 
adicionalmente existe un volumen de asignación de agua subterránea de 775.96 hm3 
que se asigna aproximadamente con la siguiente distribución: 62.58 % para uso agrí-
cola para riego de cultivos; 24.27 % para uso industrial; 12.31 % para el abastecimien-
to de los principales núcleos de población; y 0.84 % para diferentes usos, ver figura 7. 
Lo anterior indica que se extrae más agua subterránea de la que se recarga de for-
ma natural. Situación que posiciona al acuífero Valle de Mexicali en condición de 
sobreexplotación, con un déficit anual de 257.96 hm3. Por lo tanto, existe una fuerte 
presión sobre los recursos hídricos en la región, caracterizada por una sobreasigna-
ción de aguas subterráneas y competencia por el acceso a aguas superficiales del 
río Colorado entre los diferentes usuarios.

FIGURA 7: Distribución del agua subterránea en el Valle de Mexicali (IMTA, 2020).
Fuente: elaboración propia
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Huella hídrica y sostenibilidad para la toma de decisiones

Basándose en el concepto de huella hídrica, definido como: el volumen total de 
agua dulce utilizada directa o indirectamente en la fabricación de un producto 
(Hoekstra, 2003), se realizó una búsqueda del cálculo de la huella hídrica de la 
cerveza en otros países del mundo, encontrándose que en promedio se requie-
ren en total de 50 a 180 litros de agua para producir 1 litro de cerveza, consideran-
do el cultivo y procesamiento, mientras que se requieren de 5 a 18 litros de agua 
para procesar un litro de cerveza, ver tabla 1. 

País Huella Hídrica Total 
(litros de agua)

Huella Hídrica procesamiento 
(litros de agua)

Tanzania​ 180​ 18

Sudáfrica 155 15​

Perú 61​ 6

Ucrania 61 6

Rep. Checa 45 4.5

TABLA 1: Huella hídrica total y de procesamiento en la producción de cerveza en diferentes países

Fuente: Elaboración propia

La empresa Constellation Brands reportó que producirán 500 millones de litros 
de cerveza en la planta que se construiría en Mexicali, adicionalmente consi-
derando un estudio realizado por (WWF, 2009), se estima que la huella hídrica 
de la cerveza, en zonas áridas como Sudáfrica, es de 155 litros de agua para la 
producción de una botella de un litro de cerveza, de los cuales solo el 10 % (15 
litros de agua por litro de cerveza) corresponde al procesamiento del producto 
en la planta. El restante 90 % corresponde al agua utilizada para el cultivo de 
la cebada. Este valor de huella hídrica puede reducirse a 45 litros de agua por 
litro de cerveza en zonas con diferente condición climática como es el caso de 
la República Checa (4.5 litros de agua por litro de cerveza en planta). Tomando 
como base estos valores de consumo de agua, es altamente probable que en el 
valle de Mexicali se tengan condiciones de consumo de agua similares a aquellos 
reportados en Sudáfrica (zona árida). Por lo anterior, considerando una estima-
ción de 15 litros de agua para la producción de un litro de cerveza en planta, se 
tiene como resultado la necesidad de utilizar 7,500 millones de litros de agua al 
año, que corresponden a un valor de 7.5 hm3 / año. 
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Cabe destacar que la principal fuente de abastecimiento del proyecto, que fue in-
dicada por la empresa Constellation Brands para el establecimiento de la planta en 
Mexicali era el agua subterránea, es decir, agua proveniente de pozos; pero, el agua 
proveniente de acuíferos no tiene la misma certidumbre que el agua proveniente 
de los escurrimientos del río Colorado, asegurada en términos de cantidad (hasta 
cierto punto) por el Tratado Internacional de Aguas de 1944. Asimismo, el volumen 
requerido de 7.5 hm3 / año representa el 6.02 % de la asignación total de agua a la 
CESPM, la cual hubiera sido destinada para un solo usuario.

Por otra parte, se tiene conocimiento de múltiples denuncias sobre la existencia de 
pozos ilegales que extraen agua subterránea en el valle de Mexicali, situación que 
contribuye aún más a la sobreexplotación del acuífero. No existe un estudio hidro-
geológico actualizado del acuífero, ya que de acuerdo con la Comisión Nacional del 
Agua (Conagua) el último estudio de este tipo fue realizado en 1977 por la entonces 
Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos (SARH). Entre 1999 y 2004 se han 
realizado acciones para la reactivación del monitoreo piezométrico a efecto de rea-
lizar mediciones y configuraciones del acuífero Valle de Mexicali (Conagua, 2020).

Los volúmenes de agua mencionados en la segunda parte del presente capitulo revelan 
que el valle de Mexicali tiene una asignación media anual de 2,505.02 hm3, de los cuales 
1,729.06 hm3 son de títulos superficiales y 775.96 hm3 corresponden títulos de agua sub-
terránea, asimismo del total, aproximadamente el 85.1 % se encuentran concesionados 
para el uso agrícola. Por lo anterior, el Distrito de Riego 014 (DR 014) es el mayor usuario 
de agua en esta región. Este distrito comprende una superficie física regable de 204, 
036 ha, en el que se riegan en promedio 190, 000 ha, de las cuales aproximadamente el 
66 % se riega con agua superficial y el restante 34 % con agua subterránea. De acuerdo 
con las Estadísticas agrícolas de los distritos de riego, publicadas por la Conagua, es 
importante señalar que este distrito reporta una eficiencia global promedio de 40.15 
%, por lo que se destaca una mala eficiencia en el uso del agua en el sector. Entre los 
principales cultivos se encuentran el trigo en grano y la cebolla pequeña (cebollín) en el 
ciclo otoño–invierno; algodón y sorgo forrajero verde en el ciclo primavera–verano; alfal-
fa y bermuda (zacate verde), todo el año. Entre estos seis cultivos, el algodón, la alfalfa 
y el trigo en grano tienen una huella hídrica muy elevada, lo que resulta incongruente 
considerando la aridez de la región. Si bien, el agua se considera un recurso de naturale-
za global, es sabido que gran parte de la solución al problema de escasez hídrica global, 
que ya se experimenta en diversos lugares, comienza por hacer un uso eficiente del 
agua. En este caso, a través de la modernización de la infraestructura de riego mediante 
el uso de tecnología y agricultura de precisión o explorando la posibilidad de llevar a 
cabo la siembra de otros cultivos con menor huella hídrica y mayor rendimiento.
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Cultivo Huella Hídrica mínima (m3/t) Huella Hídrica máxima (m3/t)

Trigo en grano 269​ 785

Cebolla pequeña
(Cebollín) 108 345​

Algodón 1990​ 5672

Sorgo forrajero
verde 85 181

Alfalfa 166 955

Bermuda
(Zacate Verde) 80 250

TABLA 2: Huella hídrica por cultivo de acuerdo con referencias internacionales.

Fuente: EChapagain A.K. et. al., 2005; Mekonnen y Hoekstra, 2010; Mekonnen y Hoekstra, 2011; Mubako y 
Lant, 2013; IMTA, 2017. Fuente: elaboración propia.

Finalmente, en ningún documento se consideró que la construcción y operación de 
la planta cervecera en el valle de Mexicali tendría como consecuencia un crecimien-
to poblacional y económico que requerirá aún mas más agua potable en escenarios 
futuros, tampoco se consideraron los efectos del cambio climático, lo que necesaria-
mente redundaría en un incremento del estrés hídrico de la región.
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En este caso, fue evidente cómo los conflictos, movilizaciones y resistencias so-
ciales en relación con el uso y aprovechamiento del agua para una actividad 
industrial altamente demandante del recurso, como el caso de la planta de 
Constellation Brands en Mexicali, fueron provocados por las decisiones tomadas 
por el gobierno para lograr atraer inversión extranjera en el establecimiento de 
una planta cervecera; por el alto grado de opacidad en el manejo de la informa-
ción y la falta de comunicación efectiva del proyecto de manera oportuna y desde 
el inicio del proceso con la gran diversidad de actores y sectores de la sociedad; 
así como por la falta de consideración sobre los impactos sociales y ambientales 
generados. En contraste, estudios recientes indican que es muy deseable que las 
grandes empresas trasnacionales justifiquen sus inversiones, utilizando un lente 
de sostenibilidad hídrica (Hogeboom et al., 2018). Esto es, a través del empleo de 
criterios que garanticen el uso justo y eficiente del agua. Utilizando para ello: 

a.	 La sostenibilidad ambiental del proyecto, a través de la estimación de la 
huella hídrica por cuenca.

b.	 La equidad social, estableciendo la distribución equitativa de la huella 
hídrica por comunidad. 

c.	 La eficiencia, definiendo la huella hídrica base del producto, con el fin de 
asegurar que se está haciendo un buen uso del agua.

Dadas las condiciones de escasez de agua en regiones del centro y norte del 
país, es necesario explorar estrategias que garanticen la sostenibilidad en el uso 
del agua, para que sea posible garantizar el derecho humano al agua para la po-
blación, así como el desarrollo social y económico de la región. En este caso de 
estudio quedó demostrado como el reconocimiento de la inequidad en el acceso 
al agua es fundamental para orientar las políticas públicas implementadas a par-
tir del gobierno, siendo un componente fundamental la participación de actores 
sociales del territorio en los procesos de toma de decisiones relacionadas con el 
uso del agua, con el fin de lograr un desarrollo regional armónico, toda vez que 
permite integrar adecuadamente los principios de seguridad hídrica, sostenibili-
dad y gobernanza ambiental democrática (Cortez, 2020).
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EL PLAN DE JUSTICIA DEL PUEBLO YAQUI  

La ética hídrica, es un concepto desarrollado teóricamente durante las dos 
últimas décadas y es apenas en los últimos años que se empieza a hacer 
uso de este término más frecuentemente y se le involucra en las discusio-
nes en torno a las decisiones relacionadas con el agua. 

Sin embargo, al igual que con otros conceptos que van tomando fuerza por épo-
cas, la ética hídrica es algo que ha regido por siglos la actuación de muchas co-
munidades en relación con sus fuentes de agua y con su entorno en general. Esto 
se evidencia en los relatos, leyendas y mitos fundacionales de muchos de los pue-
blos indígenas, en los cuales el origen de su pueblo se da en un cuerpo de agua; 
su deidad emerge de o vuelve a este; la forma de comunicarse con los dioses es a 
través del agua; los rituales siempre invocan la presencia o manifestación divina 
por medio de este elemento; a través de su nivel, estado o forma, se toma la deci-
sión en torno al momento de la siembra y de la cosecha; y existen muchas otras 
maneras en las que el agua atraviesa culturalmente las relaciones de las comu-
nidades y está presente en diferentes aspectos de su forma de vida, motivo por 
el cual se la trata con respeto, se la cuida y valora de una forma que trasciende el 
uso instrumental (valor de uso, elemento clave en la producción, factor de riesgo, 
entre otras), al que estamos acostumbrados en nuestro contexto.

Por estar relacionada con el origen mismo, el agua tiene un valor sacro para las 
comunidades y pueblos originarios y por eso, más allá de la simbología, los ritua-
les y manifestaciones específicas se ha establecido una forma de relacionarse 
con ella y con el entorno, que podría darnos luces acerca de lo que hemos llama-
do ética hídrica.

En este capítulo se aborda el caso del Pueblo Yaqui, un pueblo originario que se 
ubica al norte de México y que ha tenido una historia larga de lucha por su agua 
y su territorio y que nos permite dilucidar algunos elementos de la ética hídrica 
en acción.

Contexto

El Pueblo Yaqui ha habitado un amplio territorio del estado de Sonora, al norte de 
México, y parte de lo que ahora es el sur de Estados Unidos de Norteamérica; su 
dominio se extendía inicialmente desde el sur del río Yaqui, hasta el cerro Tetakawi, 
al norte de la actual ciudad de Guaymas. La lucha por su territorio y por la defensa 
de sus propias formas de gobierno han sido características de esta población, al 
punto que, a la llegada de los españoles, combatieron en defensa de su territorio y 
no cedieron ante la presión y violencia conquistadoras, por lo que los invasores se 
vieron obligados a negociar con este pueblo y desde entonces hubo un reconoci-
miento “oficial” del dominio del Pueblo Yaqui sobre su propio territorio.

Posteriormente, con la llegada de jesuitas y su labor evangelizadora y educativa 
que prometía el mejoramiento de sus técnicas de agricultura, entre otras cosas, 
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se reorganizaron en ocho pueblos, ubicados en la ri-
bera sur del río Yaqui y que aún hoy, ya sin jesuitas y 
sin río, mantienen como estructura base de su orga-
nización y que se ubican en los actuales municipios 
de Guaymas, Bácum, Cajeme y Empalme. 

En la primera década del siglo XX, durante la última 
etapa de la Presidencia del General Porfirio Díaz, se 
suma a los procesos previos de afrenta y comba-
te, un intento directo de exterminio que consistió 
en separar hombres y mujeres; dejaron a las muje-
res en Sonora y enviaron a los hombres a Yucatán y 
Campeche a realizar trabajos pesados a cambio de 
alojamiento y alimentación, lo que en la actualidad 
se lee como una forma de esclavitud a la que se so-
metió a esta población. 

El proceso de despojo de este pueblo se relaciona, 
como el de tantos otros, con dos factores que, aunque 
vinculados entre sí, se presentan en momentos dife-
rentes: la construcción de megaobras (en este caso 
presas en donde se ubican hidroeléctricas o desde 
donde surgen acueductos: El Novillo, Angostura y El 
Oviáchic), y la presencia de colonos que los expulsan 
de sus territorios y que ejercen una gran presión eco-
nómica y sobre los recursos naturales del territorio, 
factores que dan como resultado la apropiación de 
su tierra y del agua, lo que dio paso a diversos episo-
dios de levantamientos y confrontaciones armadas 
en los que los yaquis perdieron numerosas vidas e 
importantes porciones de su territorio. 

En 1937, siendo presidente Lázaro Cárdenas, les reco-
nocen 485.235 ha como territorio exclusivo al Pueblo 
Yaqui (INPI, 2020), lo que significó una victoria polí-
tica pero una pérdida de territorio. Posteriormente, 
la construcción de las presas Angostura o Lázaro 
Cárdenas (1941), El Oviáchic o Álvaro Obregón (1945) 
y El Novillo o Plutarco Elías Calles (1964), implicó tam-
bién saqueo del agua en su territorio, lo que generó 
procesos de migración, abandono de sus actividades 
económicas tradicionales de agricultura y ganadería 
y en general abonó el terreno para su despojo simbó-
lico mediante el cual se “despoja a los pueblos, comu-
nidades o personas de sus símbolos más sagrados, 
sus conocimientos más ancestrales, sus prácticas más 
propias y sus formas de representación más auténti-
cas” (Barrera et al., 2018).

En la actualidad, el río Yaqui que daba orden a sus 
pueblos, ya no tiene caudal, con esto, no solo se priva 
a este pueblo del agua como un insumo necesario 

para la producción, se le despoja de la corriente que 
da vida a todo su territorio, a su cultura y a su identi-
dad como pueblo. La pérdida del agua y con ello de 
la diversidad de fauna y flora es contundente y esto 
se relaciona directamente no sólo con el poder sim-
bólico de esta expropiación, sino en la cotidianidad, 
con su forma de alimentación tradicional, con la bús-
queda y uso de plantas medicinales y con los ritos 
que continúan vinculados con sus raíces, pero que 
ahora cuesta más transmitir a las nuevas generacio-
nes que solo encuentran en las leyendas e historias 
la evidencia de la diversidad de su territorio.

En este contexto se enmarca la pertinencia del es-
tudio de este caso en el que las múltiples y comple-
jas relaciones hidrosociales tienen su impacto final 
en las comunidades locales (Norman, 2018), que son 
las que se ven directamente afectadas por decisio-
nes impulsadas por el beneficio económico, social 
y político de ciertos grupos, pero que tienen poca o 
nula participación e impacto en el proceso de toma 
de decisiones, las cuales obedecen, a su vez, a prin-
cipios y lógicas de mercado (rentabilidad, ganancia, 
relación costo-beneficio, productividad, entre otras) 
y poco consideran los principios de lo que se plantea 
aquí como la ética hídrica y la justicia ambiental.

Plan de Justica

Los ocho pueblos son, en orden de ubicación geo-
gráfica, Loma de Guamúchil, Loma de Bácum, Tórim, 
Vícam, Pótam, Ráhum, Huirivis y Belem. Cada uno 
cuenta con su propio gobernador, el Pueblo Mayor 
(o consejo de ancianos), la autoridad militar, la auto-
ridad religiosa y la ritual, además de la tropa Yoeme 
que es el nombre que recibe el pueblo en su conjun-
to. Vícam Pueblo es la cabecera política de los ocho 
pueblos y es allí en donde se reúnen todas las auto-
ridades de los pueblos a tomar decisiones, a recibir a 
autoridades externas y a discutir y acordar acciones 
de forma colectiva, como un solo pueblo.

Su lucha por el territorio integra diversos aspectos 
que se vinculan de forma orgánica a la existencia 
misma del pueblo, de tal forma que no se entien-
den por separado aspectos geográficos, culturales, 
poblacionales o de otra índole, considerando que 
cualquier afrenta a alguno de estos aspectos, lo es 
contra el mismo Pueblo Yaqui en su totalidad. Esta 
forma de asumir el territorio corresponde fielmente 
con la definición propuesta por Elinor Ostrom de los 
bienes comunes como aquellos bienes colectivos y 



53 
El Plan de Justicia del Pueblo Yaqui  

transgeneracionales naturales, culturales o sociales, palpables o intangibles, he-
redados de forma colectiva y que no son exclusivos de una generación o persona, 
porque son fundamentales para la vida del planeta en sus diferentes expresiones 
(Ostrom et al., 2008).

Con este panorama y después de 82 años, de nuevo un presidente constitucio-
nal visita al Pueblo Yaqui y, esta ocasión, lo hace partiendo del reconocimiento 
del trato inequitativo del que ha sido objeto este pueblo por parte de toda la 
nación y comprometiéndose a resarcir el daño y a iniciar una nueva era en la re-
lación Estado-Pueblo Yaqui. El 27 de octubre de 2019 el Presidente de los Estados 
Unidos Mexicanos, Lic. Andrés Manuel López Obrador, dando cumplimiento a 
su compromiso de no dejar a nadie atrás y a los tratados internacionales que 
instan a las naciones a garantizar los derechos de las poblaciones indígenas, se 
comprometió con las autoridades tradicionales de los ocho pueblos yaquis y con 
la tropa Yoeme, a dar inicio a la formulación del Plan de Justicia del Pueblo Yaqui 
con el que se busca el restablecimiento de derechos de esta población y su cum-
plimiento progresivo.

Para cumplir esta labor se nombró al Instituto Nacional de Pueblos Indígenas 
(INPI) como entidad responsable, se instruyó a todas las entidades del gobier-
no federal a participar de forma coordinada, articulada y eficiente, y se estable-
ció una mesa de diálogo con las autoridades de todos los pueblos. Inició así un 
proceso de intercambio de información, de conocimiento, de documentación y 
de planeación conjunta que arroja como resultado, dos años después, la formu-
lación del Plan con acuerdos y acciones concretas que iniciaron el proceso de 
resarcimiento con el Pueblo Yaqui que, como ya se mencionó, ha luchado his-
tóricamente y de manera permanente por su sobrevivencia y contra el despojo.

Con el objetivo de respetar su autonomía y ser consecuentes, con un proceso 
de restauración que reconozca en el otro un interlocutor válido y con conoci-
miento valioso de su situación y de su territorio, se escucharon el diagnóstico 
y las demandas acordadas previa e internamente por los yaquis a través de sus 
asambleas, así como sus propuestas frente al diagnóstico de la situación en el 
territorio. Este punto ya constituye una entrada distinta a la forma de gobernar, 
y puede considerarse un indicador de cómo se va constituyendo una manera 
de gobernabilidad desde la lente de la ética hídrica (Schmidt y Matthews, 2017) 
y con una perspectiva de justicia ambiental. Con este punto de partida se agru-
paron los asuntos en tres temas prioritarios y sus respectivas mesas de trabajo: 
tierra y territorio, agua y medio ambiente y desarrollo integral (aspectos de salud, 
económicos, sociales, educativos y culturales).

La primera mesa que inició trabajos fue la de tierra y territorio, pues para el 
Pueblo Yaqui era prioritario partir del restablecimiento y delimitación correcta 
de su territorio. Frente a este tema, su solicitud fue decretar la reconfirmación 
del Decreto de Lázaro Cárdenas del año de 1940, con adiciones y correcciones 
que hagan efectiva la restitución de su territorio. Cabe aclarar que el reconoci-
miento de 1940 era correcto y el Pueblo Yaqui estaba de acuerdo, sin embargo, 
al concretar los límites, se dejaron a interpretación libre las coordenadas exactas 
y por eso se negociaron predios que eran suyos y se violaron los acuerdos pac-
tados. En esa mesa se realizaron actividades como la contrastación pública de 
mapas que fue muy importante para unificar los nombres de lugares y de lími-
tes, la realización de recorridos por todo el territorio para establecer coordenadas  
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exactas del mismo y la revisión de diversos instrumentos jurídicos, de los resultados 
de los recorridos, entre otros. Esta mesa estuvo liderada por la Sedatu y el Registro 
Agrario Nacional.

Los principales resultados de esta mesa, dos años después de iniciar los trabajos de 
concertación ya mencionados, son:

1.	 	La devolución inicial al Pueblo Yaqui de dos mil 943 hectáreas ubicadas en 
los municipios de Guaymas, Cajeme, Empalme y San Ignacio Río Muerto (DOF 
28 de septiembre de 2021).

2.	 	El reconocimiento de más de veinte mil hectáreas como parte del patrimo-
nio de este pueblo y alrededor de las cuales se continúa trabajando desde dife-
rentes frentes (administrativo, legal, técnico, social) para su restitución comple-
ta (Gaceta Agraria, 2021). 

3.	 	La regularización de aproximadamente ocho mil 800 hectáreas que el Pue-
blo Yaqui ha recuperado y que tiene en posesión (DOF 28 de septiembre).

La segunda mesa fue la de agua y medio ambiente y en ella se reúne al sector medio 
ambiente, encabezado por la Secretaría del Medio Ambiente y Recursos Naturales 
(Semarnat). Su trabajo partió con la presentación, el 21 de enero de 2020, de un diag-
nóstico elaborado de forma colectiva por el Pueblo Yaqui, en el que se desatacan los 
siguientes temas: 

1.	 Agua para el río Yaqui: el río Yaqui no tiene caudal, en palabras del Pueblo 
Yaqui “no se consideró a la naturaleza y se asignó su agua completamente a las 
personas, al riego y la industria, por tanto, se requiere recuperar el caudal del 
río”; hay gran pérdida de la diversidad; pidieron dotar como “agua ecológica” el 
50 % del caudal de la presa La Angostura.

2.	 Agua para el consumo humano: hay agua contaminada en los drenes agrí-
colas; presencia de arsénico en el agua; heces fecales en los pozos de donde se 
extrae el agua para el consumo humano; se requieren plantas potabilizadoras.

3.	  Agua para la producción agrícola: los drenes y canales están azolvados por 
lo que necesitan dragado; la tierra de cultivo tiene problemas con la salinidad y 
gran parte de ella ya no se puede sembrar.

Los resultados de esta mesa se resumen en cuatro puntos:

1.	  Construcción del Acueducto Yaqui que conducirá agua de la Presa “Álvaro 
Obregón – El Oviáchic”, hasta Las Guásimas y tendrá una longitud aproximada 
de 158 kilómetros, para proveer de agua potable suficiente y de calidad a los 
ocho pueblos tradicionales y las 52 localidades que conforman el Pueblo Yaqui; 
tendrá un volumen de nueve millones de metros cúbicos. El Pueblo Yaqui será 
el titular del derecho al agua potable y administrador de dicho recurso a través 
del Organismo Comunitario de Administración del Agua que decida. 

2.	  En tanto se realiza esa obra, que se espera entre en funcionamiento en 2023, 
se implementan acciones inmediatas para garantizar el servicio de agua pota-
ble de consumo humano, para lo cual el Instituto Mexicano de Tecnología del 
Agua (IMTA), realizó pruebas en las fuentes para evaluar la calidad del agua que 
utilizan para consumo humano. A partir de los hallazgos, se diseñaron sistemas 
de potabilización (garrafoneras) con filtros que atienden específicamente los 
resultados obtenidos, entregando agua de calidad óptima para el consumo.

3.	  Creación del Distrito de Riego 018 que contará con una superficie de 126 mil 
259 hectáreas, de las cuales 61 mil 223 serán irrigables y se les dotará con un vo-
lumen de 673 millones de metros cúbicos. El distrito contará con la tecnificación  
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del mismo y transferencia al Pueblo Yaqui para que, por primera vez en la 
historia del país, un pueblo indígena lo opere y administre a través de la 
Comisión Jiaki del Agua, con esto se busca reactivar las actividades agrope-
cuarias y productivas de esta población (INPI, 2021). 

4.	  En cuanto al río Yaqui, se continúan analizando las acciones que se im-
plementarían para que el sagrado río Yaqui vuelva a tener agua, a fin de 
sanar el ecosistema de la cuenca y recuperar su valor cultural y espiritual. En 
este tema aún falta información que permita establecer el verdadero alcan-
ce de las acciones que se propongan.

La tercera mesa, de Desarrollo Integral, está liderada por la SEDATU e inició su acción 
mediante recorridos por los ocho pueblos en los que sostuvieron reuniones con 
gobernadores y secretarios de cada uno de ellos y se identificaron los posibles pro-
yectos a desarrollar; se realizaron recorridos por escuelas y espacios públicos (can-
chas de béisbol, futbol, casa de cultura); se identificaron las necesidades a resolver 
y se dialogó con personal encargado de cada uno de los centros y la población 
en general, para conocer de primera mano aquellas acciones que tienen ya iden-
tificadas y saber si son viables. El diagnóstico reveló como necesidades priorita-
rias temas relacionados con educación, salud y medicina tradicional, cultura e 
identidad, infraestructura básica, producción (agricultura, ganadería, pesca, ac-
tividades productivas) y medio ambiente (ordenamiento ecológico productivo, 
reforestación, servicios ambientales, educación ambiental).

Como resultados principales de esta mesa se destacan:

•		 La construcción de un hospital regional y 6 unidades médicas rurales 

•		 Creación de la Universidad del Pueblo Yaqui e inicio de su construcción

•		 Mil 722 acciones de mejoramiento y construcción de vivienda 

•		 38 obras en espacios públicos 

•		 Cinco obras de conservación de caminos 

•		 Se construyen cinco kilómetros de acceso al pueblo de Tórim 

•		 42 obras de introducción y ampliación de energía eléctrica 

•		 Obtención de la concesión y puesta en operación de la radiodifusora 
		  cultural del Pueblo Yaqui La Voz del Río Yaqui, entre otras.

Como se mencionó, las entidades involucradas han estado trabajando de ma-
nera colaborativa para construir, a partir del diagnóstico realizado por la po-
blación, de la revisión de estudios y documentos existentes, estudios nuevos 
en campo y con la participación activa y permanente del Pueblo Yaqui y sus 
representantes, un plan con estrategias y acciones específicas a corto, mediano 
y largo plazo que atienda y dé respuesta a las necesidades de la población y 
lleve al cumplimiento del objetivo de saldar la deuda histórica que se tiene con 
el Pueblo Yaqui.

Marco axiológico

Para el INPI, entidad encargada de liderar el proceso de construcción del Plan de 
Justicia y llevar a cabo el acompañamiento para que se cumplan los acuerdos, 
existieron tres principios fundamentales que guiaron todo el proceso de cons-
trucción del mismo (INPI, 2021):
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La integralidad, con la que hacen referencia a la 
participación articulada de diversas dependencias 
del gobierno, once en total, que intercambiaron in-
formación, recursos, visiones diferentes acerca de 
problemas planteados y una “visión humanista” del 
bienestar que permitió entender que las interven-
ciones estaban orientadas no solo a resolver una 
situación particular mediante infraestructura, sino 
que impactaban en otras áreas y que al final, era el 
Pueblo Yaqui en su conjunto, con su cultura e identi-
dad, el que resultaría fortalecido y beneficiado.

La participación basada en el diálogo intercultural, 
que fue la metodología de construcción de acuerdos 
a lo largo de todo el proceso y que consistió en la “par-
ticipación colectiva, la escucha activa, la reflexión y la 
discusión con los que serían los beneficiarios, y al mis-
mo tiempo ejecutores de las acciones que se estaban 
impulsando” (INPI, 2021). Este diálogo exigió la cons-
trucción permanente de acuerdos, la disposición a 
entender al otro y sumergirse en una lógica diferente 
del actuar de servidor público tradicional que cumple 
un objetivo para lo que se traza metas y tiempos; en 
esta nueva lógica, el respeto por el otro, su cultura y 
valores y con ello el reconocimiento de un interlocutor 
válido que además marca el ritmo de la acción, im-
plicó un gran reto y, quizás, el desafío más complejo. 
El respeto y reconocimiento del Gobierno Tradicional 
Yaqui en el marco del pluralismo jurídico.

En palabras del INPI, “el Plan Yaqui es producto de la 
armonización entre las normas del sistema jurídico na-
cional y las leyes internas del Pueblo Yaqui, realizando 
un ejercicio de pluralismo jurídico inédito en el país”. 
Este pluralismo está dado en la manera en que se 
construyeron los acuerdos, bajo las leyes y tradiciones 
yaquis, en su lugar de toma de decisiones o Guardia 
Tradicional y con la presencia de toda su estructura de 
organización y gobierno. Los acuerdos se construyeron 
bajo sus esquemas y formas de tomar decisiones, y a 
su vez, implicaron la adecuación de marcos normati-
vos para que los acuerdos tuvieran viabilidad. 

Ética hídrica

Por ser el tema de mayor interés en este documento, 
analizaremos el proceso participativo que se dio pa-
ralelo a la construcción de acuerdos en torno al tema 
del agua y los marcos axiológicos que, consideramos, 
encuadran lo que podríamos considerar la ética hí-
drica en acción. 

Para esto partimos del reconocimiento de múlti-
ples actores en la toma de decisiones al respecto. 
El Pueblo Yaqui tiene su propia forma de gobierno 
y toma de decisiones en la que participa toda la co-
munidad (tropa Yoemia), autoridades políticas (go-
bernadores), administrativas (secretarios), de protec-
ción (capitanes y comandantes), religiosas (maestros 
principales y cantoras), consejeros (pueblo mayor y 
basario); entre ellos las propuestas circulan en un or-
den establecido, hasta que finalmente se llega a un 
acuerdo. Las discusiones se pueden dar en diferentes 
lugares, pero es en la Guardia Tradicional, ubicada en 
Vícam Pueblo, en donde se toman las decisiones y 
se consolidan los acuerdos. Se considera que lo que 
se dice, acuerda y decide allí, en un lugar sagrado, 
tiene carácter de cierto y un efecto vinculante para 
todos, por lo que allí se discute cada propuesta de 
acuerdo y se realiza la redacción final  del resultado 
de los mismos. En caso de hacerse este proceso en 
otros lugares, como sucedió en algunas ocasiones al 
utilizar espacios como la Casa de la Niñez, se llevan 
los acuerdos alcanzados y se discuten de nuevo o se 
aprueban en la Guardia Tradicional.
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Este diálogo circular puede tardar mucho más que 
lo que se puede considerar un “tiempo prudencial”, 
pero, al contar con la participación de todos, su efec-
to vinculante es aceptado y compartido por todo el 
pueblo, lo que reviste de gran fuerza y validez lo dis-
cutido y acordado.

Para dar agilidad al proceso, en estos espacios se 
designaron responsables, dos por cada Pueblo, para 
que avanzaran en el estudio de algunas propues-
tas y acordaran tiempos y lugares para las acciones, 
a estas figuras se les llamó Técnicos del agua y con 
ellos, una vez establecidos los acuerdos, las entida-
des avanzaban en la operación de los mismos. Se 
trató de una figura creada ad hoc, sin poder de deci-
sión, pero con la capacidad de llevar y aclarar dudas, 
consultar con sus autoridades y recibir retroalimen-
tación más rápidamente para llegar a las asambleas 
con propuestas más decantadas.

Los sistemas potabilizadores

A partir de estudios de calidad de agua realizados 
por el IMTA, entre diciembre de 2020 y enero de 2021, 
se identificaron los parámetros que se ubicaban por 
fuera de la norma de calidad de agua para consu-
mo humano y, como medida inmediata, se diseña-
ron los sistemas de potabilización de acuerdo con 
los resultados específicos obtenidos en cada uno de 
los Pueblos Yaqui. Son sistemas que tratan las carac-
terísticas particulares del agua de cada punto y que 
garantizan que el agua que arrojan como resultado, 
cumple con todos los parámetros para ser conside-
rada agua de calidad para el consumo humano. Se 
diseñó, instaló y se puso en funcionamiento un sis-
tema en cada uno de los pueblos, en casetas desti-
nadas a ese fin, en donde toda la población puede 
acercarse a adquirir su garrafón, a precios que ellos 
mismos determinaron y destinados únicamente al 
pago de los servicios públicos de agua y energía, y el 
pago de los operarios del sistema.

Así, dos técnicos del agua por cada Pueblo confor-
maron un equipo que apoyó el proceso de instala-
ción de los equipos de potabilización, medida tran-
sitoria e inmediata que se adoptó para garantizar el 
acceso al agua de calidad a toda la población. Con 
estos técnicos se visitó cada pueblo, se revisaron ins-
talaciones, se evaluaron las condiciones y se estable-
ció un plan de trabajo que permitió la instalación y 
puesta en marcha de los equipos. Este proceso se vio 

acompañado y fortalecido por dos comités cuyo sen-
tido y origen valen la pena resaltar.

En la primera instalación de equipos, llevada a cabo 
en Ráhum, se convocó a los técnicos, líderes de la co-
munidad, profesores, promotores de salud, vecinos del 
lugar y en general a personas interesadas en el tema 
de agua. Se presentaron los resultados de calidad del 
agua y las posibles afectaciones a su salud, así como 
la función de los equipos potabilizadores y se les plan-
tearon varias preguntas: ¿quiénes se van a encargar de 
los sistemas? ¿de operarlos, vender y distribuir el agua, 
pagar la energía eléctrica, promocionar el agua de cali-
dad, entre otras actividades?, ¿Cuáles serán los horarios 
de atención, el pago, cada cuánto, de qué dependerá, 
quién se encargará de otros aspectos de la operación y 
distribución? Como se trató de la primera instalación, 
acudieron, además de los ya mencionados, el goberna-
dor y el secretario y se fueron formulando las funciones 
y características del comité, a partir de lo cual se acordó 
la creación de dos comités:

•	Comité operativo: es el grupo encargado de 
operar el equipo de potabilización, realizar el 
mantenimiento, vigilar su funcionamiento, abrir 
la caseta (lugar en el que se encuentra el sis-
tema), cumplir con los horarios acordados en 
la asamblea, atender al público, lavar, cargar y 
vender los garrafones, entre otros.

•	Comité de promoción y seguimiento: es el 
equipo encargado de llevar la contabilidad del 
sistema, supervisar las ventas, pagar el recibo de 
energía, pagar a las personas del Comité Opera-
tivo lo que se acuerde y con la periodicidad pac-
tada, promocionar la venta del agua, difundir in-
formación acerca de la importancia de usar esa 
agua para el consumo, entre otras.

Este modelo sirvió de guía para los otros pueblos, 
que lo ajustaron a su contexto y realidad, adaptaron, 
agregaron y quitaron tareas y cambiaron el número 
de personas que lo conforman, aunque en general la 
estructura y funciones son las mismas y el número de 
personas que integran cada uno varía entre tres y cin-
co personas; los horarios de atención se establecieron 
de acuerdo con las actividades propias del pueblo; y 
la ubicación de la caseta en algunos pueblos conllevó 
a que se crearan actividades adicionales relacionadas 
con el transporte y entrega de los garrafones.

Como se mencionó, cada Pueblo Yaqui creó sus co-
mités y les asignó responsabilidades de acuerdo con 
las características y necesidades propias haciendo 
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variaciones específicas sin alterar mucho el plantea-
miento inicial, sin embargo, uno de los puntos en co-
mún fue el interés por la transparencia y la rendición 
de cuentas en cuanto al manejo de los sistemas de 
purificación. Para los asistentes a los talleres, era fun-
damental garantizar que quienes fueran nombra-
dos en cada comité, además de contar con tiempo 
suficiente para desarrollar las labores encomenda-
das, fueran personas honestas, en quienes el pue-
blo confiara, con vocación de servicio, interesadas 
por el bienestar de su comunidad, conscientes de la 
importancia de llevar a cabo sus funciones con pre-
cisión para garantizar agua de calidad a su pueblo 
y que estuvieran dispuestas a afrontar y responder 
frente a autoridades y a la comunidad en general por 
el manejo del dinero derivado de la administración 
de los sistemas de purificación.

En ese sentido, se propuso su integración con per-
sonas honestas y confiables, pero adicionalmente, 
se crearon controles con el fin de garantizar el buen 
manejo de los recursos y mecanismos para la ren-
dición de cuentas a las autoridades y a todo el pue-
blo. Dentro de estos mecanismos se encuentran el 
“cierre de caja” diario o semanal, el reporte quincenal 
de ventas y gastos (salarios, recibos, entre otros), el 
balance mensual y el reemplazo de los miembros de 
los comités, en caso de detectar irregularidades. La 
presencia de autoridades en los talleres contribuyó 
a “institucionalizar” los comités al darles un carácter 
oficial. En los lugares en los que las autoridades no 
participaron en la creación, posteriormente fueron 
informadas y los comités se presentaron con ellas lo-
grando su reconocimiento oficial y el respaldo de las 
autoridades para cosas adicionales (por ejemplo, el 
préstamo de su vehículo para la distribución).

Distrito de Riego y Acueducto Yaqui

Como se mencionó, dos resultados principales del 
Plan de Justicia son la creación del Distrito de Riego 
018 y la construcción del Acueducto Yaqui. Estas 
obras, además de garantizar agua de calidad para 
toda la población y de devolver la vocación agrícola a 

los pueblos, constituyen un gran reto para el Pueblo 
Yaqui en su totalidad, pues son ellos quienes se en-
cargarán de su operación, administración, funciona-
miento, mantenimiento y todo lo que se derive de 
ello, convirtiéndose a su vez en el primer pueblo indí-
gena dueño y administrador de su propio acueducto 
y Distrito de Riego.

Frente a este gran reto, las autoridades yaquis convi-
nieron la creación de una instancia que se encargue 
de todos los temas relacionados con el agua, para 
esto, designaron a los técnicos del agua para que 
elaboraran una propuesta al respecto. Para cumplir 
con este cometido, solicitaron el acompañamiento 
del INPI y del IMTA quienes fungimos como facilita-
dores del proceso.

Para llevar a cabo esta tarea, nos reunimos con los 
representantes de los ocho pueblos, durante dos 
jornadas de dos días completos cada una de ellas, 
dando espacio entre una y otra para que los técnicos 
tuvieran oportunidad de presentar los avances con 
sus autoridades y recibir su retroalimentación.

El inicio fue lo más complejo, pues era muy difícil 
pensar en tantos temas al tiempo, por lo que se de-
finieron primero los temas: acueducto, distrito de 
riego y caudal ecológico del río, y se decidió empe-
zar por el Distrito de Riego (DR), dada la gran expe-
riencia que la mayoría de ellos tiene al respecto por 
haber estado vinculados, en algún momento, en al-
guno de los cargos del actual distrito que administra 
una empresa privada. Posteriormente se pensará la 
estructura de los otros temas y finalmente, se su-
perpondrán los tres diseños institucionales para ver 
cómo se unifican en una gran estructura que atien-
da todos los temas relacionados con el agua.
Para empezar, se definieron los principios que regi-
rán todas las acciones relacionadas con el DR y se 
acordó realizar sus funciones con apego a los princi-
pios de equidad, transparencia y rendición de cuen-
tas. Es necesario recalcar que estos principios fueron 
determinados por los participantes y mencionar que, 
a lo largo de las jornadas y frente a alguna discusión, 
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se volvía sobre ellos para decidir y continuar. Según su visión, es precisamente la 
ausencia de estos tres elementos lo que ha llevado a que, en ocasiones anterio-
res, el pueblo en su totalidad no logre los propósitos planteados.

De manera general se plantearon los siguientes objetivos:

•		 Administrar, operar y conservar el agua, equipamiento, maquinaria 
		  e instalaciones del Distrito de Riego 018 en beneficio de los usuarios 
		  y como patrimonio del Pueblo Yaqui.

•		 Manejar en forma sustentable el agua destinada a la producción en el 	
		  Distrito 018.

•		G arantizar el buen funcionamiento del Distrito y la relación armónica 
		  entre los usuarios y el Pueblo Yaqui.

Posteriormente se presentó una estructura de administración general, a partir 
de la cual se realizó la descripción de cada cargo y sus funciones, se discutió su 
pertinencia y la posible duplicidad de actividades, su ámbito de acción, su nivel 
de responsabilidad, su capacidad de toma decisión y la “cadena de mando” en 
la que se inscribía. Con todo lo anterior se obtuvo una estructura general que, si 
bien no se diferencia mucho de la de un DR tradicional al contener las tres áreas 
fundamentales de cualquiera de ellos (operación, conservación y administra-
ción), si llama la atención en, al menos, dos sentidos: el lenguaje empleado para 
nombrar cada cargo y la forma en la que se toman las decisiones.

En cuanto al primer punto, el relacionado con el nombre de los cargos, los de-
legados, representantes, responsables y comisionados entran a reemplazar los 
cargos que conocemos como directores, gerentes, coordinadores y jefes, pues 
se asume que aquellos, representan la comunidad a través de sus autoridades 
y por tanto están a su servicio como sus delegados para algunas funciones, sus 
representantes para desarrollar una labor, como responsables de un tema o co-
misionados por su pueblo para una labor específica. Este tema fue retomado de 
manera permanente en las discusiones concluyendo siempre que la única auto-
ridad es la tradicional. 
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En su desarrollo, el ejercicio estuvo marcado por la relación-tensión permanente 
entre la necesidad de administrar un gran DR y la de respetar las formas de deci-
sión del Pueblo Yaqui en su totalidad, por lo que fue importante entender el fun-
cionamiento general del pueblo y los niveles de mando existentes, dando como 
resultados una estructura que se adecúa a las necesidades del DR sin transgredir 
su forma de gobierno, y en la que se incorporan las autoridades, como se puede 
ver en el esquema 1.

Propuesta de estructura

Toma
de decisiones Administración Operación Gestión

Asambleas
8 pueblos Yaquis

y usuarios de riego

Reuniones
de usuarios
por sección
o secciones
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•Uso y manejo
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Áreas
•Proyectos de obras
•Taller de maquinaria
y equipo mayor
•Almacén de equipos
y materiales
•Brigadas de topografía
y mantenimiento
•Nivelación de tierras
y desmonte
•Modernización del distrito
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•Contabilidad y finanzas
•Recursos humanos,
servicios generales
•Recursos materiales
y servicios
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y difusión

Gobierno Yoreme para uso,
administración y cuidado del agua

del Pueblo Yaqui

Delegados del área
de operación

Consejo
de administación
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de administración
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de operación

Comisionado
de operación
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de administración
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Vigilantes
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Asesoría jurídica

Área de investigación
y desarrollo

Proceso de transferencia
Conagua

ESQUEMA 1: Propuesta de estructura.
Fuente: Elaboración colectiva IMTA-INPI-Pueblo Yaqui.

En cuanto al segundo punto, la forma como se toman las decisiones, se avanzaba 
con la descripción de las funciones y el nivel de responsabilidad de cada cargo,;-
sin embargo, al finalizar la estructura general, se evidenció la necesidad de crear 
el flujo de la toma de decisiones y la información. Lo que llevó al Esquema 2 que 
se acordó llamar, temporalmente “Gobierno Yoreme para Uso, Administración 
y Cuidado del Agua del Pueblo Yaqui”, aunque existe la propuesta de llamarla 
“Comisión Jiaqui del agua”. De nuevo, es necesario resaltar la importancia que 
tiene para el Pueblo Yaqui respetar la estructura de gobierno y su toma de de-
cisiones y no crear estructuras paralelas que compitan con la autoridad, con la 
forma tradicional en la que se zanjan diferencias, se construyen acuerdos y se 
toman las decisiones que impactan a todo el pueblo.
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En los dos esquemas, se evidencia la interrelación entre las instancias de admi-
nistración y las autoridades y cómo la toma de decisiones respeta el orden tradi-
cional al dejar, en las asambleas de cada pueblo, la solución de ciertos temas y la 
generación de propuestas, y en sus autoridades, el canal directo con la asamblea 
para la solución de controversias, el análisis de propuestas y la toma de decisiones, 
mismas que comunican al Consejo de Administración para su cumplimiento.

Por otra parte, este esquema quedó incorporado en el Decreto Presidencial de 
creación del DR018, en cuyo artículo segundo se establece: “SEGUNDO. El Pueblo 
Yaqui a través de la figura de administración comunitaria que determine para el 
Distrito de Riego 018 y en términos de la Ley de Aguas Nacionales y sus sistemas 
normativos, elaborará el Reglamento del Distrito de Riego 018 y lo comunicará a 
la Comisión Nacional del Agua en un plazo que no excederá de tres meses con-
tados a partir de la fecha de entrada en vigor del presente Decreto.” (DOF 2021). 

Conclusiones: modelos de gobernanza y ética intrínseca

El análisis de este caso permite visibilizar algunos elementos cuyo sentido nos 
permite inferir una lógica intrínseca derivada de la ética hídrica que orienta las 
acciones de este pueblo y cuyo efecto constituye una forma de gobernanza que 
dista de las formas delegativas, y que se acerca mucho a una más colaborativa, la 
forma en la que se toman las decisiones constituye su columna vertebral. 
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ESQUEMA 2: Proceso de la toma de decisiones.
Fuente: Elaboración colectiva IMTA-INPI-Pueblo Yaqui.
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En general, cuando se trata de administrar un bien 
como el agua, las necesidades sociales, ambientales, 
económicas, políticas y demás, se cruzan, contraponen 
y compiten (Norman, 2018), por lo que el estudio de 
este tipo de gobernanzas locales, presentes en contex-
tos específicos en donde se dan formas de gobernanza 
diferentes, puede arrojar elementos que permitan su-
gerir posibles caminos de acción frente a los desafíos 
que implica el manejo de un bien cada vez más escaso.

Schmidt y Matthews (2017) plantean cómo el aborda-
je de la gobernabilidad del agua, a través de la lente 
de la ética hídrica y la justicia del agua, facilita el aná-
lisis de las desigualdades estructurales que contribu-
yen, a su vez, a exacerbar la cada vez más desigual 
distribución y acceso al agua. En este caso, al análisis 
de la ética hídrica y la justicia del agua, se suma una 
perspectiva histórica; juntos, estos elementos per-
miten ejemplificar cómo la toma de decisiones ha 
priorizado las necesidades de manera diferenciada, 
afectando al Pueblo Yaqui, su territorio y cultura; y 
cómo estos mismos principios, son los que dan cabi-
da a una nueva forma de acción estatal, en la que el 
establecimiento de acuerdos y vías de acción, a partir 
del autodiagnóstico y del estudio de las propuestas 
realizadas por la población, lleva a la construcción de 
acuerdos de manera más efectiva, construye con-
fianza y establece las bases de nuevas formas de rela-
ción entre el Estado y las poblaciones.

Los mismos autores, evidencian la necesidad de re-
plantear la estructura de gobierno del medio am-
biente mundial a partir del reconocimiento de los 
“históricamente oprimidos” y su igualdad de dere-
chos. Con algunos de los elementos de este caso se 
evidencia, por un lado, cómo las condiciones de mar-
ginalidad no son “naturales” o efecto colateral de los 
procesos de modernización y del desarrollo econó-
mico, sino que son resultado de políticas directas de 
expropiación que priorizaron el crecimiento econó-
mico a expensas del Pueblo Yaqui aun cuando ellos 
eran los poseedores de su territorio; y por otro, cómo 
el proceso de construcción de nuevas formas de re-
lación y de administración de los bienes como el 
agua, la naturaleza, el territorio, pueden empezarse 
a gestar “desde abajo” e ir transformando las formas 
de relación tradicionales estado-sociedad.

Con este caso se busca ejemplificar cómo las comu-
nidades locales, que son las que se ven directamente 
afectadas por decisiones impulsadas por el beneficio 
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económico y que generalmente tienen poca influencia sobre el proceso de toma 
de decisiones (Norman, 2018), pueden propiciar transformaciones en la gobernan-
za del agua fundamentadas en una ética hídrica culturalmente construida y con 
profundo arraigo territorial, promoviendo transformaciones a escala nacional, es 
decir, nos encontramos aquí con un proceso de transformación de abajo hacia 
arriba (bottom-up).

Este proceso de transformación implica la confluencia de dos elementos, por 
un lado la decisión gubernamental de iniciar un proceso de resarcimiento con 
un pueblo históricamente agraviado, y por otro, un pueblo que integra su cos-
movisión a sus formas de gobierno y de toma de decisiones y que no escinde 
o fragmenta los aspectos sociales, económicos, ambientales y culturales: nos 
encontramos así con una propuesta de administración del agua fundamentada 
en una ética hídrica culturalmente arraigada e incorporada en la cotidianidad 
de la comunidad.

Al igual que algunos casos planteados por Schmidt y Matthews (2017), el agua, 
para el Pueblo Yaqui, se valora y se entiende en el contexto amplio de una rela-
ción recíproca, la conexión profunda con el agua es más compleja que lo que se 
asume cuando se la define como una proveedora de sustento; está vinculada di-
rectamente con la vida y con su reproducción cultural, es inherente a su sentido 
de pertenencia al territorio como pueblo, a su forma de gobierno y a su estructu-
ra social, por lo que la ética hídrica que emana de sus decisiones no hace parte de 
un conjunto de valores que se adoptan sino que es estructurante de su realidad 
y su cultura y no se entiende otra forma de actuar al respecto. En ese sentido, 
tal vez encontraríamos lecciones importantes respecto a la ética hídrica si nos 
adentramos en el estudio de los pueblos tradicionales y su relación con el agua.

Pensar en los impactos que tanto las políticas como las acciones de la comuni-
dad tienen o tendrán en el futuro, sobre las áreas que habitan y que tratan de 
proteger, desde una perspectiva amplia e integral de la cuenca en su totalidad 
(Norman, 2018), a partir de principios de responsabilidad y autorreflexión e in-
corporarlos en los diversos modelos de gobernanza, puede ayudar a promover 
una nueva ética del agua consciente de la conexión con el lugar, que promueva 
un trato respetuoso al entorno y que garantice la sostenibilidad de la vida. Este 
enfoque implica un cambio profundo en la manera como se administra el agua, 
implica transformar el enfoque basado en su utilidad (consumo humano, riego, 
industria) a otro basado en su importancia trascendente y en su integralidad con 
el entorno y lo que sucede en él. 
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Los derechos humanos al agua y saneamiento: de la dignidad 
al imperativo ético

LEY MODELO DE SISTEMAS COMUNITARIOS 
DE AGUA Y SANEAMIENTO: 
POSITIVIZACIÓN DE LA ÉTICA HÍDRICA  

En el marco del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales del 
Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas emitió, en 2002, la 
Observación General número 15 relativa al derecho al agua, dónde desde 
su primer artículo reconoció que el derecho humano al agua era indis-
pensable para una vida humana digna (Naciones Unidas, 2003).

En 2010 la Asamblea General de las Naciones Unidas, reconoce el valor del agua 
y su saneamiento al positivizarlos como derechos humanos (Asamblea General 
ONU, 2010), decisión que fue refrendada en 2015 al reconocerles como derechos 
humanos independientes entre sí (Asamblea General ONU, 2015). Además, am-
bos derechos humanos han sido incorporados en la Agenda 2030 enmarcados 
en el Objetivo de Desarrollo 6 (ODS 6): Agua limpia y saneamiento (Asamblea 
General ONU, 2015).

La escasez del agua como consecuencia, en parte, de su creciente demanda, se 
ve potenciada con la disminución de su calidad y la degradación de los ecosis-
temas asociada a esta causa. Las comunidades ‒humanas y no humanas‒ que 
dependen de estos ecosistemas y de sus fuentes de abastecimiento de agua, 
sufren directamente los problemas de abasto y calidad, así como una reducción 
en su productividad (Norman, 2018). Estas condiciones, son causa común de mu-
chos de los conflictos socio-ambientales por el agua vigentes, que no pocas ve-
ces, terminan por generar efectos tan adversos como enfrentamientos armados 
y desplazamientos forzados. 

Los impactos antes descritos no se reparten equitativamente en la sociedad, por 
el contrario, quienes sufren mayormente los efectos negativos, son los grupos más 
vulnerables estructuralmente, en particular quienes viven en condiciones de po-
breza (Arrojo, 2006; Norman, 2018). El estrés hídrico, las sequías, la desertificación y 
sus impactos económicos terminan por agravar la situación (Damania, 2020). 

Por su parte, el modelo económico imperante, el libre mercado, promueve la 
“mercantilización del medio ambiente […] y en particular de los servicios públicos 
de agua y saneamiento” (Arrojo, 2006), bajo el denominado modelo “de oferta 
[…] basado en el fomento de grandes obras hidráulicas bajo masiva subvención 
pública, en nombre del interés general” (Arrojo, 2006). O utilizando el argumento 
del desarrollo económico, concentrando los beneficios y el agua, en la población 
más rica, agudizando con ello, los efectos de las externalidades negativas en los 
estratos más pobres de la sociedad. 

El mercado opera en una lógica muy particular, por una parte, potencia la in-
dividualidad que opta “por maximizar las ganancias a costa del bien común” 
(Rodríguez-López y Guzmán-Ramírez, 2014). Y por otra, desecha lo que considera 
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ineficiente para el mercado. La protección de dere-
chos humanos, o el ambiente, no siempre es eficien-
te para el mercado. Por ello no es raro advertir que 
uno de los fallos del mercado se relacione con sus 
impactos ambientales, que afectan principalmente 
ecosistemas frágiles a los que considera ociosos o 
poco “productivos”; estos fallos también se advierten 
en impactos sociales cebados en contra de aquellas 
formas tradicionales de vida que no tienen cabida en 
la lógica económica del mercado. Todo esto termina 
por colisionar directamente con la dignidad huma-
na, atributo que se considera “no negociable y, por 
tanto, [de origen] es propia de aquello que está fuera 
del mercado” (Laise, 2016). 

En este sentido, Pedro Arrojo (2006), quién es el actual 
relator especial sobre los derechos humanos al agua 
potable y al saneamiento del Consejo de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas, identifica un tri-
ple reto histórico, para la gestión de las aguas: 1) la 
sostenibilidad de los ecosistemas acuáticos; 2) una 
gestión pública participativa del agua con enfoque 
de derechos humanos en un marco de globalización 
democrática; y, 3) la necesidad de recuperar “nuestra 
relación emocional con el agua” (Arrojo, 2006), me-
diante la integración de valores no tangibles como la 
belleza, el disfrute y la identidad en su relación con el 
agua y sus ecosistemas asociados. 

Sobre este último reto, perspectivas como la holísti-
ca ‒derivada de la cosmovisión indígena‒ también 
retoman el componente emocional en su relación 
con el agua, en particular, el amor que se puede pro-
fesar hacia manifestaciones del agua en la naturale-
za (ríos, lagos, arroyos, etc.): la denominada hidrofilia. 
Emma S. Norman posiciona este amor por el agua 
como uno de los tres puntales para el establecimien-
to de una nueva ética hídrica, a decir: agua sagrada, 
conexión entre los derechos y las responsabilidades 
en torno al agua (Norman, 2018).

La Declaración Europea por una Nueva Cultura del 
Agua de 2005 delimita, por su parte, tres principios 
éticos para una ética hídrica: equidad, gobernabili-
dad participativa y sostenibilidad. 

Como lo refiere el apartado de ética hídrica, que pre-
cede a este capítulo, el enfoque europeísta de la nue-
va cultura del agua, identifica cuatro funciones del 
agua, que además presenta en orden de prioridades: 
1) agua-vida, necesaria para la supervivencia de la 

persona humana y los ecosistemas; 2) agua-ciuda-
danía, para el interés general, la cohesión social y la 
salubridad; 3) agua-negocio, bajo el principio de re-
cuperación de la inversión, que sigue una lógica eco-
nómica concentrándose en maximizar beneficios a 
particulares; y, 4) agua-delito, aquellos usos del agua 
que utilizan vías ilegales, que fomentan su uso indis-
criminado o que promueven la contaminación del 
agua. Estas funciones y su nivel de prioridad se rela-
cionan directamente con los principios éticos antes 
referidos. 

Estudios que abordan la gestión del agua desde otras 
aproximaciones epistémicas, como son las de los pue-
blos indígenas de América Latina (Sandoval-Moreno y 
Günther, 2013; Vangrieken, 2015; Norman, 2018), tam-
bién identifican al agua-vida como función y valor 
principal que moviliza decisiones en torno al agua. 

La gestión, administración y relación de la sociedad 
con el agua requiere principios éticos para garanti-
zar efectivamente un manejo integral, sustentable y 
equitativo del agua, de tal manera que se reconozca 
el carácter “multifuncional” y las diversas valoracio-
nes del agua. Ello implica ir más allá de las solucio-
nes científicas o tecnológicas, hacia una imbrica-
ción de estas con cuestiones económicas, sociales, 
políticas, culturales y emocionales que requieren 
“ser guiadas por consideraciones [eminentemente] 
éticas” (Custodio, 2000). La ética como centro de las 
decisiones relacionadas con los asuntos públicos, y la 
dignidad al centro de las decisiones, justifica la nece-
sidad de un control público en la gestión del agua y 
no dejarlo al arbitrio de las reglas del mercado. Una 
actuación ética es, también, una acción por la vida. 

Dada la cantidad de personas afectadas, la diversi-
dad e intensidad de las transgresiones ocasionadas 
en contra de diversos derechos humanos, como 
consecuencia de las políticas y modelos de ges-
tión del agua imperantes en los dos últimos siglos, 
los promotores del enfoque de la nueva cultura del 
agua acuñaron el concepto de  “hidrocausto” (Arrojo, 
2006), en un intento por visibilizar el alcance que han 
tenido estas políticas, programas y proyectos que 
terminan por exacerbar la inequidad social, al repro-
ducir la concentración de beneficios en élites que 
aprovechan su posición respecto de las instituciones 
del Estado, muchas veces capturado para movilizar 
recursos en su beneficio. Esta captura política apro-
vecha argumentos discursivos como la necesidad de 
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crecimiento económico o desarrollo, para disminuir o invisibilizar la dignidad, el 
bienestar, la salud y, en ocasiones, la afectación a la vida de millones de personas 
en el mundo entero. 

Otro aspecto a considerar, sobre la inequidad en su relación con el agua, es la 
distribución diferenciada de los impactos relacionados con el incumplimiento 
de las dimensiones que conforman los derechos humanos al agua y al sanea-
miento, siendo más acentuados los efectos negativos en sectores vulnerables de 
la población, ya sea por edad, condición de salud, situación de pobreza, exclusión 
estructural o por género (Vangrieken, 2015; Norman, 2018). 

En condiciones de pandemia, como la que se vive desde el 2020, el agua y su 
saneamiento permiten vislumbrar con mayor claridad la multidimensionalidad 
del agua (ND, 2005), además de que verifican el principio de interdependencia 
entre los derechos humanos, al evidenciar su estrecha relación con otros dere-
chos humanos como a la salud, al medio ambiente sano, a la vivienda digna, a 
la alimentación, a la educación, al desarrollo y a la vida misma. En este mismo 
sentido, trabajos como el de Rojas (2020) han identificado hasta 22 derechos hu-
manos asociados al agua. Así, el agua es más que un elemento de la naturaleza, 
también es un articulador de una multiplicidad de derechos humanos. 

El hidrocausto, por el que atraviesan millones de personas en el mundo, se re-
laciona principalmente con decisiones de carácter eminentemente político. 
Muchas veces como consecuencia del modelo económico imperante, el neoli-
beral, que fomenta que las instituciones del Estado sean guiadas por intereses 
económicos, favoreciendo así los privados sobre lo público. Esto ha generado in-
equidad en el acceso al agua y mala calidad del agua como consecuencia de su 
contaminación. 

El caudal que se requiere para garantizar una dotación que soporte la ingesta 
diaria de agua no supera “entre el 1 y el 2% de todos los caudales usados” (Arrojo, 
2006), por lo que no cabría una razón para que existan personas que no acceden 
al recurso o que acceden a agua de mala calidad. La Organización Mundial de la 
Salud (OMS) y el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), recono-
cen en un informe publicado en 2021, que:

Durante los cinco primeros años del periodo de los ODS, la cobertura básica 
de agua potable en contextos frágiles ha aumentado del 71% en 2015 al 74% 
en 2020. […] lograr el acceso universal al agua potable básica requerirá un 
aumento de 4 veces en las tasas actuales de progreso, mientras que lograr 
el acceso universal al agua potable gestionada de manera segura requerirá 
un aumento de 23 veces […] Lograr el acceso universal al saneamiento básico 
requerirá un aumento de 7 veces y lograr el acceso universal a los servicios 
gestionados de forma segura requerirán un aumento de 9 veces.  (OMS, UNI-
CEF, 2021)

 Alcanzar estos objetivos requiere de un esfuerzo muy grande tanto económi-
co, como material y humano. El mismo Arrojo (2006) reconoció que para 2005, 
el costo que implicaría lograr el acceso universal y salubre representaba tan 
solo el 1% del gasto militar realizado por los países del orbe, por lo que no exis-
te una razón económica de fondo que limite este acceso, sino una ausencia de  
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consideraciones éticas al momento de tomar decisiones políticas, que favorez-
can el pleno ejercicio de los derechos humanos al agua y al saneamiento. 

Ante este escenario, queda claro que el Estado debe retomar su preponderancia 
frente al mercado, anteponiendo el interés y la utilidad pública sobre la privada, 
por una razón de ética asociada con la dignidad de las personas. Los derechos 
humanos, “ni se compran ni se venden: se garantizan eficazmente” (Arrojo, 2006). 

El agua en comunidades rurales

Lo rural puede ser abordado desde diversas perspectivas: la economía y socio-
logía lo consideran como lo opuesto a lo urbano; para la demografía son aque-
llas “poblaciones que viven en áreas de poca densidad y asentamiento pequeño” 
(Ramírez, 2000); para la ecología política que parte de las relaciones de poder pre-
existentes, es arena para el conflicto socioambiental. En este contexto, lo rural se 
determina por el “rol que juegan [ciertos actores con la producción primaria] du-
rante el metabolismo general [socio-ambiental] que tiene lugar entre la sociedad 
humana y la naturaleza” (Toledo, Alarcón-Cháirez, y Barón, 2009); incluso otras vi-
siones integradoras, incorporan conceptos procedentes de la geografía crítica y 
la ecología política (Rojas, 2021). Para efectos prácticos, en México ya desde 1930, 
demográficamente se entiende por rural aquella población con menos de 2,500 
habitantes (Ramírez, 2000; INEGI(b), 2021).

De acuerdo con el informe Progresos en Materia de Agua para el Consumo, el 
Saneamiento y la Higiene en los Hogares 2000-2020, a cinco años de los ODS, 
elaborado conjuntamente por la OMS y la UNICEF, dos mil millones de personas 
no contaban con acceso al agua potable, siendo el área rural dónde existía una 
cobertura menor con un 60 %, en tanto que las áreas urbanas alcanzaron un 86 %.  
Por su parte, el mismo informe refiere que prácticamente la mitad de la pobla-
ción mundial carece de saneamiento seguro, existiendo también una marcada 
diferencia entre las áreas urbanas (62 %) y rurales (44 %), lo que exhibe un mayor 
rezago en el ámbito rural a escala global (OMS, UNICEF, 2021).

En América Latina y el Caribe de acuerdo con la Comisión Económica para 
América Latina y el Caribe (CEPAL) la población para 2020, era de 653, 962, 300 
de personas. De esta población, 81.2 % correspondió a población urbana, y 18.8 % 
a población rural (CEPAL, 2021). 

Con base en el Banco de Datos de Encuestas de Hogares 2019 para la región 
latinoamericana y caribeña, la disponibilidad de servicios de agua por tubería 
en los hogares rurales alcanzaba una cobertura del 76.2 % del total de viviendas 
rurales, con una media nacional de cobertura en todos los hogares del 87.3 %. Por 
su parte, las viviendas rurales con sistemas de eliminación de excretas represen-
taban el 52.9 % del total de viviendas rurales, con una media nacional del 61.7 % 
de cobertura en todos los hogares (CEPAL, 2021). El ámbito urbano presentó, en 
ambos casos, una cobertura superior, 14 % por arriba para agua por tubería y 12 % 
para eliminación de excretas.

Además, en América Latina y el Caribe, esta desigualdad entre lo rural y lo urbano 
es más notoria para las mujeres y las niñas, quienes se ven más afectadas en su re-
lación con el cumplimiento de estos derechos, siendo muchas veces quiénes de-
ben dedicarle varias horas del día a acarrear agua para las actividades domésticas  
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(Vangrieken, 2015; Norman, 2018). Particular mención 
requiere la higiene menstrual que tiene una estrecha 
relación con la disponibilidad de agua de calidad y con 
espacios seguros asociados con su saneamiento, situa-
ción que en zonas rurales se agrava (OMS, UNICEF, 2021).

En el caso mexicano, el Censo Nacional de Gobiernos 
Municipales y Demarcaciones Territoriales de la Ciudad 
de México, 2019, reportó que, de los 2,463 municipios y 
demarcaciones territoriales, 34 no cuentan con servicio 
de agua potable, lo que corresponden al 1.3 %; 524 no 
cuentan con servicio de drenaje, equivalentes al 21.27 % 
de los municipios; y, 1,676 no contaban en ese entonces 
con servicio de tratamiento de aguas residuales lo que 
representa el 68.04 % de los municipios (INEGI, 2020). 

De acuerdo con el Censo 2020, el Instituto Nacional de 
Estadística y Geografía (INEGI), reporta que para ese 
año existían en México 35, 156, 897 viviendas particulares 
habitadas de las cuales 27, 277, 862 [un 77.58 %] dispo-
nían de agua entubada dentro de la vivienda, 33, 564, 
054 [el 95.46 %] de drenaje y 34, 478, 503 [98.07 %] de 
sanitario (INEGI(a), 2021). Sobre este particular, existen 
municipios cuyas cabeceras municipales sí cuentan con 
estos servicios, y por tanto el INEGI reporta cobertu-
ra en dichos municipios, pero cuando se afina el lente, 
esta cobertura no incluye a las poblaciones de menos de 
2,500 habitantes. 

En condiciones de pandemia, esta situación representa 
riesgos adicionales para la población rural en condición 
estructural de desigualdad respecto de la población 
urbana. De acuerdo con el informe de la OMS-UNICEF, 
entre 2015 y 2019 la población rural alcanza una cober-
tura de 84 % en el lavado de manos, en tanto la urbana 
un 91 %. Como se advierte de este dato, la población 
rural presentó un menor acceso a saneamiento [lavado 
de manos] ya sea por falta de agua o jabón para lava-
dos de manos, mientras que para la población urbana 
representó el 6 %, por su parte la falta total de acceso 
a lavado de manos representó el 5 % de la población 
rural y el 2 % en población urbana (OMS, UNICEF, 2021). 
Esta falta total o parcial de acceso a lavado de manos, 
implicó mayor riesgo epidemiológico para las pobla-
ciones rurales, de aquí la importancia que representa 
terminar con las inequidades en el cumplimiento de 
derechos humanos al agua y saneamiento, en su re-
lación con otros derechos, como a la salud, entre los 
ámbitos rural y urbano.

Una de las causas de esta inequidad, son las pro-
pias instituciones del Estado, que fomentan o no 
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resuelven las condiciones de inequidad. En tal sentido el orden jurídico  
mexicano juega un papel relevante. Desde 1999 se incorporó en el artículo 115 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), la facultad a 
los municipios para atender los denominados servicios de agua potable, drena-
je, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales (Cámara de 
Diputados, 2021), previsión que en su momento no consideró las brechas de ca-
pacidades y recursos existentes entre municipios y al interior de los municipios, 
muchos de los cuales no contaban con las condiciones mínimas ‒recursos‒ para 
enfrentar, y mucho menos garantizar, estas obligaciones. 

Para el año 2012, la CPEUM, incorpora en su artículo cuarto los derechos hu-
manos al agua y al saneamiento, mandatando al estado mexicano, a través 
de las autoridades competentes, ̶los municipios̶ , a garantizar el cumplimiento 
pleno de estos derechos. Los denominados Organismos Operadores de Agua y 
Saneamiento (OOAS), son las instancias municipales o paramunicipales encar-
gadas de atender este mandato constitucional. La mayoría de los municipios en 
México cuentan con un OOAS, como lo muestra el Censo Nacional de Gobiernos 
Municipales y Demarcaciones Territoriales de la Ciudad de México, 2019; sin em-
bargo, éstos no siempre pueden dar cobertura a todo el espectro de población 
que habita el territorio municipal. Lo anterior es resultado de una multiplicidad 
de factores: la extensión territorial, la orografía, la dispersión de la población rural, 
la falta de planeación urbana, la limitada disponibilidad de recursos económicos, 
materiales y humanos. Todos estos factores obligan a los OOAS a priorizar el uso 
de sus limitados recursos, focalizando su atención en las cabeceras y principa-
les centros urbanos de las municipalidades, dónde además se concentran los 
poderes locales (Sandoval-Moreno y Günther, 2013; Morales-Juárez y Méndez-
García, 2021). Si bien, pueden existir otras razones históricas relacionados con la 
cobertura de sus servicios, la concentración estructural de beneficios en ciertos 
sectores de la población ‒élites políticas y económicas‒ es una constante en el 
ámbito rural. 

En México existen múltiples ejemplos de esta situación que son comunes en la 
geografía nacional, casos como el de Mezquitic, Jalisco, dónde las rancherías de 
origen indígena Wixárika ‒Huicholes‒ no cuentan con servicios de agua pota-
ble, drenaje y saneamiento, en tanto la cabecera municipal sí cuenta con sufi-
ciente cobertura. 

Ante esta realidad, surge el cuestionamiento siguiente: ¿quién atiende a todo 
ese universo de personas que se encuentran fuera de los núcleos poblacionales y 
que demandan agua para uso personal y doméstico?  

Dónde no llegan los OOAS y existe población dispersa o agrupada en comuni-
dades o rancherías, el agua llega principalmente mediante acarreo unifamiliar o 
por arreglos organizacionales locales a los que se les conoce con denominaciones 
diversas: organizaciones autogestivas del agua, comités locales de agua, juntas de 
agua o de acción comunal, sistemas independientes de aguas u otras (Galindo-
Escamilla y Palerm-Viqueira, 2007; Muñoz, 2010; Sandoval-Moreno y Günther, 
2013; Galindo-Escamilla y Palerm-Viqueira, 2016; Morales-Juárez y Méndez-García, 
2021). A esta diversidad de arreglos se les denominará sistemas comunitarios de 
agua y saneamiento (SCAS).
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Los SCAS en cuánto instituciones locales de carácter 
comunitario, definen, regulan y distribuyen el acce-
so, uso y administración de su agua ‒en algunos ca-
sos de su saneamiento‒ (Appendini, García Barrios, 
y Tejera, 2002). Además, promueven la gobernanza 
local (Galindo-Escamilla y Palerm-Viqueira, 2016; 
Morales-Juárez y Méndez-García, 2021; Díaz, 2021). 
Estos SCAS, implican capacidades de asociación, 
organización y acción colaborativa para resolver las 
necesidades de abastecimiento de agua y, en menor 
medida, de saneamiento para la población dispersa 
en el ámbito rural, aunque también se les encuen-
tra en las zonas urbanas. Los SCAS también ofrecen 
espacios de relacionamiento y fortalecimiento de la 
identidad rural o comunitaria, promoviendo además 
valores fundados en el bien común (Díaz, 2021), así 
como “una relación más estrecha con el ecosistema 
tierra” (Sandoval-Moreno y Günther, 2013).

Hasta la fecha México no cuenta con un censo ofi-
cial de SCAS que permita determinar, además de su 
cantidad, su ubicación, estructura, conformación y 
funcionamiento, así como la cobertura, consumo de 
agua, fuentes de agua, etc. Toda esta información es 
de sumo relevante para que el estado mexicano pue-
da conocer sus alcances y necesidades para el forta-
lecimiento de sus capacidades [necesarias para mejo-
rar su gestión] y con ello, abonar al cumplimiento de 
sus obligaciones en materia de derechos humanos al 
agua y al saneamiento, así como al ODS6. 

La ausencia de esta información se ve agravada con 
la precariedad jurídica que presentan estos SCAS, 
pues hasta la fecha no existe un reconocimiento le-
gal formal de estos sistemas, lo que les hace vulne-
rables al conflicto, genera debilidades institucionales 
frente al Estado y termina por invisibilizarles para ac-
ceder a recursos públicos, minimizándose, además, 
su relevancia estratégica.  

Los pueblos originarios y su reconocimiento 
en el manejo del agua

Los pueblos originarios, en México y toda la región 
latinoamericana, son garantes de una diversidad de 
normas, prácticas tradicionales, formas de organi-
zación y gobierno para la gestión de sus elementos 
naturales, con aproximaciones diversas, distantes 
ontológica y epistemológicamente a las que derivan 
del pensamiento occidental civilizatorio (Appendini, 

García Barrios, y Tejera, 2002; Sandoval-Moreno y 
Günther, 2013; Galindo-Escamilla y Palerm-Viqueira, 
2016; Acosta, 2020; López, 2020; Silva, 2020; Díaz, 
2021). Estos pueblos no separan lo humano y la na-
turaleza, como lo hace el pensamiento naturalista 
occidental. “Al contrario, la naturaleza forma parte de 
un gran continuum de socialidad” (Vallejo y Sánchez, 
2011). Lo que hace distinto su abordaje en relación 
al manejo de los elementos que se encuentran en 
sus territorios.

En general, los pueblos originarios, tienen una rela-
ción con su entorno que parte del reconocimiento 
de la naturaleza como dadora de vida, madre tierra, 
pacha mama, cosmovisiones que no parten de la 
idea de control o dominación sobre la naturaleza, 
como lo hace el pensamiento occidental (Sandoval-
Moreno y Günther, 2013; Norman, 2018; Acosta, 2020; 
López, 2020; Silva 2020). Esta deferencia de origen, 
que no separa dicotómicamente la relación perso-
na-naturaleza o comunidad-naturaleza, sino que lo 
asume como un continuum, hace una gran diferen-
cia al momento de normar las relaciones entre las 
personas/comunidades y los elementos naturales de 
su entorno. 

La apropiación de los elementos naturales es algo 
que no tiene cabida en la mayor parte de las cosmo-
visiones de los pueblos originarios (Norman, 2018; 
Acosta, 2020; Díaz, 2021). Por el contrario, muchos 
pueblos entienden su relación con los elementos na-
turales en una vía recíproca, por lo que se procura 
siempre actuar con respeto y agradecimiento ante el 
uso o goce de estos elementos naturales, asignándo-
les valores distintos a los de uso o mercado (Acosta, 
2020; Silva, 2020), lo que en el mundo occidental se 
denomina “valores intangibles” (Llamas, 2001). Esta 
diferencia ontológica, hace que los sistemas comu-
nitarios que gestionan los territorios y sus elementos 
partan del reconocimiento de la naturaleza como 
elemento central en sus vidas, no supeditado a las 
necesidades o demandas de las personas.
 
Los arreglos institucionales derivados de esta cos-
movisión son tan diversos como son los ecosistemas 
y fisiografías en las que habitan estos pueblos origi-
narios, teniendo como sello una visión comunitaria, 
en la que mayoritariamente se antepone el bien la 
comunidad, en su conjunto, frente al individual o 
particular (Ostrom, 2000; Appendini, García Barrios, 
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y Tejera, 2002; Acosta, 2020). Esto se refleja en trabajo 
colaborativo ampliamente arraigado y conocido de 
diversas maneras entre los pueblos originarios (te-
quio, ayni, mingas, etc.), el cual adquiere una conno-
tación de identidad entre estos pueblos, haciéndo-
se una acción cotidiana y un atributo bien valorado 
en estos pueblos (Ostrom, 2000; Sandoval-Moreno y 
Günther, 2013; Acosta, 2020; Díaz, 2021).

El manejo del agua es un elemento sustantivo para 
las formas de vida de los pueblos originarios (Norman, 
2018; Silva, 2020; Díaz, 2021). Más aun cuando el agua 
no es vista como un “recurso” sino como un elemen-
to vital para las personas, sus comunidades y la natu-
raleza que les rodea (Acosta, 2020; Silva, 2020). 

Como es de esperarse, los pueblos originarios de 
México entienden al agua como parte de “la madre 
tierra. La sangre de la tierra es la vida. Sin agua no 
tenemos vida. Los niños que van naciendo son hijos 
del agua… el agua es origen y destino” (Silva, 2020). 
No es algo que se pueda separar del territorio, del ce-
rro (Acosta, 2020).

Esto se ha visto afectado en gran medida por:

…la expansión de los modelos de desarrollo mer-
cantiles basados en la explotación de los recur-
sos de la naturaleza, [a los que] han proseguido 
procesos de irrupción en los preceptos y cosmo-
visión de pueblos originarios, a la par que se in-
visibilizan los/sus modelos culturalmente especí-
ficos de la naturaleza y de la construcción de los 
ecosistemas. (Vallejo y Sánchez, 2011)

La aproximación de los pueblos indígenas con el 
agua, que antepone valores no materiales o econó-
micos, sino de carácter simbólico o emocional (Díaz, 
2021), define en gran medida los arreglos institucio-
nales que han desarrollado para su manejo. 

Estos arreglos, bajo sus normas consuetudinarias, 
formas de gobierno y organización indígena, con-
forman modelos de gestión comunitaria del agua 
muy diversos en la región latinoamericana (Galindo-
Escamilla y Palerm-Viqueira, 2016; CLOCSAS, AECID, 
2017). Los SCAS, ya sean de origen indígena o no, re-
toman muchos de los conocimientos y prácticas que 
estos pueblos han desarrollado históricamente, prin-
cipalmente las relacionadas al bien común y al ma-
nejo de bienes comunes (Ostrom, 2000; Sandoval-

Moreno y Günther, 2013; Acosta, 2020; López, 2020; 
Silva, 2020).

La población rural de México y, en general en la re-
gión latinoamericana, es dónde se encuentra una 
importante proporción de población indígena y, por 
tanto, es dónde se mantienen vigentes muchas de 
las instituciones derivadas del derecho indígena. Tal 
es el caso de los SCAS, que, en su mayoría se concen-
tran en garantizar el acceso al agua para estas comu-
nidades (Galindo-Escamilla y Palerm-Viqueira, 2007; 
Galindo-Escamilla y Palerm-Viqueira, 2016; CLOCSAS, 
AECID, 2017). Históricamente, los SCAS de origen in-
dígena, devienen de una tradición previa a la confor-
mación de los estados nacionales y, por tanto, de sus 
instituciones originarias. 

Dada la conformación pluricultural que caracteriza 
a los países de América Latina, el reconocimiento de 
la dignidad que merecen los pueblos indígenas, sus 
normas, procedimientos y prácticas tradicionales tie-
nen un lugar preponderante para la mayoría de las 
democracias constitucionales latinoamericanas. 

Para el caso mexicano desde el año 2001, el artículo 
Segundo de la CPEUM, reconoce “el derecho de los 
pueblos y las comunidades indígenas a la libre au-
todeterminación y, en consecuencia, a la autonomía 
[…] VI[...] el uso y disfrute preferente de los recursos 
naturales de los lugares que habitan” (Cámara de 
Diputados, 2021), lo que, de acuerdo con una inter-
pretación conforme a los Tratados Internacionales 
en materia de derechos humanos y reconocimiento 
de los pueblos indígenas, incluye al agua. Otro alcan-
ce, importante de la reforma en materia indígena, es 
que fortalece el reconocimiento del derecho indíge-
na como fuente de “producción normativa” (López, 
2020), un importante elemento para considerar el 
nuevo diseño de los marcos legales para la región. 

Desde una lectura simple a la CPEUM se podría ad-
vertir una posible colisión de facultades entre el mu-
nicipio y los pueblos/comunidades indígenas, rela-
cionadas con los servicios de agua y su saneamiento. 
Pues, por una parte, la CPEUM reconoce la autono-
mía del municipio y le asigna obligaciones en este 
sentido, pero por otra, reconoce la autonomía de los 
pueblos indígenas para determinar sus formas de or-
ganización y el uso preferente de los elementos natu-
rales en sus territorios. 
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Sin embargo, partiendo de un enfoque de derechos humanos, una lectura inte-
gral de la propia CPEUM, permite advertir que tal colisión se encuentra autocon-
tenida en el propio texto constitucional, lo que se refuerza con la interpretación 
conforme a Tratados en materia de derechos humanos, en particular al Convenio 
169 de la Organización Internacional del Trabajo (SCJN, 2021), el cuál es vinculan-
te para México. Partiendo de este enfoque, se puede interpretar que prevalece 
el reconocimiento pleno de los derechos de pueblos y comunidades indígenas 
para la administración del agua en sus territorios, lo que no vulnera la obligación 
de los municipios, pero la restringe para aquellas áreas dónde no exista “jurisdic-
ción” indígena sin que ello limite la acción municipal. Por el contrario, el apartado 
B del artículo segundo prevé que “para promover la igualdad de oportunidades 
de los indígenas y eliminar cualquier práctica discriminatoria” los tres órdenes de 
gobierno deben fundar “las instituciones y [determinar] las políticas necesarias 
para garantizar la vigencia de los derechos de los indígenas y el desarrollo inte-
gral de sus pueblos y comunidades, las cuales deberán ser diseñadas y operadas 
conjuntamente entre ellos” (Cámara de Diputados, 2021). De tal manera que el 
propio texto constitucional habilita mecanismos de coordinación entre los órde-
nes de gobierno y las autoridades indígenas, cuando fuera necesario.

En este sentido, no existe una constricción constitucional o legal que impida 
el reconocimiento formal (positivización) de los SCAS en el derecho mexicano.
Pese a lo anterior, los SCAS no encuentran una positivización en la legislación 
mexicana. Si bien en la fracción XXXI del artículo 31 BIS de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal se hace una referencia indirecta a estos como “or-
ganizaciones comunitarias”, a las que la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos 
Naturales debe fomentar y apoyar como se presenta a continuación:

Artículo 32 Bis. - A la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales co-
rresponde el despacho de los siguientes asuntos:

[…] XXXI […] Fomentar y apoyar los servicios de agua potable, drenaje, alcanta-
rillado y tratamiento de aguas residuales que realicen las autoridades locales 
y las organizaciones comunitarias […]. (H. Cámara de Diputados, 2021)

No existe un marco legal derivado de esta fracción o del artículo 2 de la CPEUM 
que positivice este derecho de forma integral. Es de particular relevancia la nece-
sidad de establecer mecanismos procedimentales que den personalidad jurídica 
a los SCAS, pues en el marco del ecosistema institucional que rige el quehacer 
del Estado, no es posible fomentar, apoyar o coadyuvar con instancias que no son 
sujetas del derecho positivo. 

Si bien los SCAS operan tanto en territorios indígenas, como no indígenas, rurales y 
periurbanos, en su mayoría devienen de formas de organización que se instituye-
ron en usos y costumbres del derecho indígena. 

Un tema a destacar, es que los SCAS actúan dónde las instituciones del estado 
mexicano no han logrado subsanar las necesidades de agua y saneamiento, por 
ello, se consideran coadyuvantes de las obligaciones del Estado en estas materias.  
Por lo tanto, su reconocimiento legal es un imperativo ético, ya que además de que 
representa el reconocimiento de una deuda histórica del gobierno frente al lugar 
que le corresponde al derecho indígena y a sus instituciones, en una condición de 



76 
ÉTICA HÍDRICA: UNA NUEVA ORIENTACIÓN PARA LAS DECISIONES RELATIVAS AL AGUA

equivalencia normativa, también implica un mecanismo real que favorece el cumpli-
miento de las obligaciones del Estado para garantizar los derechos humanos al agua 
y saneamiento a toda la población, con particular énfasis en la población rural, que 
cómo se advierte en apartados anteriores se encuentra en condiciones de inequidad 
respecto de la urbana, en materia de agua y saneamiento. 

La Ley Modelo de Sistemas Comunitarios 
de Agua y Saneamiento: positivización de la ética hídrica

Como se advierte en la primera parte de este capítulo, la positivización de los dere-
chos humanos representa una necesidad fundamental para que las personas y sus 
comunidades puedan ejercer plenamente estos derechos. Además, esto permite re-
conocer y respetar la dignidad de las personas (Laise, 2016), ofrece un camino hacia 
la justicia hídrica, el reconocimiento pleno del derecho y las instituciones indígenas, 
todo ello, imperativos éticos.

Así, el reconocimiento normativo de los SCAS como imperativo ético, permite dig-
nificar a las personas y a sus comunidades que no encuentran otras formas de ha-
cerse de agua y saneamiento. Les permite establecer, mediante sus normas, pro-
cedimientos y prácticas tradicionales, condiciones mínimas para su desarrollo y 
bienestar. Representa, además, la positivización de la autonomía y del derecho indí-
gena ‒reconocida como fuente del derecho‒ (López, 2020).

En este sentido, bajo un enfoque de derechos humanos, fortalecer e impulsar mo-
delos de manejo cogestivo del agua, como son los SCAS, permite regresar el agua 
a las comunidades; involucrarlas activamente en la toma de decisiones sobre su te-
rritorio; fomenta con ello la participación ciudadana; abona al cumplimiento de la 
Agenda 2030; dignifica y reconoce saberes en torno al manejo del agua y a su con-
servación; y mantiene tradiciones que fortalecen el arraigo e identidad comunitaria.

Además de México, otros países de la región latinoamericana, no han reconocido 
legalmente los SCAS (PARLATINO, 2020). Como se expuso, esta falta de recono-
cimiento jurídico hacia los SCAS, les invisibiliza e impide que puedan ser sujetos 
de fortalecimiento institucional. Además, su desconocimiento, es una afrenta más 
hacia las instituciones de origen indígena, toda vez que mantiene vigente el pen-
samiento colonialista, generando condiciones de discriminación institucionalizada, 
lo que profundiza la marginación estructural en la que se encuentran las comuni-
dades que dependen de estos sistemas. Esta situación les pone en condición de 
desigualdad institucional frente a otros actores de poder que actúan en el territorio, 
políticos o económicos, lo que atisba condiciones de conflicto permanente entre los 
SCAS y las autoridades/poderes locales, en franca desventaja para los SCAS. 

La positivización de los SCAS en el marco jurídico de los países de la región lati-
noamericana es un paso necesario hacia el cumplimiento del ODS6, pues ello abre 
la posibilidad de establecer políticas de fomento y cogestión a través de los SCAS. 
Estas políticas, aún no desarrolladas o poco exploradas, podrían mejorar las capaci-
dades de los SCAS y con ello mejorar el acceso al agua y saneamiento de millones de 
personas que no tienen acceso a otros mecanismos institucionales para cubrir estas 
necesidades básicas. Por ello, reconocer legalmente los SCAS, redundará directa-
mente en la mejora de la atención a zonas marginadas y puede ser una herramienta 
que permita atajar la inequidad estructural y dignificar a las personas en su relación 
con el agua. 
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El reconocimiento legal de los SCAS, es una condición aliada de los Estados para 
alcanzar sus obligaciones en materia de derechos humanos al agua y saneamien-
to, añadiendo el reconocimiento jurídico de instituciones derivadas del derecho 
indígena. En otras palabras, es un ganar-ganar tanto para el Estado como para las 
personas.

Ante este escenario, un grupo promotor conformado por el Instituto Mexicano de 
Tecnología del Agua (IMTA), de la mano de la Agencia Mexicana de Cooperación 
Internacional para el Desarrollo (AMEXCID), el Frente Parlamentario Contra el 
Hambre capítulo México y la oficina regional de la Organización de las Naciones 
Unidas para la Alimentación (FAO) Mesoamérica, acordaron revisar, adecuar y pre-
sentar una propuesta conjunta de Ley Modelo de Sistemas Comunitarios de Agua y 
Saneamiento ante el Parlamento Latinoamericano y Caribeño (PARLATINO), como 
un importante paso hacia el reconocimiento de derechos y la positivización de los 
SCAS en la región.

El PARLATINO es un organismo internacional de carácter parlamentario, unicame-
ral, conformado por legisladores procedentes de los Poderes Legislativos nacionales 
de 23 países de América Latina y el Caribe. Se instituyó en 1987 en Lima, Perú y tiene 
su sede permanente en la Ciudad de Panamá, Panamá. México es país miembro 
desde su fundación. 

El PARLATINO, promueve la colaboración parlamentaria regional, enfocándose en 
el intercambio de experiencias y el diseño de marcos legales que sirven de modelo 
para que las legislaturas de los Estados que conforman este organismo internacio-
nal, los consideren al momento de desarrollar sus legislaciones nacionales. De tal 
suerte que las leyes modelo se convierten en referentes a ser adoptadas por los 
Estados parte. A la fecha se han aprobado 97 leyes modelo (PARLATINO, 2021), mis-
mas que se encuentran disponibles de forma pública en su portal electrónico y se 
distribuyen ampliamente entre sus miembros. Estas leyes modelo han servido de 
fuente internacional del derecho, convirtiéndose en referente para las legislaciones 
nacionales. 

El carácter internacional, su alcance regional y esta forma de procurar marcos de 
referencia para los países miembros, incluido México, fueron las principales motiva-
ciones para que el grupo promotor, determinara acercarse al PARLATINO.

Así, el 10 de junio de 2020, fue presentada ante el PARLATINO una iniciativa de Ley 
Modelo de Sistemas Comunitarios de Agua y Saneamiento, en voz de la Senadora 
Ana Lilia Rivera, la entonces Diputada Dolores Padierna y el entonces Diputado 
Diego del Bosque, todos legisladores mexicanos del Frente Parlamentario Contra 
el Hambre, capítulo México, con el acompañamiento de las instituciones que parti-
ciparon en su diseño. Esta iniciativa fue recibida con beneplácito por las autoridades 
legislativas que conforman el organismo internacional y turnada a diversas comisio-
nes para su discusión y dictamen.

La iniciativa original de Ley Modelo se conformó de 38 artículos divididos en 12 ca-
pítulos. En ellos, además de reconocer jurídicamente los SCAS, principal objetivo de 
la propuesta, se dio cuenta de la diversidad de formas de organización que estos 
sistemas pueden tener, una visión derivada de las instituciones indígenas, por lo que 
de origen no propuso una estructura o funcionamiento modelo para los SCAS, situa-
ción que ofrece versatilidad adaptativa a la iniciativa, en función de la realidad de 
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cada país. Además, al hacer esto se convirtió en una 
ventana al derecho indígena como fuente de dere-
cho. La propuesta original también estableció princi-
pios, derechos y deberes de los operadores de los SCAS, 
con un enfoque de derechos humanos. Esta iniciativa 
también buscó atender las diferencias que existen en-
tre los SCAS de origen indígena y los que no lo son, to-
mando en cuenta las mejores prácticas internacionales 
disponibles y los estándares internacionales en materia 
de protección de derechos indígenas. También se 
consideró un capítulo dedicado al fortalecimiento 
de capacidades y fomento, tema clave para aprove-
char al máximo el desarrollo de estas organizaciones 
con miras a lograr el cumplimiento del ODS6. La Ley 
Modelo contiene dispositivos que habilitan estable-
cer mecanismos de colaboración entre los SCAS y los 
OOAS existentes en la región. En su conformación se 
incluyeron temas como la igualdad y equidad de gé-
nero, la transparencia, la protección de datos perso-
nales y la rendición de cuentas. Integró un capítulo 
especial sobre cambio climático y gestión de riesgos 
climáticos, para que el reconocimiento de los SCAS 
contenga previsiones que les permita adaptarse al 
entorno cambiante derivado de este fenómeno an-
tropogénico: neoinstitucionalismo participativo y 
adaptativo al cambio climático.

Después de su presentación y turno a comisiones, 
el PARLATINO determinó conformar un Grupo de 
Trabajo entre los promoventes y legisladores de este 
órgano parlamentario internacional, así como su 
cuerpo técnico. Este grupo elaboró una hoja de ruta, 
que, por una parte, permitiera que los parlamenta-
rios representados pudieran enviar observaciones 
al texto, reuniones para su discusión, así como la in-
tegración de un proyecto de dictamen resultado de 
este proceso. Como resultado de este trabajo inter-
parlamentario, se actualizó la propuesta integrando 
un nuevo capítulo, pasando a 13 capítulos y 41 artí-
culos. El nuevo capítulo se focalizó en la gestión de 
emergencias, no solo climáticas, sino de todo tipo, 
atendiendo la emergencia sanitaria que inició a prin-
cipios del 2020. Este nuevo apartado prevé, entre 
otras cosas, diversas estrategias que los Estados pue-
den ofrecer para que los SCAS puedan contener, mi-
tigar y afrontar de manera inmediata y eficazmente 
una situación de emergencia. 

Entre los meses de octubre y noviembre de 2020, los 
ajustes realizados fueron aprobados en comisiones y, 
el dictamen se envió al área jurídica del PARLATINO 
para su revisión y adecuación normativa, siendo  

enviada a la mesa directiva para su votación en el 
pleno. El 11 de febrero de 2021, en sesión plenaria fue 
presentado el proyecto de Ley Modelo de Sistemas 
Comunitarios de Agua y Saneamiento, siendo apro-
bada por unanimidad en el PARLATINO. De esta ma-
nera, se logró un paso hacia la positivización de los 
derechos humanos al agua y saneamiento, el reco-
nocimiento de las normas, formas de organización e 
instituciones indígenas relacionadas con la gestión 
del agua en sus territorios y se abonó a la justicia hí-
drica para las personas que ven en los SCAS el único 
medio para lograr el acceso al agua y saneamiento. 

Cuando la dignidad de las personas y los pueblos se 
tiene como marco de referencia, a través de la éti-
ca hídrica, los agentes de gobierno encuentran un 
medio para convertir principios en acciones verifi-
cables. Casos como el de la Ley Modelo de Sistemas 
Comunitarios de Agua y Saneamiento muestran que 
la ética en acción puede ser el camino para cambiar 
realidades.
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Conclusión

El agua es un elemento fundamental para la vida, la naturaleza y la dignidad hu-
mana. Actuar con ética hídrica implica actuar poniendo en el centro a las perso-
nas y a la vida. Los SCAS, son medios para que personas vivan con dignidad en su 
relación con el acceso material al agua de calidad y a su saneamiento. La positi-
vización de imperativos éticos en la ley, allana el camino para el cumplimiento de 
los derechos humanos y, con ello, se avanza en garantizar la dignidad de las per-
sonas. En este sentido, la positivización de los SCAS mediante su reconocimiento 
legal, es un imperativo ético, pues la acción de estos sistemas permite, por una 
parte, dignificar a las personas mediante el acceso al agua y a su saneamiento 
y por otra, es un elemento de justicia histórica hacia las instituciones indígenas, 
pues al retomar estos diversos elementos para el diseño de normas del derecho 
positivo se les reconoce como fuentes de derecho. Este caso presenta un ejemplo 
de positivización de un imperativo ético, a través de la Ley Modelo de Sistemas 
de Agua y Saneamiento, como primer paso para garantizar el cumplimiento de 
derechos humanos (al agua y al saneamiento). 

La publicación de la Ley Modelo también refleja cómo la ética, al servicio de las 
decisiones de Estado, estimula la intención de los agentes gubernamentales ha-
cia la acción y se convierte en una herramienta fundamental para lograr, en el 
marco de una lógica colaborativa, que los Estados se apresuren a cumplir con 
sus obligaciones en materia de derechos humanos, a la par que se avanzan en el 
cumplimiento de la Agenda 2030.

El reconocimiento de los SCAS, mediante su institucionalización, es un ejemplo 
de la nueva forma de hacer política partiendo de motivaciones éticas, tenien-
do en el centro de la decisión la dignidad humana. La Ley Modelo de Sistemas 
Comunitarios de Agua y Saneamiento verifica, además, que, pese a las condicio-
nes más adversas, como las vividas durante la pandemia, la ética al servicio de las 
decisiones al seno de las instituciones del Estado encuentra la forma para sortear 
barreras en beneficio de la sociedad.
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Presentación

VALLES CENTRALES DE OAXACA. FORMAS 
DE GESTIÓN QUE MODIFICAN LAS 
RELACIONES SOCIEDAD - ESTADO  

La ética hídrica, que se define en la primera parte de este libro, es, como ya 
se mencionó, un concepto de relativo reciente desarrollo y su origen remite 
a postulados de las dos últimas décadas que destacan el valor de la natura-
leza y de la toma de decisiones para su protección. 

El caso que se plantea aquí de nuevo remite a una ética hídrica previa, vinculada 
con el corazón mismo de las comunidades y cuya aplicación y vivencia se hace 
presente en el día a día y en el centro de sus luchas, se trata de otro caso en el 
que vemos cómo, desde abajo, la ética hídrica trasciende diferentes esferas de 
lo privado y lo público y orienta las acciones de todo un grupo de comunidades.

El capítulo no pretende realizar una exposición o reconstrucción exhaustiva del 
proceso de organización que ha tenido la población de 16 comunidades de los 
Valles Centrales de Oaxaca, lo que se busca con la presentación del caso, es poner 
de manifiesto cómo, desde los espacios locales y los ejemplos puntuales, se están 
generando transformaciones que bien podrían darnos algunas lecciones respec-
to al manejo del agua, a su relación con el territorio, la vida y a su vínculo profundo 
con formas de hacer y vivir diferentes y finalmente, a la ética hídrica en acción. 

La Veda

La región de los Valles Centrales de Oaxaca cubre una superficie de 9,480 km 
cuadrados y se subdivide en 121 municipios agrupados en siete distritos: Ocotlán, 
Zimatlán, Zaachila, Etla, Ejutla, Tlacolula y Centro (COPLADE, 2017). La cuarta par-
te de la población de la región vive en localidades rurales, pequeñas y dispersas 
y predomina la población indígena zapoteca, aunque también conviven con po-
blación mixteca y mixe. El 51 % de la población se encuentra en pobreza; en gra-
dos de rezago muy alto y alto se encuentra el 50 % de la población y en grados de 
marginación muy alto y alto el 56 % (COPLADE, 2017).

El 25 de septiembre de 1967, siendo Presidente de la República Mexicana Gustavo 
Díaz Ordaz y frente a la situación de sobreexplotación del acuífero que ponía en 
riesgo la disponibilidad futura de agua, se emitió un Decreto, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación "que establece veda por tiempo indefinido para 
el alumbramiento de aguas del subsuelo en la zona conocida como Valle de 
Oaxaca, cuya extensión y límites geopolíticos comprenden los exdistritos de Etla, 
Centro, Tlacolula, Zimatlán y Ocotlán, Oax." (DOF, 1967); lo que implica que, ex-
ceptuando el uso doméstico, no se puede extraer agua del subsuelo, modificar 
los aprovechamientos existentes en cantidad o en tipo de uso, ni incorporar equi-
pos más potentes, a menos que se cuente con una autorización explícita de la 
Secretaría de Recursos Hidráulicos (ahora Comisión Nacional del Agua, Conagua).

4
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Con esta veda se buscaba conservar y proteger los 
acuíferos de su sobreexplotación, sin embargo, se 
limitó con ella la actividad agrícola de la región ge-
nerando niveles elevados desocupación, de migra-
ción, abandono de la actividad agrícola y con ello, 
una modificación en las tradiciones y modos de vida 
de sus habitantes (Martínez-Mendoza y Altamirano-
Santiago, 2020), que se vio exacerbada con una se-
quía muy fuerte que se vivió en la región entre 2003 
y 2005 y que llevó a que en los pozos existentes, el 
nivel de agua bajara mucho y fuera cada vez más di-
fícil su extracción.

En 2005, las comunidades de esta región, reciben 
una carta de la Conagua que los conmina a pagar un 
excedente en sus derechos de agua, el cual se infiere 
por el incremento en las tarifas de energía derivadas 
del bombeo. Varias de las multas que se imponen 
son muy difíciles de pagar y se entienden como una 
afrenta dado que Conagua, como autoridad el agua, 
no tuvo ninguna intervención frente a la sequía, ni 
durante las décadas de veda y “solo aparece para co-
brar multas” (Orozco y Martínez, 2018).

Frente a esta situación, la población de 16 comuni-
dades campesinas zapotecas (San Antonino Castillo 
Velasco, Santiago Apóstol, San Sebastián, San Jacinto, 
Ocotlán, Santa Ana Zegache, San Isidro Zegache, 
Asunción Ocotlán, San Pedro Mártir, San Pedro 
Apóstol, San Matías Chilazoa, San Felipe Apóstol, Tejas 
de Morelos, La Barda Paso de Piedras, San Martín 
Tilcajete, El Porvenir y Maguey Largo) decide organi-
zarse y crea la Coordinadora de Pueblos Unidos por 
el Cuidado y la Defensa del Agua (COPUDA). Hecho 
que resalta la capacidad que tienen las comunidades 
para organizarse y generar sus propias normas y re-
glamentos para el manejo sustentable de los recur-
sos naturales que comparten, sin que ello atraviese la 
gestión estatal o de mercado, ni caiga en la sobreex-
plotación de los mismos, situación documentada de 
comunidades de diversos orígenes desde la década 
de los noventa del siglo pasado en todo el planeta 
(Kreimann, 2014).

Este es el inicio de una lucha más organizada de los 
campesinos e indígenas de los Valles Centrales de 
Oaxaca que históricamente han estado abogando 
por su acceso al agua. Aquí vemos, como lo afirma 
Sabatini (1997), que los conflictos ambientales ac-
tuales son mucho más que meras disputas por la 

propiedad de un recurso. En ellos se encuentran en-
frentadas cosmovisiones ambientales y de vida dife-
rentes que llevan a confrontaciones de diverso tipo. 

Entre 2005 y 2007, la organización comparte expe-
riencias e intercambia estrategias de supervivencia 
hasta que en 2007 la lucha adopta dos frentes. El 
primero de ellos, consiste en una lucha legal contra 
el Estado, representado en la Conagua, a quien so-
licitan la revisión del Decreto de veda y el respeto 
de sus derechos sobre el agua y el territorio como 
pueblo indígena.

El segundo se fundamenta en sus propios conoci-
mientos y a partir de una visita al Museo del Agua 
de Tehuacán, Puebla, empiezan a implementar en 
la región lo que ahora llaman “siembra de agua”. En 
este proceso contaron con el apoyo, asesoría y acom-
pañamiento de universidades y centros de investiga-
ción. La iniciativa consiste en construir hoyas para la 
captación y retención de agua de lluvia, con la idea 
de que el agua recolectada se infiltre en el acuífero y 
aumente el nivel de agua disponible. 

Las hoyas se construyeron de acuerdo con la volun-
tad de los participantes, la disponibilidad de tierra 
y mediante un trabajo colaborativo, siempre con la 
intención de abonar en la recuperación del acuífero, 
garantizar el acceso al agua de estas comunidades 
y con ello a su forma de vida y de sustento; en este 
sentido el ambiente es considerado parte de un sis-
tema social complejo, donde se articulan y coevolu-
cionan las dinámicas físicas, culturales, sociales, polí-
ticas y económicas particulares y propias del lugar y 
del momento histórico (Walter, 2009).

Vemos, cómo un conflicto ambiental, en este caso so-
ciohídrico, se relaciona de forma estrecha con proce-
sos de valoración que rebasan la racionalidad econó-
mica representada por la institucionalidad que busca 
asignar precios de mercado y costos, movilizando a 
actores sociales por intereses materiales y simbólicos, 
más allá de las demandas económicas (Leff, 2003).

Los resultados y el salto cualitativo

En 2009 se empiezan a ver los resultados y los nive-
les de agua se recuperan (López y Martínez, 2018), 
con lo que la estrategia toma fuerza y se multipli-
ca en toda la región. En cuanto al frente legal, es a 
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partir de 2012 cuando la COPUDA solicita apoyo al 
Centro de Derechos Indígenas Flor y Canto, a través 
de cuya asesoría interpone un amparo directo cuyo 
resultado fue positivo en 2013, por parte del Tribunal 
de Justicia Fiscal y Administrativa, y que ordena la 
Conagua valorar la solicitud y llevar a cabo una con-
sulta (Martínez-Mendoza y Altamirano-Santiago, 
2020). La consulta sufre demoras y varios obstáculos 
e inicia en 2015, pero no se concreta.

En enero de 2019, bajo el Gobierno del presiden-
te, Andrés Manuel López Obrador, la Secretaría de 
Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat), la 
Conagua y el Instituto Nacional de Pueblos Indígenas 
(INPI) establecen y presentan una hoja de ruta para 
la modificación del decreto de veda de agua subte-
rránea en los Valles Centrales. Con esto se compro-
mete la realización de la consulta y se lleva a término, 
lo que lleva al gobierno federal a reconocer públi-
camente la autonomía de las comunidades de los 
Valles Centrales de Oaxaca para administrar, contro-
lar y recuperar el agua de sus territorios, mediante el 
“Decreto por el que se establece la zona reglamenta-
da comunitaria e indígena del acuífero 2025 de Valles 
Centrales del Estado de Oaxaca” (Conagua, 2020).

La representante en México de la Alta Comisionada 
de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, 
Jan Jarab, destacó en ese momento la gran importan-
cia de los acuerdos alcanzados porque “en México, en 
otros contextos, no se han reconocido los derechos 
de las comunidades indígenas al acceso, utilización, 
administración y conservación del agua. Así mismo, 
estos acuerdos representan una aplicación directa y 
ejemplar de los estándares internacionales conteni-
dos en el Convenio 169 de la OIT y la Declaración de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas, ante una Ley de Aguas Nacionales que 
hasta el momento no ha sido armonizada con dichos 
estándares” (ONU-DH México y Defensoría de los 
Derechos Humanos del Pueblo de Oaxaca, 2019).

Soluciones propias, apoyo institucional

Como parte de los acuerdos, se establece un proceso 
de fortalecimiento a la organización y a sus obras de 
captación, retención e infiltración. Para esto el INPI y 
el Instituto Mexicano de Tecnología del Agua (IMTA) 
trabajan de forma articulada con la COPUDA. 

Lo que se busca es implementar un modelo piloto de 
acompañamiento integral a este tipo de iniciativas 
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que abarque los temas que el INPI, desde su competencia puede cubrir, y que el 
IMTA, con sus capacidades y competencias, puede fortalecer. Se trata entonces 
de soluciones propias que surgen de la comunidad y que son apoyadas por el 
gobierno desde las entidades competentes en cada tema.

A partir de una primera visita en campo y después de varias reuniones de trabajo, 
se decidió enfocar las acciones iniciales en los siguientes aspectos:

•		 Caracterización de la calidad del agua de doce sitios de aprovechamien-
to de agua para riego y consumo humano, para identificar la presencia de 
contaminantes convencionales en los mismos y proponer estrategias de po-
tabilización, y en caso de ser necesario el tratamiento del agua para uso y 
consumo humano según los límites máximos permisibles de la NOM 127 
modificación año 2000.

•		 Fortalecimiento de capacidades de productores agrícolas en el mane-
jo y aplicación del riego eficiente a los cultivos, mediante el seguimiento a 
una parcela demostrativa de riego y el acompañamiento y asesoramiento 
técnico en el manejo de lluvia sólida, bombeo solar, riego eficiente, control 
natural de plagas, entre otros. 

•		 Fortalecimiento a la implementación de los reglamentos internos comu-
nitarios para el cuidado del acuífero.

Con estos elementos, como punto de partida, se busca atender a las solicitudes 
específicas de seis de las comunidades que forman parte de la COPUDA, a ma-
nera de piloto, y poder hacer los ajustes necesarios para continuar con el resto. 
Esta primera fase finalizó en diciembre de 2021 y es parte de un proyecto piloto 
de trabajo mancomunado entre la entidad encargada de atender los temas re-
lacionados con los pueblos indígenas (INPI) y la encargada de realizar investiga-
ción acerca del agua para su uso eficiente, poniendo el conocimiento al servicio 
de las comunidades y para una mejor toma de decisiones (IMTA).

Ética hídrica en acción

Esta experiencia parte de reconocer la profunda conexión de la población con 
su territorio, el gran conocimiento que han construido alrededor de sus bienes 
comunes y de identificar en sus acciones y motivaciones una forma particular 
de entender su territorio y relacionarse con él, tal vez a eso le podríamos llamar 
“ética hídrica en acción”.

El punto de partida es la definición del agua como un bien común, es decir, como 
un bien colectivo y transgeneracional, natural, cultural o social, palpable o intan-
gible, heredado de forma colectiva y que no es exclusivo de una generación o 
persona, porque es fundamental para la vida del planeta en sus diferentes expre-
siones (Ostrom, 2008). 

De nuevo, nos encontramos aquí, desde lo local, con una forma diferente de en-
tender y gestionar el territorio, en la que desde las necesidades y característi-
cas propias, se construyen las líneas de acción profundamente vinculadas con 
las costumbres, creencias y prácticas locales y se determinan las agendas que 
las instituciones deberían seguir para garantizar la sustentabilidad del entorno; 
en el proceso, los niveles de participación son significativos e involucran a toda 
la población (no solo a aquella que está habilitada para votar) desde múltiples 
expresiones. Son justamente esos variados niveles de participación los que se 
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relacionan directamente con las formas particulares que adopta la gobernanza 
en estos lugares (Swyngedouw et al., 2002). Lo que nos indica que es realmente 
posible crear nuevas formas de gestionar el agua y el territorio, desde lo local y 
con raíces culturales y territoriales propias, de hecho, ya se está haciendo.

Para estas comunidades, la organización y la autogestión han sido los caminos 
para resolver la situación expuesta y otras más que deben enfrentar dada la mar-
ginación y las características socio económicas. En este caso, la gestión comu-
nitaria en torno al manejo y uso del agua es un modelo de gestión autónomo 
en el que la comunidad se organiza, establece acuerdos y formula sus propias 
reglas para el manejo de su sistema y el aprovechamiento del agua en su territo-
rio (Lockwood, 2002); es la forma que adopta su acción colectiva y que los lleva, 
mediante la auto-organización a definir deberes, derechos y responsabilidades 
de todos frente a la gestión del agua, que se asume como un bien común y que 
por tanto está ligada a otras formas colectivas de organización y de la vida coti-
diana (Ostrom, 2011). 

Conclusiones y lecciones aprendidas

Como se evidencia en este caso, la gobernanza del agua tiene una dimensión 
física relacionada con la escasez que dio origen a la organización y más recien-
temente con la calidad, y una dimensión política y estructural por tratarse de 
pueblos indígenas a los que en principio no se les reconocieron sus derechos, 
junto con otras características que exacerban la situación: población rural, con 
altos índices de pobreza, rezago y marginación. Esta doble dimensión se acom-
paña permanentemente de un sistema de valores que las atraviesa y permea las 
formas de entender y asumir el problema (Schmidt y Matthews, 2017).

La forma en la que se estructura la gobernanza está cargada, no solo de los dife-
rentes niveles de participación que la configuran, sino también, de la forma como 
se entienden la ética y los valores que orientan las acciones en un determinado 
momento. Así, al esquema de gobernanza colaborativa (esquema 1), en la que se 
parte de la definición del agua como un bien común, propio y colectivo y en cuya 
gestión prevalecen las normas y acuerdos colectivos cuya construcción es fun-
damental para su fortalecimiento (Escobar, 2015), se suman aspectos axiológicos 
como la ética hídrica que fundamentan la movilización de estas comunidades.

Gobernanza Colaborativa: Gestión centrada en la comunidad

Agua como 
bien común

Bien propio,
colectivo, heredado

Normas propias
Acuerdos colectivos

Estrategia acción:
cooperación en usos y costos

Vigilancia:
auto regulación

Fortaleza, rendición 
pública de cuentas

Énfasis: proceso
construcción de acuedos

Gestión y organización
vida comunitaria

ESQUEMA 1: Gobernanza Colaborativa: gestión centrada en la comunidad.
Fuente: Elaboración propia.
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La ética hídrica, subyace entonces a las prácticas orientadoras de la gobernanza del 
agua, a las definiciones de rumbos de acción y a la relación misma con el entorno 
en su totalidad. Aunque hace falta indagar más al respecto, podríamos decir que en 
la génesis del entendimiento del territorio y del agua como bienes comunes, se en-
cuentra una ética hídrica que conecta todos los aspectos comunitarios y que orienta 
el curso de acción de las decisiones colectivas, pensadas, además, a largo plazo.

Esta perspectiva de la gestión comunitaria desde un esquema de gobernanza cola-
borativa, implica considerar el agua como un bien común y definirla como esencial 
para la vida, para la salud y para el mantenimiento del ecosistema, como un bien 
insustituible y ligado de forma estrecha e indivisible a las comunidades y los ecosis-
temas a través del ciclo hidrológico (Shiva, 2002), dicha indivisibilidad impide, o al 
menos dificulta, someter su distribución a las leyes externas del mercado; apartar a 
la comunidad de su gestión; y resignificar derechos, deberes y responsabilidades de 
los involucrados en el proceso (Escobar, 2015).

Esta forma de gobernanza colaborativa del agua, destaca la relación de las formas 
autoorganizativas con otras instancias involucradas en la gobernanza del agua (es-
tado, instituciones) y los diferentes principios que las rigen (Escobar, 2015). Esto a 
partir de formas de acción colectiva que se constituyen en un modelo de gestión 
heterónomo con diversos actores.

Acciones como las planteadas en este caso van en esa vía, la resignificación de las 
relaciones comunidad-Estado en donde las responsabilidades y acciones de ellas 
derivadas surgen de la valoración del territorio por parte de sus habitantes y de su 
particular visión desde lo local, fundamentada en una profunda ética hídrica que 
permea cada decisión y que se vincula a una perspectiva de largo plazo, donde esta 
nueva forma de relación comunidad-Estado juega un papel muy importante.
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LA PRESA EL ZAPOTILLO, UNA MIRADA 
DESDE LA JUSTICIA  

Los conflictos originados por el proyecto de construcción de una presa 
están asociados con la injusticia territorial y ambiental, la marginación 
social y la inequidad (Espinoza-Sauceda, 2018; Montalvo, 2015; Nava-
rro-Lashayas, 2021). Tal y como se afirma en la primera sección del libro 
cientos de presas en el mundo han sido construidas desde una visión par-
cial o incompleta en la que se diseñan soluciones de infraestructura bajo 
una óptica técnica y unidisciplinaria, en detrimento del bienestar de las 
personas que habitan en el lugar.

En este texto se retoma el caso de la presa El Zapotillo, la cual inició su construc-
ción en 2009, “sin que fueran tomados en cuenta muchos aspectos sociales y 
técnicos” (Santoyo, 2021, 8m37s), lo que motivó la resistencia de las comunidades 
que ganaron varias suspensiones legales y que derivó en que quedaran inconclu-
sas diferentes obras necesarias para que la presa entrara en operación.

Alrededor del tema hay una literatura prolífica, se ha escrito desde la movilización 
legal (Espinoza-Sauceda, 2018; Ruiz Ortega, 2020), los costos sociales (Escalante, 
2018), los desplazamientos forzados (Tomé Martín y Casillas Báez, 2016), las confi-
guraciones hidrosociales y sus implicaciones (Rodríguez-Sánchez, 2015) y la con-
flictividad social (Pacheco-Vega, 2017; Pacheco Vega, 2014). Justo a partir de esta 
última perspectiva se sitúa este análisis y se recuperan, de la literatura sobre jus-
ticia, las implicaciones sociales relacionadas con los desplazamientos forzados.
Con el fin de hacer notar que ante conflictos “intratables”, las negociaciones y los 
acuerdos sobre valores éticos, así como la apertura al diálogo, promovido por el 
gobierno, ayudan a destensar los conflictos y posibilitan el cambio. 

El texto está organizado de la siguiente manera: en primer lugar, se presenta 
lo que entendemos por desplazamientos forzados, cómo conceptualizamos la 
justicia hídrica y resaltamos cómo es importante la ética en las decisiones; luego 
mostramos de manera general la historia del conflicto y dialogamos con la lite-
ratura presentada; y al final, hacemos una breve reflexión de la necesidad de la 
ética en las decisiones de la política del agua.

Desplazamientos forzados, justica hídrica y ética 

Como se menciona en la primera parte del libro, existen tres actividades distin-
tas que generan los mayores conflictos relacionados con el agua: 1) los trasvases, 
los cuales son las transferencias de agua de una cuenca a otra; 2) la sobreexplo-
tación, entendida como la utilización de un volumen de agua mayor al que se 
recarga de manera natural; y 3) la degradación, la cual es la disminución de la 
calidad del agua por medio de la contaminación, canalización de los ríos, su re-
presamiento y otras alteraciones, reduciendo su salud ambiental.

5

Juana Amalia Salgado López

Introducción
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El caso que nos ocupa, la construcción de la presa El 
Zapotillo se sitúa en una propuesta de trasvase inte-
restatal, concretado en un decreto de 1995, que servi-
ría para compensar el trasvase de agua por los cauces 
del río Lerma a su paso por Guanajuato, por lo que los 
gobiernos involucrados acordaron la construcción de la 
obra hidráulica en Jalisco, sobre el río Verde (Rodríguez-
Sánchez, 2015). 

Es conveniente mencionar que, este tipo de obras se 
construyen en un territorio determinado, donde se ge-
neran diversos modos de relaciones, no sólo entre los 
grupos que se asientan en él, entre éstos y las autorida-
des, sino con la propia naturaleza. Para entender los im-
pactos sociales es necesario reconocer estos aspectos 
en su interrelación. 

De acuerdo con Montalvo (2015), las afectaciones de las 
presas provocan la inundación por el embalse, ya que 
los pueblos indígenas o campesinos construyen por lo 
regular sus asentamientos en las márgenes de los ríos, 
por cuestiones básicas: porque ahí tienen agua y por-
que las tierras son de mejor calidad. Este tipo de afec-
taciones genera desplazamientos forzados de personas, 
familias y comunidades y es una de las violaciones más 
graves a los derechos humanos.

Para Restrepo (2008) el desplazamiento forzado consti-
tuye una situación temporal, que afecta de manera in-
tegral el ejercicio de los derechos humanos del sujeto 
político y social, vulnerado en él su dignidad, libertad, 
igualdad y solidaridad, en donde el sujeto es expulsa-
do de su cultura, arrancado de sus raíces de grupo, de 
familia, de costumbres y es separado del grupo social. 
Los desplazamientos forzados destruyen vínculos socia-
les y vulneran seriamente los derechos humanos de las 
poblaciones afectadas, particularmente el derecho a la 
libre circulación, a la propiedad, a la vivienda y a la in-
demnización adecuada. Al alejar a las personas del río 
que les daba alimento y trabajo, se desconocen tam-
bién los derechos a la alimentación y a la subsistencia, 
al trabajo, a la salud y al agua. 

Además del desplazamiento forzado, se pueden gene-
rar otro tipo de violaciones como el empobrecimiento 
de las comunidades, la destrucción de ecosistemas va-
liosos, impacto a la salud de las personas, pérdida de 
fuentes de alimentación y de formas de vida tradicio-
nales, así como la criminalización de la protesta social. 

Fuente: Mensaje desde la presa El Zapotillo en Jalisco, https://
www.youtube.com/watch?v=x29mRgbP3Zs (14 de agosto de 
2021)
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Aunado a ello, es conveniente mencionar que, entre 
las comunidades afectadas, las diferencias de roles 
entre los sexos se incrementan, y las mujeres son las 
que soportan con frecuencia de un modo despropor-
cionado los costes sociales.

En tal sentido, las presas marginan a las poblacio-
nes que tiene que ser reubicadas por motivos de su 
construcción. Se las expulsa, se las indemniza, se las 
condena a la marginación cultural –pues siempre se-
rán “desplazados”, es decir, son personas sin plaza, 
obligándolas a desarrollar nuevos trabajos en lugares 
que previamente han sufrido un inevitable deterioro 
ecológico al implantar de facto nuevas poblaciones 
que lo han alterado significativamente (Tomé Martín 
& Casillas Báez, 2016). 

Los desplazamientos forzados pueden implicar el 
desplazamiento de toda una familia o comunidad, 
o de una parte importante de ella. Este evento con 
frecuencia se da de manera abrupta, imprevisible o 
intempestiva, sin planificación ni antelación; la de-
terminación de salir se suele dar por razones ajenas 
a la voluntad de la persona y en ausencia de libertad 
de elección. Los elementos comunes que encontra-
mos en este tipo de despojo son: 1) la concesión de 
un estatus legal por parte del Estado sobre terrenos, 
lo que posibilita la enajenación de estos; y 2) la aso-
ciación de capitales financieros extranjeros con ca-
pitales nacionales, que permite la expansión inten-
siva al convertir las tierras en mercancía; lo anterior 
con el beneplácito del aparato legislativo que favo-
rece sus intereses y pone en cuestión los derechos 
de los pueblos que habitaban previamente la zona 
(Navarro-Lashayas, 2021).

La Comisión Mundial de Represas expuso que al año 
2000 se habían desplazado mundialmente entre 40 
y 80 millones de personas por la construcción de me-
gaproyectos hídricos (Comisión Mundial de Represas, 
2000); asimismo informó que con frecuencia los 
efectos negativos no se valoraban ni se tomaban en 
cuenta adecuadamente ya que existía una gran va-
riedad de impactos que abarcan las vidas, los medios 
de subsistencia y la salud de las comunidades que 
dependen de los ambientes ribereños afectados por 
las represas.

Cuando estas situaciones afectan pueblos indíge-
nas o tribales la vulneración de los derechos puede 
ser aún más grave, debido a la especial relación que 
éstos tienen con la tierra y sus recursos naturales.  

En estas situaciones pueden también violarse los 
derechos a la identidad cultural, e incluso a la su-
pervivencia física de estos pueblos. De acuerdo con 
Romero Toledo et al., (2009), los principales movi-
mientos sociales que se han desarrollado en América 
Latina en los últimos años tiene un carácter rural; en 
este sentido, indígenas, campesinos sin tierra, pobla-
dores rurales y pequeños centros poblados han en-
trado en conflicto con la expansión del capital urba-
no e industrial, en particular a partir de la década de 
los ochenta, intentando hacer frente a su creciente 
exclusión de la globalización.

En este contexto cabe preguntarse sobre ¿qué es lo 
justo?, ¿para quién o quiénes?, ¿qué implicaciones 
tienen las injusticias hídricas en las comunidades 
afectadas? Sin duda, creemos que la justicia implica 
equidad, ética y honestidad. La justicia es la voluntad 
constante de dar a cada uno lo que le corresponde. 
Es aquel referente de rectitud que gobierna la con-
ducta y nos constriñe a respetar los derechos de los 
demás; por lo que requiere tanto de la redistribución 
como del reconocimiento y una buena formulación 
de políticas que conceptualice el reconocimiento 
cultural y la igualdad social. 

Para brindar alternativas de solución adecuadas es 
necesario escuchar a las comunidades afectadas, 
pues los conflictos por la construcción de presas tie-
nen como uno de sus detonantes principales la im-
posición de un programa, proyecto o política de de-
sarrollo, tal y como ocurrió con la presa El Zapotillo, 
como se explicará más adelante. 

¿Qué soluciones deberían implementarse ante estos 
escenarios?, si partimos de entender este conflicto 
como intratable, tal y como lo plantea Pacheco-Vega 
(2014), estaríamos ante un problema que presenta 
posiciones contrapunteadas entre los actores en dis-
cordia, con una persistencia fuerte del conflicto, en 
donde se elude la resolución. Al menos, así había sido 
el proceso en torno a la presa el Zapotillo, tal y como 
lo demuestra este autor.

Sin embargo, este tipo de conflictos se pueden con-
vertir en tratables conforme los elementos que obs-
taculizan la transformación de la confrontación cam-
bian, se avanza en la negociación y empiezan a ser 
resueltos, de esa manera el conflicto comienza a 
disminuir. Para hacer las disputas más tratables, se 
requiere un acuerdo sobre valores, estructuras bien 
definidas, procedimientos y reglas claras, así como 
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una autoridad legítima. En el caso que nos ocupa, creemos que las decisiones 
tomadas para su resolución descansan, entre otros, en la ética y, particularmen-
te, en uno de sus principios: el principio de la equidad, el cual implica un acceso 
equitativo al agua potable y “no marginar ni dejar de lado a nadie”. Tal y como se 
verá páginas adelante.

La historia de la presa El Zapotillo

La presa El Zapotillo se encuentra en la cuenca del río Verde ‒afluente del río 
Santiago‒, en el municipio de Cañadas de Obregón. Esta cuenca se extiende 
a lo largo de cinco entidades federativas: Jalisco, Guanajuato, Aguascalientes, 
Zacatecas y San Luis Potosí (Ver mapa 1). Jalisco tiene bajo su jurisdicción el 
55.76 % de la superficie de la cuenca, por lo que tiene mayor implicación y res-
ponsabilidad ambiental en cuanto a la gestión de la cuenca.

MAPA 1: Cuenca Río Verde y entidades federativas que abarca.
Fuente: Informe ONU, 2018

De acuerdo con Cabrera (2018), los objetivos del proyecto de la presa El Zapotillo 
han variado con el tiempo, pues pasó de constituir una fuente de abasto para León 
y la región de los Altos mediante el trasvase de agua de la cuenca del río Verde a la 
del río Turbio, a incluir la provisión de agua a la Zona Metropolitana de Guadalajara 
y a catorce municipios más de Los Altos de Jalisco entre ellos: Mexticacán, Cañadas 
de Obregón, Jalostotitlán, San Juan de los Lagos, San Miguel El Alto, Lagos de 
Moreno, Yahualica de González Gallo, San Julián, San Diego de Alejandría, Unión 
de San Antonio, Teocaltiche, Valle de Guadalupe, Villa Hidalgo y Encarnación de 
Díaz; lo cual implicaba hacer más alta la cortina de la presa. Esto último tendría 
como consecuencia la inundación de los poblados de Acasico, en el municipio de 
Mexticacán, y Palmarejo y Temacapulín, en el de Cañadas de Obregón. 
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El 3 de mayo de 2006, las autoridades federales anunciaron la licitación de la 
presa El Zapotillo; aunque, de acuerdo con Espinoza-Sauceda (2018), desde el 
20051 ya los habitantes de Temacapulín2 tuvieron conocimiento del proyecto de 
la construcción de la presa. La justificación de esa obra, habría sido una supues-
ta demanda por parte del gobierno de Guanajuato, el cual reclamó al gobier-
no federal el aprovechamiento del agua justificando la petición con un decreto 
de 1995 que les garantizaba más de 119 mil metros cúbicos anuales de reserva de 
agua (Tomé Martín & Casillas Báez, 2016). Este decreto de reserva de aguas na-
cionales superficiales para usos doméstico y público urbano fue publicado en el 
Diario Oficial de la Federación (DOF) el 7 de abril de 19953 y su modificación el 17 
de noviembre de 1997 para los Estados de Jalisco y Guanajuato. 

La intervención gubernamental y el proyecto que resultaron de la declaratoria ofi-
cial en 2006, irrumpieron y violentaron a la gente de Temacapulín, porque nunca 
se les consultó; pero especialmente, porque el entonces gobernador de Jalisco, 
Emilio González Márquez, anunció que la cortina que originalmente era de 80 
metros sería de 105 metros4 (Ver mapa 2), lo cual inundaría a las comunidades 
aledañas y ello implicaría su reasentamiento.
.

De acuerdo con el Libro Blanco del proyecto, se había considerado construir lo 
siguiente: 1) la obra de construcción de la presa de almacenamiento “El Zapotillo”, 
sus obras complementarias y el acueducto “El Zapotillo”; 2) las obras relacionadas 
con el reasentamiento de tres localidades que se ubicaban dentro del embalse 
de la presa; las cuales eran Acasico, situada en el municipio de Mexticacán y las 
localidades de Palmarejo y Temacapulín, situadas en el municipio de Cañadas de 
Obregón en el estado de Jalisco.

Como respuesta, en el 2008 los pobladores se organizaron. Pacheco-Vega (2014) 
explica que los habitantes de Temacapulín manifestaron su rechazo total a la 
obra y se constituyeron en el Comité Salvemos Temacapulín, Acasico y Palmarejo. 
Aunque de acuerdo con un Informe de las Naciones Unidas de Servicios para 

1	 En Junio de 2005 la Comisión Nacional del Agua (Conagua) comienza los estudios del subsuelo y 
en septiembre de ese mismo año, el director regional de la Conagua Raúl Antonio Iglesias Benítez, 
acompañado del Secretario General de Gobierno en Jalisco, Héctor Pérez Plazola, se reúne con po-
bladores de Temacapulín para presentar aspectos técnicos de la presa (Colectivo de Abogad@s, n.d.).

2	 Los habitantes de Temacapulín son parte de los 4,388 que, según el censo del INEGI en 2020, 
vivían repartidos en las localidades que conforman el municipio de Cañadas de Obregón, en cuya 
cabecera se censaron 2,625 personas.

3	 De acuerdo con Pacheco-Vega (2014: 226), “todo comenzó el 23 de febrero de 1990, cuando el 
entonces gobernador de Guanajuato, Rafael Corrales Ayala, firmó un acuerdo de colaboración para 
estudiar las aguas del río Verde con el gobernador de Jalisco, Guillermo Cosío Vidaurri y con el presi-
dente Carlos Salinas de Gortari. Producto de este estudio fue resuelto, en noviembre de 1994,  
el acuerdo que se oficializó mediante el decreto de 1995. Rodríguez-Sánchez (2015) menciona que en 
1995 Guanajuato demandó aguas del río Verde, por lo que empezó una serie de negociaciones con 
Jalisco para arreglar el problema de la recarga hídrica del lago de Chapala, sin embargo, se desata-
ron una serie de desencuentros por lo que en abril de 1995 el entonces presidente de México, Ernesto 
Zedillo, firmó el decreto del 95, a partir del cual se reservaban las aguas nacionales superficiales del 
río Verde para abastecer a los estados de Jalisco y Guanajuato, para su uso en el consumo humano 
de las poblaciones de Guadalajara y León.

4	 Mediante convenio de coordinación celebrado por el Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría de 
Medio Ambiente y Recursos Naturales, por conducto de la Comisión Nacional del Agua y los Ejecuti-
vos de los Estados de Guanajuato y Jalisco, se llevó a cabo un programa especial para los estudios, 
proyectos, construcción y operación del sistema Presa El Zapotillo y Acueducto El Zapotillo-Altos de 
Jalisco-León, Guanajuato, que fue suscrito el día dieciséis de octubre de dos mil siete, entre otros, por 
el Titular del Poder Ejecutivo del Estado de Jalisco, C.P. Emilio González Márquez y demás autorida-
des demandadas.
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Proyectos (UNOPS, por sus siglas en inglés), los orígenes del conflicto se remontan 
al año 2009. En este informe se reconocieron como principales focos de tensión, 
tanto la situación planteada por los pobladores de las localidades de Temacapulín, 
Acasico y Palmarejo en torno al reasentamiento que se desprende del proyecto 
de construcción de una presa con cortina de 105 metros de altura; así como el 
posicionamiento planteado por los actores de Los Altos de Jalisco a partir de sus 
preocupaciones sobre la accesibilidad al agua no solamente en términos de cau-
dales, sino también de calidad y precio (UNOPS, 2017).

MAPA 2: Embalse de la presa El Zapotillo a 105 metros de cortina de altura y las poblaciones que inundaría.
Fuente: Geocomunes en Espinoza (2018).

Explica Tomé Martín y Casillas Báez (2016) que, en el periodo de Felipe Calderón 
(2006-2012) se articuló un bloque político entre Jalisco y Nayarit que acordó un 
presupuesto con inversión inicial federal importante, con la suma de la partici-
pación económica de Jalisco y Guanajuato. En medio de distintos diseños y ma-
nejos público-privados, acuerdos cupulares y toma de decisiones, se despreció la 
voluntad de los habitantes que ni siquiera fueron consultados. 

La ausencia de consulta en estos tipos de proyectos ha sido una constante, la 
apertura del tema y la inclusión de las comunidades ha ocurrido, en parte, por el 
reclamo de quienes padecen estas injusticias. Escribe Montalvo (2015: 1): “el de-
bate público e internacional se dio debido a las luchas de comunidades afecta-
das directamente, quienes denunciaban su falta de participación en la toma de 
decisiones frente a los proyectos que se implementaban en sus territorios y, por 
otro lado, las consecuencias que padecían a causa del desplazamiento forzado”.
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Una vez formado el Comité Salvemos Temacapulín, Acasico y Palmarejo se llevaron 
a cabo diferentes movilizaciones sociales como plantones en el sitio de construc-
ción de la presa o bien estrategias legales (Gómez-Godoy y Espinoza-Sauceda, 2015). 
En tanto, los gobiernos federal y estatal continuaron con el proyecto y en septiem-
bre de 2009 la Comisión Nacional del Agua (Conagua) anunció que La Peninsular 
Compañía Constructora, en sociedad con FCC Construcción y Grupo Hermes, eran 
los ganadores de la licitación. En 2013, el entonces gobernador Aristóteles Sandoval 
anunciaba que la decisión final de reducir la cortina estaría en manos de la Conagua.

De acuerdo con Ruiz Ortega (2020), las manifestaciones continuaron y entre las accio-
nes realizadas se encuentran la interposición de diversos amparos, de plantones en el 
sitio de ubicación de la presa y en el lugar donde se inició la construcción de las nue-
vas casas para la reubicación de Temacapulín, mismas que no fueron autorizadas por 
la población. Como resultado de las acciones legales se obtuvieron algunas victorias 
en juzgados locales y regionales que no fueron acatadas ya que siguió la construcción 
de la presa. Motivo por el que los manifestantes bloquearon y se plantaron en el sitio 
donde se construía la cortina de la presa, deteniendo las obras. Ante ello, la Conagua y 
la constructora La Peninsular denunciaron penalmente a los responsables de detener 
la construcción, pero por mediación de Servicios de Asesoría para la Paz la situación 
no trascendió demasiado.

En 2014, el consorcio de empresas que construía la presa El Zapotillo decidió dete-
ner la construcción, con la cortina 30 centímetros debajo de los 80 metros de altura, 
evitando con ello caer en desacato de una sentencia emitida por la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, a favor de una controversia constitucional promovida por 
el Poder Legislativo de Jalisco desde 2012. El conflicto entró en un impasse debido 
principalmente a la politización del conflicto. Hasta ese momento, el conflicto en 
términos de Pacheco-Vega era intratable.

La reactivación del tema

En junio de 2021 se anunció en medios que los gobiernos de Jalisco y Guanajuato 
buscaban reactivar el proyecto de la presa El Zapotillo para dotar de agua a las zo-
nas metropolitanas de Guadalajara y León ante la grave sequía que azotaba a la re-
gión y había obligado al tandeo de agua en Guadalajara (Saavedra y Chávez, 2021). 

Dos meses después, el 14 de agosto, el presidente Andrés Manuel López Obrador 
visitó a las comunidades y envió un mensaje desde la presa El Zapotillo en el que 
anunció cinco asuntos importantes: 1) el reconocimiento de las tradiciones y los as-
pectos culturales que los habitantes de Temacapulín le otorgaban a su territorio; 2) 
el reconocimiento de que los anteriores gobiernos no habían consultado a la pobla-
ción; 3) el reconocimiento de la inversión multimillonaria en la obra –se mencionó 
una inversión de 6 mil millones de pesos–; así como el abandono de la obra; 4) el 
planteamiento de una alternativa que consistía en dejar la presa en 80 metros, lo 
cual solo alcanzaría para darle agua a los altos de Jalisco y a Guadalajara; y 5) lo 
anterior implicaba el anunció de que en caso de que se concluyera este proyecto 
hidráulico no alcanzaría el agua para abastecer al municipio de León, Guanajuato, 
por lo que el agua se quedaría en Jalisco (López Obrador, 2021a). 

Con esta visita se abriría el diálogo con las comunidades afectadas. Aunada a esta 
apertura comenzaron una serie de negociaciones, en las cuales, además, el presi-
dente se comprometía a que el titular de la Conagua, Germán Santoyo, presentaría 
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técnicamente la propuesta, con lo que se aseguraba 
la información y consultaba a la población; así como 
se transparentaba el proceso de reactivación del pro-
yecto. Cabe mencionar que, a través de la sociedad 
civil se había hecho del conocimiento público la co-
rrupción alrededor de la presa (para más detalle se 
recomienda ver la presentación de María González 
del Instituto Mexicano para el Desarrollo Comunitario 
A.C, en la semana de la Transparencia Hídrica5 2020 
realizada por el IMTA); ante este escenario, el anun-
cio del presidente mostraba reglas claras para hacer 
“más tratable” el conflicto y, en este sentido, por pri-
mera vez desde que se inició, se transparentaba el 
proceso y se aseguraba a la población “no hacer nada 
que ellos no aprobaran”.

Sin embargo, las reacciones en contra no se hicieron 
esperar y ese mismo día el gobernador de Guanajuato, 
Diego Sinhué Rodríguez Vallejo, mediante una co-
municación vía Twitter escribió que lamentaba que 
se dejara fuera del proyecto a la ciudad de León y so-
licitaba una audiencia con el presidente para “aten-
der la demanda del vital líquido de los habitantes del 
municipio de León” (Rodríguez, 2021).

Una semana más tarde, el 22 de agosto los po-
bladores de Temacapulín, Acasico y Palmarejo se 
reunieron con el director general Germán Arturo 
Martínez Santoyo, para escuchar la propuesta pre-
sentada por la Conagua, y en esta reunión refren-
daron que su postura seguiría inamovible respecto 
a que la presa El Zapotillo no inundara las tres po-
blaciones. 

En ese evento, el director general aseguró que cum-
pliría con el mandato presidencia de “no hacer nada 
a la fuerza, sino con base en la razón”. Y les propuso, 
en la reunión efectuada en la plaza de Temacapulín, 
que la cortina de la presa iba a permanecer en sus 
actuales 80 metros garantizando que el llenado del 
embalse no sería a tope sino a un aproximado de 50 
metros y que se instalarán compuertas y equipos 
automáticos de medición para desfogar el agua en 
caso de ser necesario, con lo cual los pueblos no se-
rían inundados.

Asimismo, en esa reunión el titular de la Conagua dijo:

Lo que aquí platiquemos lo haré del conocimien-
to del presidente y será con la participación de 

5	 Disponible en el siguiente enlace: https://youtu.be/ubCvPc5n-
MT0

ustedes y del propio presidente que se tomará la 
resolución sobre el destino de la presa. Respeta-
remos lo que se llegue a acordar con base en el 
diálogo, la ley y la razón. (Partida, 2021a)

Sin embargo, los habitantes de las tres comunidades 
cuestionaron al director de Conagua cómo sería ase-
gurado que los próximos gobiernos federales no da-
rían marcha atrás al acuerdo y qué garantía habrá de 
no regresar al proyecto de una presa de 105 metros 
de altura, tal como lo acordaron en 2007, sin consul-
tar a los pobladores afectados, como los gobiernos 
panistas estatal y federal, encabezados por Emilio 
González y Felipe Calderón respectivamente. La res-
puesta a esta petición la dio días más tarde el propio 
presidente de la república.

La resolución

El 10 de octubre, el presidente Andrés Manuel 
Obrador visitó Temacapulín para reunirse con po-
bladores y escuchar la respuesta final en torno a la 
construcción de la presa El Zapotillo. Los habitantes 
de las localidades Temacapulín, Acasico y Palmarejo 
anunciaron su autorización a la puesta en operación 
de la presa con una cortina de 80 metros, siempre 
y cuando el nivel máximo de agua llegara a los 48 
metros de altura y con la garantía de la construcción 
de un vertedero que no permitiera subir los niveles 
de agua, para evitar inundar las poblaciones. Para 
lograr que se mantuviera a esa altura y evitar un 
desbordamiento, solicitaron también la construc-
ción de un vertedero similar a la “U” que se forma en 
los lavaderos, con lo que tendrían la oportunidad de 
que el agua salga de la presa y no se desborde.

En su contrapropuesta también pidieron la repara-
ción integral del daño que incluye la reconstrucción 
de los hogares de Palmarejo, una disculpa pública, 
el compromiso de la no repetición, la integración de 
programas para ayudar a los pobladores, la denomi-
nación de pueblo mágico y la auditoría técnico finan-
ciera al proyecto Presa El Zapotillo (Ramírez, 2021).

Por su parte, el presidente de la república mencionó 
que se trabajaría en conjunto con las comunidades y 
que iba a garantizar que no se van inundar los terri-
torios, en tal sentido, comentó que: 

Vamos a reforzar el proyecto que se presentó, se-
gún los técnicos de Conagua, con la propuesta 
que ellos hicieron no se inundaban los pueblos, 
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sin embargo, los técnicos de los pueblos, tienen 
otro punto de vista, quieren más seguridad, es 
decir que además de lo que propone Conagua 
haya obras para garantizar que no habrá, en las 
peores circunstancias, inundación, para reforzar 
esa propuesta se habla de este canal o un túnel. 
(López Obrador, 2021)

Y aseguró antes las comunidades que se garantizaría 
presupuesto, si se requería. E invitó a los habitantes a:

Hacer de este asunto, de este conflicto, algo 
ejemplar. Vamos a mostrar a todos los mexicanos 
y al mundo que se puede, mediante el diálogo y 
la buena fe, llegar a acuerdos y que se pueden re-
solver problemas, hasta los más difíciles, cuando 
hay voluntad y cuando se gobierna con justicia 
y se tiene un pueblo consciente, un pueblo ho-
nesto, como es el pueblo de ustedes. La decisión 
de las tres comunidades, agregó, representa so-
lidaridad para enviar agua a quienes también la 
necesitan en Guadalajara, principalmente a las 
zonas más pobres. (Partida, 2021b)

Con esta segunda visita a la región se reforzaba el 
diálogo y la construcción de una salida a un con-
flicto de más de 10 años, que había perjudicado de 
manera directa la vida y tranquilidad de los pueblos 
afectados, quienes de acuerdo con el proyecto, de-
bían de ser desplazados de su territorio perdiendo 
con ello sus casas, sus tierras de cultivo, sus centros 
de recreación, sus espacios religiosos y derechos cul-
turales en general y de una afectación directa a sus 
medios de vida como personas campesinas y pesca-
dores (Gómez-Godoy y Espinoza-Sauceda, 2015). En 
ese encuentro con el presidente, Gabriel Espinoza, 
uno de los representantes de Temacapulín recono-
ció que: “somos conscientes de que está decisión es 
un parteaguas” (Flores, 2021).

Por su parte, el mandatario dijo que regresaría en 
un mes más a la población para firmar el compro-
miso de las adecuaciones en el embalse y los apo-
yos productivos para reactivar la economía de la 
región de los Altos de Jalisco (Huerta, 2021). Con 
estas acciones, se espera que en próximas fechas 
el conflicto llegue a una solución final tomando en 
cuenta lo que las comunidades decidan, al menos 
eso se ha hecho saber a las comunidades a través 
de un mensaje vía YouTube, en el que el presidente 
anunció dentro de las obras prioritarias en materia 
de agua, la solución a la presa El Zapotillo (López 

Fuente: Visita a la región de la Presa El Zapotillo, desde 
Cañadas de Obregón, Jalisco, https://www.youtube.com/
watch?v=3WQAiuQyjDc (14 de agosto de 2021)

Fuente: La Jornada. Jalisco: Se oponen a reanudación de 
obras de la presa El Zapotillo, https://www.youtube.com/
watch?v=apSAFvCvHfo (17 de marzo de 2021)

Fuente: LIMDEC, tomado de https://www.educaoaxaca.org/
gana-temacapulin-presa-el-zapotillo-no-inundara-pueblos/ (11 
de noviembre de 2021)



102 
ÉTICA HÍDRICA: UNA NUEVA ORIENTACIÓN PARA LAS DECISIONES RELATIVAS AL AGUA

Obrador, 2021b, 4m31s), así como el reciente nombramiento de la abogada 
Claudia Gómez Godoy como responsable del Plan de Apoyo Integral para los 
pueblos de Temacapulín, Acasico y Palmarejo y enlace con el gabinete presi-
dencial para su cumplimiento.

Conclusiones

Del 2006 –año en la que inició el conflicto– a la fecha han transcurrido 15 años, 
periodo en el que las comunidades afectadas mediante movilizaciones sociales 
y legales han defendido sus territorios y sus tradiciones; y evitaron el despojo y el 
desplazamiento forzado que, como ya se ha mencionado son parte de los efectos 
negativos que muchas comunidades en el mundo han experimentado debido a 
obras de infraestructura que parten de visiones unilaterales y tecnocráticas.

La carencia de legitimidad de las decisiones unilaterales tomadas por gobernan-
tes en turno sin mediar la reflexión colectiva sobre bienes que son, por su natu-
raleza, eminentemente públicos, como el agua, incide directamente en la posi-
bilidad de los gobiernos de lograr los objetivos que se tracen (Cabrera, 2018). Tal 
y como dice Tomé Martín & Casillas Báez (2016), en estas decisiones unilaterales 
los desplazados son un precio asumible. Un coste que, se justifica argumentando 
que el agua es un derecho humano: prescindir de su cumplimiento para unos 
pocos, “garantiza” el derecho al agua de muchos. Estén donde estén los unos y 
los otros, lo que establece una jerarquía entre derechos.

Este conflicto considerado como “intratable”, puede llegar a su resolución gra-
cias a acuerdos basados en al menos cuatro aspectos: 1) escuchar lo que la po-
blación quiere –en este caso evitar la inundación de sus territorios–; 2) iden-
tificar y respetar valores, como son el reconocimiento de las tradiciones y su 
arraigo cultural; 3) establecimiento de reglas claras, por ejemplo, la presenta-
ción de informes técnicos y la colaboración conjunta (gobierno-comunidades) 
para evitar las inundaciones; 4) disposición a cumplir compromisos a través de 
designar recursos a la región.

Y tal y como se explica en la primera sección del libro, este caso demuestra tres 
lecciones: 1) las presiones de desarrollo ejercen una gran influencia sobre la gene-
ración de propuestas para transferir agua entre cuencas, aunada a una visión inge-
nieril de grandes obras de infraestructura; 2) los procesos que definen la forma en 
que se conciben estos proyectos son jerárquicos, y no incorporan la participación 
ciudadana, en este caso nunca se consultó a la población afectada y, por ende, no 
se incluye una visión sobre los problemas de equidad social y justicia ambiental 
relacionados con estos proyectos y 3) las demandas sociales deben incluirse en las 
alternativas para la toma de decisiones. Sin olvidar que, la participación adecuada 
implica asegurar la transparencia, otorgar acceso a la información, realizando las 
debidas consultas, y asegurando la participación de las comunidades afectadas en 
la toma de decisiones, en cada etapa de desarrollo del proyecto.
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Es necesario, como se puede observar en los casos de estudio de este libro, que la 
toma de decisiones debe partir de una ética integradora, reconociendo los diver-
sos conjuntos de interés, entre ellos, de los más afectados, ello implica también 
reconocer la historia de los problemas y entenderlos como una resonancia o un 
reflejo de los marcos de gestión que han llevado a injusticias estructurales. La ética 
se ocupa de la base racional de la moral y se relaciona con la responsabilidad por 
acción y por omisión que tenemos frente a las situaciones. Por ejemplo, permitir 
que se extinga un santuario de la biosfera sobre el que podríamos intervenir no 
nos exime de responsabilidad sobre el mismo, pues la mera decisión de no interve-
nir, pudiendo hacerlo, nos hace contraer ya una responsabilidad. Así lo mismo, con 
conflictos como el que se expuso en este texto, en tal sentido, “la responsabilidad 
llega hasta donde llega nuestro poder”. 

La gestión del agua debe respetar los principios éticos de sostenibilidad, justicia, 
equidad de los derechos de acceso, responsabilidad y solidaridad. Esos valores 
enmarcan y facilitan la gestión pacífica de los recursos hídricos, por ejemplo, en 
los casos de conflicto de intereses, en el sentido de promover una sensación de 
seguridad y de propiciar derechos equitativos entre los actores involucrados. 

Los nuevos valores en el uso del agua deben buscar una protección de los sis-
temas acuíferos, que consideren adaptar un sistema integrado, holístico y que 
tome en cuenta a los seres humanos y el agua como partes relacionadas de un 
todo más grande. Desde un punto de vista solidario se propugna por la coope-
ración frente a la competición, con el fin de que surja una ética socioambiental 
integradora, basada en una toma de decisiones más democrática, reconociendo 
el dinamismo inherente dentro de los sistemas socioecológicos. En tal sentido, 
la política del agua debe gestionar una multiplicidad de actores (incluidos los 
medioambientales), introducir nuevos valores y normas, y favorecer el diálogo. 
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LA CALIDAD DEL AGUA: UN EJE CLAVE DE 
LA POLÍTICA AMBIENTAL POR LA VIDA  

Existen pocos problemas ambientales que generen tanta preocupación, 
como el de la calidad del agua. La contaminación del agua afecta la salud 
pública, el ambiente y el bienestar económico de todas las naciones. Dado 
que lo orígenes de la contaminación son diversos, y su mitigación muy 
complicada, la política pública en torno al agua es uno de los problemas 
ambientales más difíciles de manejar. 

Incluso en países desarrollados, existen casos documentados en los que se ha 
detonado un amplio debate público resultado de la inconformidad de las per-
sonas por recibir un servicio de agua potable no adecuado, en perjuicio de su 
salud. Es el caso de las ciudades de Flint, en el estado de Chicago (Pauli, 2020) 
o de Hoosick Falls en el estado de Nueva York (Michael, 2017), en el vecino país 
del norte. En ambos casos, diversos grupos de ciudadanos hicieron evidente que 
el agua que ambos municipios entregaban a sus habitantes era de muy mala 
calidad para consumo humano y que no solo no cumplía con los estándares ne-
cesarios para una ingesta segura, sino que producía enfermedades crónicas ge-
neradas por la presencia de contaminantes en el agua.

Adicional a este problema en la calidad del agua que consumimos, datos de la 
Organización Mundial de la Salud indican que a nivel global más del 80% del agua 
utilizada no recibe ningún tratamiento. Esta degradación en la calidad de los cuer-
pos de agua superficial y subterránea, aunado a una creciente demanda de agua  
de buena calidad por parte de las personas y los usuarios industriales y agrícolas 
que generan diversos productos, incrementan la competencia por el vital líquido. 
Lo que nos impone diversas tensiones sociales a lo largo y ancho del territorio. 

Este problema, hace evidente la gran necesidad de cuidar la calidad del agua de 
nuestras fuentes de abastecimiento, sean superficiales o subterráneas. La calidad 
del agua repercute en la salud ambiental y es parte de nuestra salud personal. 
Conservar la calidad del agua de nuestros ríos y acuíferos representa una medida 
muy importante para garantizar el bienestar social. En todos los países del plane-
ta, un mecanismo importante para lograr lo anterior, es a partir de la definición 
de límites máximos permisibles de contaminantes generados en descargas de 
industrias que producen sustancias tóxicas. Muchos autores reconocen que exis-
te una regulación deficiente que ha permitido la degradación de los cuerpos de 
agua, lo que se debe a que los gobiernos tienen como prioridad un rápido desa-
rrollo económico sobre cualquier costo ambiental. 

Por otro lado, la adopción de opciones para la disminución en la contaminación 
del agua requiere de decisiones muy complicadas que implican un adecuado 
manejo de tierra, agua y gasto público. Por ello, no es extraño ver el tema de agua 
limpia en las agendas políticas de todos los países del mundo. 

La evolución de la política pública relacionada a la calidad del agua en países 
como Estados Unidos, Rusia, China y Francia, indican que entre más avanzada 
está la economía de un país y su sistema regulatorio, existen también más grupos 

6

Adrián Pedrozo Acuña



110 
ÉTICA HÍDRICA: UNA NUEVA ORIENTACIÓN PARA LAS DECISIONES RELATIVAS AL AGUA

ambientales fuertes y más preocupación ciudadana 
por la protección del ambiente. Por lo que no es raro 
ver a grupos de la sociedad civil local participando 
en la creación de las regulaciones y, sobre todo, en 
acciones de monitoreo de la calidad del agua en los 
cuerpos de agua dentro de sus territorios. 

En contraste, en países en desarrollo, los sectores 
que promueven el crecimiento económico a cual-
quier costo ejercen más influencia sobre las decisio-
nes ambientales, lo que significa que la política de 
la contaminación tiende a ser controlada por las in-
dustrias y los grandes grupos agroalimentarios. Por 
si esto fuera poco, los controles tecnológicos de con-
taminación tienden a ser menos avanzados en so-
fisticación e insuficientes en la operación debido a 
restricciones de gasto. 

De manera global es evidente que la salud humana 
sufre, cuando se degrada la calidad del agua. Esto 
ocurre cuando hay baja inversión en los controles 
ambientales, poco esfuerzo proactivo en la pre-
vención de fuentes de contaminación y abandono 
de sistemas de observación y monitoreo, además 
de la poca inversión en sistemas de tratamiento. 
Además, el problema de la calidad del agua no sólo 
se refiere a falta de recursos y voluntad política, sino 
es un problema de alineación de las inversiones en 
calidad del agua con el esfuerzo para alcanzar un 
mayor crecimiento económico. Por esta razón, en 
todo el mundo, la atención de las causas flagrantes 
de la contaminación del agua enfrenta el reto del 
cambio en las prácticas establecidas, pues hay una 
pesada inercia y un discurso anquilosado en la ma-
nera de enfrentar el problema (ej. “no hay dinero”, 
“no hay capacidad”). Tenemos que recordar que, lo 
que se encuentra en juego es la relación entre el 
agua y la vida. 

En el caso de la calidad del agua, la ética también 
nos asiste para impulsar una decisión hacia la pro-
tección de nuestras fuentes de agua y por tanto de 
la vida, por encima del costo económico que esta 
protección nos impone como sociedad. Por esta 
razón, desde la Secretaría de Medio Ambiente y 
Recursos Naturales de México, se ha impulsado la 
actualización de la norma que justamente regula 
los límites máximos permisibles en las descargas 
de aguas residuales a los cuerpos de agua naciona-
les. Estas acciones permiten al gobierno construir 
una relación más constructiva y de cuidado entre 

las actividades humanas y el medio ambiente, con 
una visión de largo plazo.

Evolución del marco normativo 
sobre descargas de agua residual

Globalmente, se reconoce que el incremento en ur-
banización, industrialización y población ha resul-
tado en un mayor número de retos que debemos 
enfrentar como sociedad en torno al manejo de las 
aguas residuales (Allaoui et al., 2015). La descarga de 
aguas residuales a cuerpos de agua, como ríos y la-
gos, se convirtió en el siglo pasado en una práctica 
común; mientras que el reconocimiento de la es-
casez mundial de agua ha generado una legítima 
preocupación sobre la atención regulatoria, tanto 
de las descargas de aguas residuales como de la 
calidad del agua de los cuerpos receptores. Esto se 
expresa claramente en la recientemente adoptada 
Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, en su 
objetivo 6, cuyo propósito es asegurar la disponibi-
lidad y sustentabilidad del agua para todos (https://
sustainabledevelopment.un.org/sdg6). Las plantas 
de tratamiento de aguas residuales (PTAR) se dise-
ñan de tal forma que sirvan para recoger y tratar las 
aguas que resultan después de su uso doméstico e 
industrial (mediante un sistema de drenaje), de tal 
manera que el efluente de la planta no represente 
un daño a la capacidad del cuerpo receptor para dar 
soporte a la vida y al desarrollo económico. Así, cuan-
do la planta no cumple con los estándares definidos 
por el Estado, existen diferentes opciones de mane-
jo entre las que destacan: incrementar la tecnología 
de tratamiento; la reutilización del agua tratada; el 
control de la fuente de contaminación (reducir el 
contaminante antes de que este entre a la planta); y 
controles de comportamiento (modificar comporta-
mientos que afectan las cargas de contaminantes, lo 
que incluye recomendar, por ejemplo, el desuso de 
algunos productos cosméticos). La efectividad y se-
lección de estas opciones dependen claramente de 
la implementación de un sistema de monitoreo de 
descargas adecuado, que permite demostrar si estas 
cumplen o no con los estándares y límites definidos 
en la normatividad.

En todo el mundo, los permisos de descarga, junto 
con la definición de los límites máximos permisi-
bles de cada contaminante, representan la base de 
todos los marcos regulatorios diseñados para prote-
ger los sistemas acuáticos (Xenarios y Bithas, 2012). 
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Los límites tradicionales para las descargas incluyen hipótesis implícitas de que 
los estándares para nutrientes, oxígeno disuelto, metales pesados y bacterias 
protegen los valores (ambiental, social, cultural) de los cuerpos receptores, y una 
falla en su cumplimiento está generalmente asociada a un sistema de medidas 
punitivas, finacieras en su mayor parte. Por otro lado, conforme se incremen-
ta nuestro conocimiento sobre los impactos potenciales de efluentes comple-
jos (mezcla de contaminantes de diferentes actividades) y nuestra apreciación 
sobre el hecho de que la sensibilidad y resiliencia a la contaminación varía de 
forma sustancial entre ecosistemas (Hering et al., 2010), parece muy probable 
que la regulación definida a través de permisos de descarga y límites máximos 
permisibles sea insuficiente para garantizar la salud de los ecosistemas y evitar 
la degradación de los sistemas acuáticos. De esta manera, no es gratuito que en 
algunos países se ha tomado la decisión de robustecer estos marcos normati-
vos, expandiéndose para incluir pruebas de toxicidad, monitoreo biológico o con-
taminantes prioritarios. Estos cambios son evidentes en algunos países, como 
Sudáfrica, donde la nueva ley conocida como National Water Act 1998 estipula 
el biomonitoreo del efluente en sus zonas o regiones más sensibles (Eddy, 2003).

El riesgo asociado a un efluente específico depende de distintos factores entre 
ellos la composición y el origen del influente que están directamente asociados 
a las actividades económicas presentes en la cuenca. La diversidad de contami-
nantes reacciona y hacen más complejos los riesgos para la salud ambiental de 
los cuerpos de agua. Justamente, la comprensión de estos riesgos nos permite 
seleccionar el tipo de tratamiento que es necesario instalar. 

Existe también un amplio rango de químicos que son descargados a cuerpos de 
agua que representan un riesgo a los sistemas acuáticos. Por lo general, estos 
se enlistan como “sustancias prioritarias”, e incluyen metales pesados, biocidas, 
hidrocarburos aromáticos policíclicos (HAP) y disolventes clorados, entre otros 
(EU Directive 2008/105/EC ammended 2013/39/EU, U.S. Government´s, 2015; lista 
de contaminantes prioritarios, Muñoz et al., 2008). Estas sustancias pioritarias 
se sujetan a límites máximos permisibles (ej. ANZECC/ARMCANZ, 2000; Annex 
II Water Framework Directive, 2008) y, por lo tanto, se les da seguimiento conti-
nuo a través de mediciones como parte del permiso de descarga. Sin embargo, 
estas listas están continuamente en crecimiento: tan solo en Estado Unidos, en 
los años 70 se tenían identificadas solo 23 sustancias químicas, y actualmente se 
tienen 126. Sin lugar a dudas, esto representa un reto para el monitoreo y la eva-
luación de los efluentes o descargas, dejando de lado los contaminantes emer-
gentes, que no se encuentran regulados bajo ninguna norma, y entre los que se 
incluye a los componentes farmacéuticos, las drogas ilícitas, los cosméticos, los 
químicos industriales, así como los pesticidas y los microplásticos.

Es evidente que hay fuertes motivaciones ambientales, de salud pública y eco-
nómicas, para revisar de forma continua y ajustar el marco normativo que de-
termina las condiciones de descarga de los efluentes, pero también debemos 
reconocer que hay algunos obstáculos, mayormente financieros, que impiden 
modificar este marco para incluir todos y cada uno de los compuestos que ge-
neran un riesgo. En esta encrucijada cabe preguntarnos: ¿Qué hacemos en un 
contexto de pocos recursos económicos y un incremento evidente en la sobreex-
plotación de ríos y acuíferos?, ¿Será ético o responsable mantener el status quo 
bajo las condiciones actuales de degradación ambiental y escasez de agua?
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Las respuestas a estas preguntas pasan por el diálogo constructivo entre gobier-
no, sociedad e industria, respetando el papel que cada institución desempeña 
en este concierto, tanto en la definición de la norma, como en su verificación y 
cumplimiento, y en la aportación de evidencia científica que la soporta. En nues-
tro país el marco normativo creado en 1996 (NOM001-SEMARNAT-1996) lleva 25 
años vigente, tiempo durante el cual la población y la cantidad de industrias han 
crecido considerablemente a lo largo y ancho del territorio, modificando la com-
posición de las descargas y, por tanto, los riesgos a la salud ambiental y humana 
pensadas al momento de su creación.

Algo que se menciona con mucha frecuencia en todo el mundo es la necesidad 
de evolucionar, dando énfasis al contexto específico de cada cuenca o acuífero 
(quizá considerando el tipo de actividades económicas que se realizan y el grado 
de sobreexplotación de agua que existe) para, por ejemplo, definir el nivel de pro-
tección y los límites máximos permisibles de contaminantes en las descargas de 
aguas residuales. También se recomienda generar guías o reglas de monitoreo 
específico de acuerdo con el rango de actividades económicas que se desarrollan 
en las cuencas o acuíferos que deseemos proteger. Un ejemplo de lo anterior está 
dado por la Iniciativa Textil de Suecia (www.stwi.se ), en la que diversas empresas 
trasnacionales textiles asumen el compromiso de cuidar sus efluentes en regio-
nes del mundo muy estresadas hídricamente. En particular, se plantean cambios 
internos que les permitan avanzar hacia una descarga líquida cero (ver Pedrozo-
Acuña, 2020), sin contaminar el ambiente.

La actualización de la norma sobre descargas de aguas residuales en México

Definitivamente, dejar las cosas como están no es el camino ni sería responsable. 
Pensemos en las generaciones futuras de mexicanas y mexicanos. Todos tene-
mos una función qué cumplir: industria, sociedad y gobierno. Debemos enten-
der que el papel de los permisos de descarga y los límites máximos permisibles 
que definamos para el futuro son claves para asegurar el bienestar social y el 
desarrollo económico de México. Con esta decisión, nos jugamos la continuidad 
de la vida como la conocemos y el futuro de un país que puede utilizar al agua y 
su marco normativo como llave de acceso a la prosperidad y bienestar de todas 
y todos. A pesar de este análisis, durante el presente año vimos en México un re-
vuelo en la discusión pública sobre la reciente aprobación de la norma NOM001-
SEMARNAT-2021, cuyo propósito fue, justamente, la actualización de dicha regu-
lación de descargas de aguas residuales a los cuerpos de agua nacionales.

Este debate tiene, por un lado, a una larga lista de agrupaciones industriales que 
se manifiestan en contra del proyecto aprobado y, por otro, grupos ambientalis-
tas que se congratulan por la misma. En todo el mundo, la regulación de las des-
cargas de aguas residuales ha impuesto un debate centrado en dos posiciones 
encontradas: una que hace referencia al cuidado de la vida y la sustentabilidad 
y otra que pone de manifiesto los costos necesarios para el cuidado del medio 
ambiente y la limitación de la actividad económica en un territorio dado. Esta 
división binaria en los puntos de vista nos determina dos posiciones aparente-
mente irreconciliables que dificultan la posibilidad de acuerdos y que limitan la 
capacidad de escucha entre los involucrados. Mientras se desarrolla este debate, 
los cuerpos de agua en todo el mundo continúan degradándose, incrementando 
la escasez hídrica en lo local y afectando la salud de las personas y el medio am-
biente que todos compartimos. Lo anterior quedó de manifiesto en el reporte de 
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las Naciones Unidas (UN WWAP, 2017) que dio cuen-
ta de que, globalmente, el 80 % del drenaje no recibe 
ningún tipo de tratamiento previo a ser descargado 
a ríos y océanos.

En este sentido, el reto consiste en pensar estrate-
gias para mover voluntades y recursos económicos 
hacia un mejoramiento de nuestros sistemas de tra-
tamiento y el cuidado de los cuerpos de agua, consi-
derando al mismo tiempo que vivimos un acelerado 
crecimiento poblacional. En un ámbito de transfor-
mación y cuidado de la vida, aunado a la escasez de 
recursos que hoy se vive en todo el mundo, necesita-
mos trascender los discursos de antaño y poner dis-
tancia entre posiciones anacrónicas que llevan ins-
taladas en el sector hídrico más de veinte años (ej. la 
inacción como consecuencia de la falta de financia-
miento). Es momento de una verdadera innovación 
que involucre no solo el diseño de nueva tecnología, 
sino también la incorporación de nuevos enfoques 
para el manejo del agua, que consideren, además 
de la factibilidad económica, temas relativos a la éti-
ca, la equidad y la justicia sociales y la aplicabilidad 
institucional, con el fin último de proteger la vida 
(Balkema et al., 2002; MoUD, 2008; Molinos-Senante 
et al., 2010, 2015; Ganoulis, 2012; Wichelns et al., 2015; 
Ricart et al., 2019).

Los límites de descarga tradicionales incluyen una 
hipótesis implícita: que los estándares de nutrientes, 
oxígeno disuelto, metales pesados y bacterias prote-
gen los valores de los cuerpos de agua receptores, y 
su falta de cumplimiento generalmente está acom-
pañada de un sistema de multas financieras, confor-
me a la máxima de que el que contamina paga. Sin 
embargo, es justo reconocer que conforme se incre-
menta nuestro conocimiento sobre cómo los siste-
mas acuáticos reaccionan a diferentes efluentes de 
agua residual, este modelo resulta cada vez menos 
efectivo (Hering et al., 2010), lo cual indica que esta 
estrategia metodológica puede resultar no suficien-
te para salvaguardar la vida y la salud.

Al igual que el flujo de un río, o el clima en una cuen-
ca, las descargas de agua residual evolucionan en el 
tiempo, volviéndose más complejas y dañinas para 
la salud en ciertos casos (ver, por ejemplo, la situa-
ción ambiental actual del río Atoyac). Por esta razón, 
y contrario a lo que hemos leído en algunas postu-
ras del debate público en México, no es casualidad 
que en algunos países se hayan incorporado más 
variables a los estándares, como son las pruebas de 

toxicidad, el monitoreo biológico y algunos contami-
nantes emergentes.

En el caso de la modificación recientemente apro-
bada para la norma NOM001-SEMARNAT-2021, son 
tres nuevos parámetros y una modificación: toxici-
dad del agua, la demanda química de oxígeno, y el 
color del agua; mientras que para la temperatura se 
redujo el límite máximo en 5 grados. Entre los argu-
mentos que se han esbozado en contra de esta ac-
tualización están la falta de evidencia científica y que 
las modificaciones propuestas no están implemen-
tadas en otros países del mundo. Con el propósito 
de contribuir con información veraz para un debate 
abierto y propositivo, es importante informar que en 
varios países son obligatorias las pruebas de toxici-
dad, la demanda química de oxígeno, la temperatura 
y el color. Incluso algunos países, como Canadá, in-
corporan límites específicos a efluentes en función 
de la actividad industrial que se requiere vigilar (ej. 
textil o minera). De esta forma, la decisión tomada 
por la Secretaría del Medio Ambiente y el Comité 
Consultivo Nacional de Normalización de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales (Comarnat) forma 
parte de un ejercicio ético de la política ambiental, 
que tiene su base en el cuidado de la vida.

El reto está, no solamente, en asegurarnos de que la 
infraestructura de saneamiento o la industria cum-
plan con esta actualización (existen ejemplos en 
el país que indican que la norma diseñada en 1996 
no se cumple, en algunos casos superando límites 
permisibles hasta en un 1000 %), sino también en 
crear un cambio en el paradigma mediante el cual 
se habiliten nuevas avenidas para que industria, so-
ciedad y gobierno podamos hacernos responsables 
de nuestra carga contaminante en lo local. El enfo-
que pasado, que prefería la solución centralizada de 
una planta de tratamiento operada por un munici-
pio, no ha funcionado. Esta salida recargó sobre los 
organismos operadores responsabilidades de trata-
miento de agua residual muy compleja, por la com-
binación de agua residual doméstica e industrial, 
que requiere de trenes de tratamiento más sofisti-
cados y de mayor consumo energético. Nuestro país 
y sus municipios son diversos y viven bajo diferentes 
condiciones de estrés hídrico, tanto por la disponi-
bilidad de agua existente como por las actividades 
económicas que se llevan a cabo dentro de ellos. Por 
esta razón, tenemos la obligación de generar, entre 
todos, nuevos caminos.
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Si quienes se oponen de forma abierta a la actualización 
de la norma utilizaran la misma energía para transitar 
hacia una descarga líquida cero, o hacia sistemas de re-
utilización de agua en sus locales o predios, la discusión 
de los estándares o límites máximos permisibles no se-
ría problema. Por esta razón, es momento de innovar, 
lo cual requiere una mente abierta y la disposición para 
dejar atrás el pensamiento que creó los problemas am-
bientales que vemos hoy en nuestro país. 

Hoy desde la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos 
Naturales del Gobierno de México, se construye con 
industria y sociedad, un ecosistema de cooperación y 
construcción conjunta. Ejemplo de lo anterior es la ac-
tualización de esta norma y la publicación de guías para 
el tratamiento de descargas de aguas residuales para la 
industria porcina o el manual de buenas prácticas para 
la industria minera del IMTA. La idea, desde siempre, ha 
sido acompañar a las empresas mexicanas con conoci-
miento de punta para fomentar el cuidado del agua y la 
vida. Desde luego, la cooperación no debe terminar ahí, 
necesitamos diseñar también esquemas financieros 
que permitan habilitar los recursos económicos nece-
sarios para esta modernización, que no solo es tecnoló-
gica, sino también de pensamiento.
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El último informe del Panel Intergubernamental 
sobre el Cambio Climático de la ONU (IPCC, por sus 
siglas en inglés), publicado en agosto de 2021, ad-
virtió que la actividad humana está provocando el 
ascenso de las temperaturas de forma inequívoca y 
que el cambio climático se está acelerando, intensi-
ficando y extendiendo en todo el planeta. Aun cuan-
do se reduzcan los gases de efecto invernadero en 
la atmósfera, el mundo experimentará un aumento 
de las temperaturas durante al menos la mitad de 
este siglo. Sin embargo, aún existe una oportunidad, 
siempre y cuando en 2050 los países lleguen a un 
escenario de neutralidad de emisiones de carbono.

En este contexto, líderes mundiales y responsables 
de negociación de cada país se reunieron en Escocia 
durante dos semanas ̶del 1 al 12 de noviembre̶  en 
la vigésimo sexta Conferencia de las Partes de la 
Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el 
Cambio Climático (CMNUCC), la COP26, para debatir 
qué acciones se pueden tomar para hacer frente al 
cambio climático. 

Dentro de los temas urgentes a atender, sin duda, se 
encuentra el agua, en este sentido, el 5 de noviembre 
de 2021, se firmó la Declaración De Glasgow Sobre La 
Huella Hídrica Justa Para un Desarrollo Sostenible, 
Resiliente al Cambio Climático e Inclusivo, cuyo 
objetivo es emprender una acción transformadora 
para lograr huellas hídricas justas que aporten be-
neficios duraderos a las comunidades, ecosistemas 
y economías para alcanzar el Objetivo de Desarrollo 
Sostenible 6 (ODS 6), el cual busca garantizar la dis-
ponibilidad de agua y su gestión sostenible y el sa-
neamiento para todos.

Este documento que contó con el aval de más de 130 
ministros y presidentes de gobierno, empresas, ins-
tituciones financieras, las organizaciones de la socie-
dad civil y los organismos exteriores de apoyo, reco-
noce que el acceso al agua potable, el saneamiento y 
un medioambiente limpio y saludable son derechos 
humanos, y que el uso sostenible y equitativo del 
agua dulce desempeñará un papel primordial para 
la respuesta efectiva a la emergencia climática, ade-
más de ser un requisito fundamental para el bienes-
tar del planeta y de la humanidad.  

Adrián Pedrozo Acuña 
y Juana Amalia Salgado López
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Asimismo, reconoce que las huellas hídricas de la 
sociedad de consumo, la actividad económica y el 
comercio mundial son una obligación y una oportu-
nidad compartidas de garantizar que se hace un uso 
sostenible y equitativo del agua en beneficio de las 
generaciones actuales y futuras, por lo que es esen-
cial la colaboración, el compromiso constructivo, la 
asistencia técnica y financiera, y el apoyo mutuo sin 
perjudicar, dañar o desviar el apoyo de las comuni-
dades más necesitadas.

Para lograr el objetivo de una huella hídrica justa en 
el 2030 establece cinco acciones principales:

1.	  Cero contaminación del agua: ningún im-
pacto negativo sobre el medio acuático, otros 
usuarios del agua o funciones derivadas de los 
vertidos de aguas residuales, y el control de la 
contaminación difusa y mejora del medio acuá-
tico. 

2.	  Extracción sostenible y asignación equitativa 
del agua: extracción y uso dentro de los límites 
hidrológicos de sostenibilidad, sin comprome-
ter el derecho humano al agua, las necesidades 
del medioambiente, las comunidades o las ge-
neraciones futuras.

3.	  Protección de la naturaleza: los ecosiste-
mas y los paisajes, así como sus servicios, están 
protegidos y se gestionan de forma sostenible; 
además, se da prioridad a las soluciones basa-
das en la naturaleza y regenerativas. 

4.	  Acceso al agua potable, saneamiento e hi-
giene: acceso universal a través de la provisión 
adecuada en el lugar de trabajo y la acción co-
lectiva para llegar a las comunidades carentes 
de servicios adecuados. 

5.	  Resiliencia a la sequía, las inundaciones, 
la variabilidad climática y los conflictos por el 
agua: instauración de planes, políticas, gober-
nanza e inversiones eficaces para mitigar los 

riesgos hídricos, climáticos y de conflictos, con 
cumplimiento legal y tenencia segura del agua 
para todos.

Es pertinente, comentar que el gobierno mexicano 
ha emprendido acciones relacionadas con las antes 
mencionadas, por ejemplo, en materia de contami-
nación del agua, recientemente se aprobó la norma 
NOM001-SEMARNAT-2021, cuyo propósito es la regu-
lación de descargas de aguas residuales a los cuer-
pos de agua nacionales, a través de la incorporación 
de tres nuevos parámetros (toxicidad del agua, la de-
manda química de oxígeno y el color del agua) y de 
la modificación a la temperatura cuyo límite máximo 
es ahora de 5 grados.

En materia de acceso al agua potable, en el último 
par de años se ha privilegiado una política dirigida 
a los sistemas comunitarios del agua en programas 
nacionales. Asimismo, como se ha observado a lo lar-
go de esta obra, se han implementado estrategias 
para hacer frente a los conflictos sociales del agua, 
como el de Zapotillo, el de Constellation Brands y en 
los valles centrales de Oaxaca, en los cuales se ha re-
conocido las estructuras de injusticias hídricas que 
han provocado dichos conflictos y, además se ha 
buscado la solución a éstos, a través del acercamien-
to con los más afectados, el diálogo y la construcción 
de acuerdos emanados desde la propia población, 
bajo principios orientadores de colaboración y com-
promiso ético.

En tal sentido, las acciones del sector ambiental en 
nuestro país se alinean a los principios declarados 
en Glasgow sobre la huella hídrica justa, poniendo en 
el centro de las acciones a las personas y al medio 
ambiente, con un enfoque de género y de derechos 
humanos; pero, sobre todo, a través de la reivindica-
ción del papel de los pueblos indígenas, tal y como 
ha sido con el Plan de Justicia del Pueblo Yaqui.





Ética hídrica: una nueva orientación para las decisiones 
relativas al agua, de Adrián Pedrozo Acuña y Juana 

Amalia Salgado López (coords.), se terminó en noviembre 
de 2021, en el Instituto Mexicano de Tecnología del Agua, 

en Jiutepec Morelos.




	VF ETICA HIDRICA AGOSTO 2023 vs13 sin marcas.pdf
	portada y contra en paginas separadas.pdf



